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Calidad, eficiencia y transparencia
del presupuesto de defensa. El caso de Nicaragua
Roberto Cajina

“...todavía existen muchos problemas que deben ser solucionados antes que Nicaragua pueda gozar de unas relaciones civiles-militares democráticas y estables... Antes que Nicaragua pueda establecer instituciones civiles y mecanismos efectivos para supervisar los asuntos militares, necesita contar con civiles expertos en temas de seguridad. Es improbable que el ejército acepte someterse al criterio de los civiles salvo que tenga confianza en las capacidades de éstos para administrar los asuntos militares...con una nueva coyuntura en relaciones civiles-militares, el desarrollo de las capacidades civiles en seguridad es ahora una tarea aún más crucial”.
NDI. Relaciones Civiles-Militares en Nicaragua, 1995
Capítulo 1

Análisis global del grado de transparencia de las políticas públicas

Uno de los rasgos más sobresalientes en el desarrollo histórico de Nicaragua a lo largo de su existencia como nación independiente
, ha sido la inexistencia de políticas públicas ―políticas de Estado― expresamente formuladas e implementadas como tales. A lo sumo, lo que ha existido han sido políticas de partido y programas o planes de gobierno de duración muy limitada y diseñados para componentes específicos sectoriales
, de los cuales la población se entera básicamente a través de los medios de comunicación social ya que tampoco ha existido, además, una política gubernamental de comunicación que permita a las autoridades del sector público establecer una vía sistemática y comúnmente reconocida a través de la cual la población pueda enterarse de la gestión gubernamental.

Desde 1979 hasta la fecha los diferentes gobiernos que se han sucedido en Nicaragua
 han contado con una oficina o dirección de comunicación social; no obstante, ésta ha funcionado más como unidad de divulgación y prensa para temas coyunturales, para dar cobertura a las actividades presidenciales, promocionar los logros gubernamentales o combatir a los adversarios, y no como una entidad con una real política comunicacional que actúe como puente de relación de dos vías entre gobernantes y gobernados.

En tal sentido, resulta útil señalar, por ejemplo, que el Índice Latinoamericano de Transparencia Presupuestaria 2003, el International Budget Project (IBP) reconoce que “El área identificada como la más crítica es la referida a la adecuada información presupuestaria en tiempo, que sólo logró 10 por ciento de respuestas positivas”, lo que es calificado como “alarmantemente bajo”. En tal sentido, IBP precisa que es urgente que el gobierno de Nicaragua

“defina una política clara para la diseminación de la información presupuestaria, no sólo a través de medios electrónicos sino que también de los medios de comunicación escritos”, recomendándole “realizar esfuerzos adicionales para diseminar los diversos mecanismos y posibilidades que los ciudadanos tienen para conocer, cuestionar y debatir sobre el Presupuesto General de la República en cada una de las etapas de ciclo presupuestario”; y a la Asamblea Nacional, abrir “espacios formales de audiencias públicas durante la etapa de discusión del presupuesto, antes de su aprobación y durante su evaluación”
.

En adición a lo anterior, al describir el contenido del documento de Presupuesto que el Ejecutivo envía a la Asamblea Nacional, en el apartado “B. Public Availability of Information”, el Fondo Monetario Internacional (FMI) asegura que “el PGR es publicado [electrónicamente], pero su difusión es restringida [...] y su diseminación limitada”
.

Guardando las diferencias y sin pretender hacer una analogía mecánica, este hallazgo del estudio de IBP y la aseveración del FMI, perfectamente pueden ser aplicados, por extensión, al ámbito general de las políticas públicas, ya que si el Ejecutivo no cuenta con una política comunicacional para diseminar entre la ciudadanía la información acerca del presupuesto, que es su principal instrumento para la gestión y funcionamiento de la administración pública, menos que la tenga en otras áreas de ésta y con relación a políticas públicas inexistentes. De hecho no existe una política comunicacional, y la Secretaría de Comunicación de la Presidencia de la República funciona más como una agencia de protocolo, publicidad y relaciones públicas, que como una entidad de enlace comunicacional entre gobernantes y gobernados, entre el gobierno y la ciudadanía.

Con referencia a las plataformas electorales y discursos inaugurales, informes anuales del Ejecutivo ante el Parlamento e informes anuales de gestión, debe indicarse que, ratificando el hecho que Nicaragua ha carecido y carece de políticas públicas, lo que normalmente contienen es, en el caso de los dos primeros: promesas electorales y de toma de posición relacionadas con las obras o acciones que los candidatos o los electos ofrecen realizar usualmente referidas a la reducción de la pobreza, creación de empleos, el problema de la salud y la educación, desarrollo de infraestructura y red vial y apoyo a la inversión extranjera. En el caso de los informes anuales del Ejecutivo ante el Poder Legislativo y de los informes anuales de gestión, si bien es cierto que en cierta forma la población se entera de los primeros a través de los medios de comunicación, por la cobertura que éstos brindan al acto protocolario, la realidad es que esto no responde a una política oficial de comunicación y los informes anuales de gestión, cuya publicación es limitada y apenas si llega a la oficinas de ministros, cuerpo diplomático y organismos internacionales, y representaciones diplomáticas del país acreditadas en el extranjero.

El Presupuesto General de la República (PGR), tal como asegura la Coordinadora Civil (CC), tanto en su formulación como en su ejecución y control, es una especie de ritual reservado para una exigua minoría ―“un trabajo exclusivo que en determinadas circunstancias parece el secreto de Estado mejor guardado”
, y si algunos segmentos de la población se informan sobre este tema es básicamente a través de los medios de comunicación y éstos, como podrá comprenderse, informan y ponen los énfasis en las áreas que desean relevar de acuerdo con sus intereses corporativos, ya sea de crítica o de apoyo a la política presupuestaria del gobierno. Debe resaltarse que prácticamente es poco o nada lo que los medios de comunicación informan con relación a la etapa de formulación presupuestaria ya que ésta está reservada, y con mucho sigilo, para los organismos presupuestados, el Ministerio de Hacienda y Crédito Público (MHCP), el Gabinete Económico y la Presidencia de la República.

Todo hace indicar que la lógica del gobierno de Nicaragua en la etapa de formulación del presupuesto está regida por “poderosos mitos negativos” que obstaculizan el trabajo que en tal sentido pueden y deben realizar la sociedad civil, el Parlamento y los medios de comunicación. Entre esos mitos sobresalen: (1) la secrecía de la formulación para no alterar los mercados financieros; (2) la intervención no gubernamental destruye la integridad del marco normativo; (3) la preeminencia de los intereses sectoriales y/o partidarios de parlamentarios y de la sociedad civil por sobre los intereses de la nación; y (4) la formulación debe ser cerrada y sólo se abre en la etapa de aprobación parlamentaria, que puede ser automática
.

En la etapa de aprobación, pero especialmente una vez que el Proyecto de PGR es presentado por el Ejecutivo ante la Asamblea Nacional, y desde ese momento hasta que el Parlamento lo aprueba, los medios de comunicación informan sobre los componentes y montos del presupuesto, así como sobre las mociones de modificación, debates y consultas al seno de la Comisión de Asuntos Económicos, Finanzas y Presupuesto (CAEFP) de la Asamblea Nacional, y de las discusiones y debates que se abren en el Plenario para la aprobación en lo general y en lo particular del PGR.

Sin embargo, no sucede lo mismo en las etapas de ejecución y control, ya que el tema del presupuesto prácticamente desaparece de la agenda de los medios y sólo regresa de forma esporádica cuando se presentan eventuales denuncias sobre irregularidades en la ejecución, ya sea por los partidos políticos representados en el parlamento, organizaciones de la sociedad civil o personas naturales o jurídicas afectadas por decisiones adoptadas en los organismos presupuestados.

En términos generales, puede afirmarse que la transparencia en las etapas de formulación, ejecución y fiscalización presupuestaria es en extremo limitada, situación que se revierte relativamente en la etapa de aprobación en el Parlamento. En consecuencia, y en esto debe insistirse, resulta evidente que el Poder Ejecutivo carece de una política comunicacional y que al tratar de evaluar globalmente los estándares y mecanismos con que éste informa públicamente sobre el diseño, implementación y análisis de la diferentes políticas públicas en Nicaragua, no se puede menos que concluir que tales estándares y mecanismos no existen o son extremadamente limitados e insuficientes.

Análisis particular del grado de transparencia con el cual el gobierno nacional diseña la política de defensa

El Sector Defensa nicaragüense no se escapa a la carencia generalizada de políticas públicas. No existe en Nicaragua una política de defensa nacional expresamente formulada como tal y tampoco se cuenta con un Libro Blanco de la Defensa Nacional en el que se publiquen cifras generales sobre el gasto de defensa del país. En tal sentido, Javier Meléndez afirma, como mucha delicadeza, que el reto que tiene ante sí la sociedad nicaragüense

“parece relacionarse con la formulación de una política de defensa que, concebida desde una sociedad democrática, sea capaz de ubicar con precisión en papel de las fuerzas armadas en relación a los intereses nacionales fundamentales del país, y las capacidades de éstas ―las fuerzas armadas― en armonía con las demás instancias del Estado y la sociedad para enfrentar las amenazas o riesgos que pudieran afectar esos intereses”
.

Meléndez ahonda un poco más sobre el tema, aunque con la misma delicadeza, al asegurar que:

“En Nicaragua no se ha definido una relación óptima entre intereses y objetivos nacionales, ni se han formulado ni explicitado, desde el Estado, las políticas que orienten y regulen puntualmente las misiones que estrictamente le corresponden a las fuerzas armadas”
,
mientras a renglón seguido asegura que las “proyecciones nacionales en materia de defensa y seguridad han sido un producto de la iniciativa militar y no del Estado”
.

Pero luego Meléndez plantea con crudeza el problema al asegurar que el Estado nicaragüense, a través del Ministerio de Defensa (MINDEF):

“Está lejos de lejos de asumir el liderazgo para formular y conducir los planes de la defensa nacional, no dispone de los instrumentos que le permitan definir una concepción estratégica de ésta y, si bien los establece la ley
, ni siquiera pone en función los instrumentos que le permiten por ejemplo participar más activamente en aspectos como la formulación presupuestaria y el control del gasto de las fuerzas armadas”
.

Por su parte, aunque desde otra perspectiva, Luis Alaniz, ex asesor del MINDEF en materia presupuestaria, al analizar la naturaleza y características del presupuesto de defensa, reconoce que Nicaragua carece de una política de defensa, y que ello es uno de los factores que contribuye a evitar el desarrollo de los programas en el Ejército
.

No obstante, es preciso señalar dos hechos relevantes. El primero, que el 2 de septiembre de 2002, durante la celebración del Día del Ejército, el Presidente de la República y Jefe Supremo del Ejército de Nicaragua, aseguró que deseaba:

“aprovechar el espíritu patriótico y conmemorativo de este día del Ejército de Nicaragua, para instruir al Ministro de Defensa y al Alto Mando Militar, a consolidar el proceso de formulación de nuestra Política de Defensa, a través de un Libro Blanco de la Defensa Nacional de Nicaragua”
.

Para tal fin, nueve meses después, en junio de 2003, el MINDEF desarrolló el “Primer Seminario de Seguridad Nacional”, con el apoyo del Center for Civil-Military Relations (CCRM), y en agosto del mismo año, el “Seminario Políticas de Defensa y Libros Blancos de la Defensa Nacional”, bajo los auspicios del Comando Sur de los Estados Unidos de América y el Center for Hemispheric Defense Studies (CHDS). Más recientemente un grupo de civiles agrupados en el Centro de Estudios Políticos (CEP) de la Universidad Americana (UAM)
 ha comenzado a analizar la posibilidad de organizar una Mesa Nacional de Discusión sobre Seguridad y Defensa.

No obstante, debe señalarse que aparentemente no existe un estrategia de Estado claramente definida para la elaboración del Libro Blanco de la Defensa Nacional de Nicaragua. El Ministerio de Defensa ha tocado y está tocando distintas puertas (CHDS, CCRM, WSP-International, ministerios de Defensa de Chile y Argentina, sólo para citar los casos más relevantes), y esto, a pesar de encerrar una valiosa potencialidad por la extraordinaria riqueza de las colaboraciones que puedan lograrse, puede convertirse en una severa debilidad, ya que al parecer se ha hecho ―y se continúa haciendo― sin una planificación estratégica y al final podría convertirse en una “torre de Babel” en la que se pongan en juego y se desperdicien importantes cantidades de recursos financieros y profesionales. Lo ideal sería que el MINDEF definiera, en primer lugar, qué es en realidad lo que quiere; y en segundo, cómo y con quiénes lo quiere hacer.

El segundo, que a partir de la última mitad del 2003 el Ministerio de Hacienda y Crédito Público (MHCP) amplió su página Web, inaugurada en 1998
, incluyendo los presupuestos propuestos, aprobados y ejecutados entre el 2000 y el 2003, y a finales de este último año agregó el anteproyecto de Presupuesto General de la República 2004, mismo que fue aprobado por la Asamblea Nacional el 15 de diciembre de 2003 tal como fue presentado por el Ejecutivo, aunque ya se ha anunciado que entre la segunda quincena de abril y los primeros días de mayo se presentará un proyecto de reformas a la Ley Anual de Presupuesto General de la República (LAPGR) 2004, que incluirá modificaciones a la asignaciones a Defensa.

Se trata, sin lugar a dudas, de un avance significativo en materia de transparencia de las finanzas públicas en general y del presupuesto de defensa en particular. Sin embargo, es preciso hacer notar que por la limitada cantidad de nicaragüenses que poseen un computador y menor la que tiene acceso a la Internet, la información que esa página Web ofrece está reducida a un sector extremadamente limitado de la población. La publicación de la información presupuestaria es limitada, y tal como International Budget Project reconoce:

“En un país como Nicaragua, en donde menos del 5 por ciento de la población tiene acceso a la Internet, este mecanismo es a todas luces insuficiente, lo que en consecuencia limita de forma sustancial el acceso a la información [presupuestaria]”
.

Igualmente hay que agregar que la Página Web del MHCP no cuenta con un sistema de contador de visitas a la información presupuestaria en particular, por lo que resulta prácticamente imposible hacer siquiera una valoración cuantitativa sobre el uso de la misma.

Las cifras preliminares del Presupuesto de Defensa 2004 se incluyen a continuación, tal como aparecen en la página Web del MHCP
:

POLÍTICA INSTITUCIONAL

Dirigir, controlar, coordinar y organizar todas aquellas acciones enfocadas a la Defensa y Soberanía del Territorio Nacional, en estrecha coordinación con las Fuerzas Armadas, como órgano ejecutor de los lineamientos y políticas generales.

Coordinar las acciones de la Defensa Civil y dirigir acciones de prevención y auxilio, como consecuencia de desastres naturales y catástrofes. Apoyar acciones para la protección y defensa del medio ambiente y  otros recursos naturales y estratégicos del Estado.

ASIGNACIONES PRESUPUESTARIAS

El presupuesto del Ministerio de Defensa asciende a C$ 504,857,627 y su distribución por programas y clasificaciones del gasto se presenta a continuación:
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DETALLE DE CARGOS

La distribución de cargos es la siguiente:

	 
Tipo de Cargo
	 
Cantidad

 
	 
Monto Anual

 

	 

Oficiales
	 

1,690
	 

104,704,478

	Sub-oficiales
	298
	7,726,601

	Clases
	 1,190
	22,190,971

	Soldados
	 7,582
	97,506,717

	Civiles (Ejército Nacional)
	 1,340
	26,832,918

	Civiles (Actividades Centrales)
	    49
	7,752,546

	 
TOTAL
	 

12,149
	 

266,714,231


DESCRIPCIÓN DE PROGRAMAS

PROGRAMA 01:

ACTIVIDADES CENTRALES

De conformidad con la Constitución Política, por delegación del Presidente de la República, en su carácter de Jefe Supremo del Ejército de Nicaragua, le compete a este programa, dirigir la elaboración de las políticas y planes referidos a la defensa de la soberanía, la independencia y la integridad territorial nacional y dentro de estas atribuciones, participar, coordinar y aprobar los planes y acciones del Ejército de Nicaragua.
PROGRAMA 11:

DEFENSA NACIONAL
Este programa es ejecutado por el Ejército de Nicaragua y se encarga de preparar, organizar y dirigir la defensa armada de la Patria, defendiendo la integridad territorial, la independencia y soberanía de la Nación.

En este programa se ejecutarán tres proyectos de inversión para la prevención de desastres naturales, los cuales son:  Prevención y Mitigación de Desastres MITIPRE II (Región II), Gestión del riesgo con enfoque en la niñez y adolescencia, Protección Ante Desastres en Volcán Cerro Negro”
.

Debe aclararse que en la distribución del Presupuesto de Defensa, lo que oficialmente se identifica como “Actividades Centrales” corresponde específicamente al MINDEF, y lo referido a “Defensa Nacional”, al Ejército de Nicaragua. Como puede constatarse, del Presupuesto asignado al MINDEF, C$ 504,857,627.00, a “Defensa Nacional” (Ejército de Nicaragua), le corresponde C$ 491,288,872 (Cuatrocientos Noventa Millones Doscientos Ochenta y Ocho Mil Ochocientos Setenta y Dos Córdobas), es decir, el 97.32%, y a Actividades Centrales (MINDEF) C$ 13,568,755 (Trece Millones Quinientos Sesenta Mil Ocho Setecientos Cincuenta y Cinco Córdobas), equivalente al 2.68%.

A continuación se reproduce íntegra y literalmente, para fines de ilustración, el formato oficial con que en su Página Web el MHCP presenta las cifras correspondientes al Presupuesto de Defensa 2001
. Las cifras relativas a los años 2000, 2002-2004 forman parte de los anexos que se incluyen al final del presente trabajo.

	Ministerio de Defensa (2001)



POLITICA INSTITUCIONAL
Dirigir, controlar, coordinar y organizar todas aquellas acciones enfocadas a la Defensa y Soberanía del Territorio Nacional, en estrecha coordinación con las Fuerzas Armadas, como órgano ejecutor de los lineamientos y políticas generales. 

Realizar acciones de prevención y mitigación a consecuencia de desastres naturales y catástrofes, en coordinación con el Estado Mayor de la Defensa Civil. 

ASIGNACIONES PRESUPUESTARIAS 
El presupuesto del Ministerio de Defensa asciende a C$ 389,005,117 y su distribución por programas y clasificaciones del gasto se presenta a continuación:

DETALLE DE CARGOS 
La distribución de cargos es la siguiente:

	Tipo de Cargo 
	Cantidad 
	Monto Anual 

	Oficiales 
	1,684 
	64,904,688 

	Sub-oficiales 
	297 
	5,018,112 

	Clases 
	1,188 
	12,891,840 

	Soldados 
	7,576 
	61,638,336 

	Civiles (Ejército Nacional) 
	1,338 
	14,996,304 

	Civiles (Actividades Centrales) 
	63 
	7,677,600 

	TOTAL 
	12,146 
	167,126,880 


DESCRIPCION DE PROGRAMAS

PROGRAMA 01: ACTIVIDADES CENTRALES
De conformidad con la Constitución Política, por delegación del Presidente de la República, en su carácter de Jefe Supremo del Ejército de Nicaragua, le compete a este programa, dirigir la elaboración de las políticas y planes referidos a la defensa de la soberanía, la independencia y la integridad territorial nacional y dentro de estas atribuciones, participar, coordinar y aprobar los planes y acciones del Ejército de Nicaragua. 

PROGRAMA 06: DEFENSA NACIONAL 
Este programa es ejecutado por el Ejército de Nicaragua y se encarga de preparar, organizar y dirigir la defensa armada de la Patria, defendiendo la integridad territorial, la independencia y soberanía de la Nación.

Dentro del gasto capital se prevé la ejecución de cuatro proyectos de Inversión, dirigidos a la Prevención, Administración y Mitigación de Desastres Naturales, ejecutados por la Dirección de Defensa Civil. Estos proyectos son: Fortalecimiento de la Capacidad para la Prevención, Mitigación y Administración de Riesgos y Desastres en la Región I; Preparación de la Estructura de Defensa Civil en el Municipio de San Francisco Libre; Prevención y Mitigación de Desastres (MITIPRE) y Sistema de Alerta Temprana en cuencas menores II Etapa. 
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3 MATERIALES Y SUMINISTRO
344 999 Libros, revistas y periddicos 228,500
345 999 Textos de snsefanza 193 608
345999 Especies fiscales y valores 18.500
349 999 Otras praductas de papel, cartén ¢ imprasianes 1.168.464
352 999 Calzados y aniculos de cusro y pieles 1863695
353 999 Liantas y neumiticas 3029811
362 999 Combustible y lubricantes 50935831
364 999 Insecticidas, fungicidas y similares ®7.714
365 999 Productos medicinales y farmacéuticos 2685286
369 999 Otros productos quimicos 189,668
383 999 Productos elaborados de metal 287 931
389 999 Otros productos metalicos 10,069
391 999 Uties de oficinas 451605
392 999 Aniculos para instalaciones 34688
393 999 Repuestas y accesarios 49811
395999 Utiles deportivos y recreativos 45,992
39 999 Productos sanitarios y Utiles domésticos 2985149
397 999 Utiles de cacina y comedor 1011346
398 999 Utilas manores médica-quirirgicas 2932851
399 999 Otros materiales y suministros 162,800
TOTAL MATERIALES Y SUMINISTRO 107.139.298
4 BIENES DE USO

435 999 Equipa médica y de salud 1673648
437 999 Eqipos para computacion 625,198
438 999 Hemamientas y ropuestos mayores 3575203
TOTAL BIENES DE USO 5.874.089

5 TRANSFERENCIAS CORRIENTES
512 999 Donaciones, gratificaciones y recompensa 150000
513 999 Becas y estud. de perfec. en el pas 279756
514 999 Becas y estud. de perfec. en el extranjera 1.850.851
TOTAL TRANSFERENCIAS CORRIENTES 2.280.407

6 TRANSFERENCIAS DE CAPITAL
669 999 Aport pry.Inver.sin disc. entidad auténamos no empresariales 16.219.145
679 999 Otras Aportes da capital al sectar piblica 8390736
TOTAL TRANSFERENCIAS DE CAPITAL 24.609.882
TOTAL MINISTERIO DE DEFENSA 389.005.117





La siguiente gráfica muestra la distribución porcentual del presupuesto de Defensa (2001) por grupos de gasto. La relación presentada prácticamente se ha mantenido constantes en el quinquenio 2000-2004.
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Como podrá notarse, el 88.5% del presupuesto de Defensa (Actividades Centrales y Defensa Nacional) está concentrado en Servicios Personales, Servicios no Personales y Materiales y Suministros. Por otra parte, el formato oficial en el que se presentan las cifras del presupuesto de Defensa, como parte del Presupuesto General de la República, está organizado y desarrollado de la forma siguiente:

POLITICA INSTITUCIONAL

ASIGNACIONES PRESUPUESTARIAS 

DETALLE DE CARGOS (tipo de cargos y montos)
DESCRIPCION DE PROGRAMAS

· PROGRAMA 01: ACTIVIDADES CENTRALES

· PROGRAMA 06: DEFENSA NACIONAL 

CLASIFICACIÓN ECONÓMICA POR PROGRAMAS

· ACTIVIDADES CENTRALES

· DEFENSA NACIONAL

CRÉDITOS PRESUPUESTARIOS POR GRUPOS DE GASTOS Y PROGRAMAS

DETALLE DE GASTO DE CAPITAL (PROYECTOS Y OTROS)

ASIGNACIONES PRESUPUESTARIAS POR OBJETO DE GASTO

· SERVICIOS PRESONALES: Grupo 1 (8 renglones o ítems desglosados)
· SERVICIOS NO PERSONALES: Grupo 2 (27 renglones o ítems desglosados)
· MATERIALES Y SUMINISTROS: Grupo 3 (28 renglones o ítems desglosados)

· BIENES DE USO: Grupo 4 (3 renglones o ítems desglosados)

· TRANSFERENCIAS CORRIENTES: Grupo 5 (3 renglones o ítems desglosados)

· TRANSFERENCIAS DE CAPITAL (2 ítems desglosados)

Aunque las tablas anteriores son absolutamente claras, es preciso subrayar, de antemano, una dificultad intrínseca en el análisis del presupuesto de defensa y es la referida al hecho que sólo en las correspondientes a Clasificación Económica por Programas y Créditos Presupuestarios por Grupos de Gastos y Programas, la información aparece claramente desagregada en lo que concierne a los “programas” Actividades Centrales y Defensa Nacional, mientras que el Detalle de Gasto de Capital (Proyectos y otros) y Asignación Presupuestaria por Objeto de Gasto, ambos “programas” aparecen fusionados y resulta prácticamente imposible diferenciar los montos asignados tanto al MINDEF como al Ejército de Nicaragua, lo que consecuentemente limitará cualquier análisis que pretenda hacerse sobre la forma cómo se ejecutan esos recursos en ambas instituciones.

Con relación a la participación de sectores de la sociedad civil en el diseño de la política de defensa, es preciso reiterar que el Estado nicaragüense no cuenta, hasta ahora, con una política de defensa expresamente formulada; y que, por otra parte, es importante reconocer que en materia de defensa la sociedad civil ha permanecido relativamente al margen de la agenda nacional, particularmente de 1995-1997 a la fecha. En tal sentido, mención especial debe hacerse a la virtual ausencia de las instituciones de educación superior (universidades) y centros de investigación.

Sin embargo, también es necesario indicar, para una mejor comprensión del proceso y a manera de ilustración y antecedentes, que en el período 1992-1997, el Instituto Nacional Demócrata para Asuntos Internacionales (NDI) desarrolló en Nicaragua un Programa de Relaciones Civiles-Militares, pero su agenda fue prácticamente limitada a dos temas determinados por la agenda del Departamento de Estado de los Estados Unidos de América ―la salida del General Humberto Ortega como Comandante en Jefe del Ejército de Nicaragua y la creación de un ministerio de defensa dirigido por civiles― más que por la naturaleza y necesidades propias de la transición política y la construcción democrática en Nicaragua.

En dicho involucramiento, la Embajada de los Estados Unidos de América en Nicaragua orientó parte de sus esfuerzos a la creación en 1995 del Centro de Estudios Estratégicos de Nicaragua (CEEN), originalmente concebido como una instancia pluripartidista de la sociedad civil para el debate sobre relaciones civiles-militares en una sociedad democrática. Sin embargo, por su mismo origen, el CEEN se convirtió, de hecho, en caja de resonancia de la referida agenda del Departamento de Estado y de la Embajada de los Estados Unidos de América en Nicaragua, situación posteriormente agravada al dársele un tono inequívocamente partidario.

En las temáticas básicas a las que el CEEN dedicó sus esfuerzos, el tema presupuestario prácticamente no estuvo en su lista de prioridades, sino específicamente la problemática de las relaciones civiles-militares, pero entendidas éstas como la urgencia del cambio del Comandante en Jefe del Ejército de Nicaragua y la instauración de un ministerio de defensa bajo liderazgo civil. “Durante la primera mitad de los años noventa, el debate civil-militar se centró en la subordinación del establecimiento militar a la autoridad civil. No obstante, el debate en torno a la necesidad de formular una política de defensa como política de Estado, no ocupó el interés principal en la agenda política nacional...”, reconoce un documento oficial del MINDEF
.

Sin embargo, en el año 2000, justo cuando estaba prácticamente en vías de extinción
, el CEEN presentó, bajo los auspicios del NDI, un breviario titulado El gasto de defensa en Nicaragua: La toma de decisiones en la asignación de recursos, investigación realizada por Javier Meléndez Quiñónez, primera en materia estudio y análisis del presupuesto de defensa en Nicaragua
.

No obstante, este importante esfuerzo no fue debidamente capitalizado como para introducir el tema del presupuesto de defensa en la agenda nacional y simplemente quedó como una publicación más sin utilidad práctica y sin ningún impacto en los procesos de desarrollo institucional, construcción democrática y de subordinación de los militares a la autoridad del poder civil legítimamente electo.

En el caso del Ejército de Nicaragua, éste cuenta con una Dirección de Relaciones Públicas e Internacionales, sin embargo el tema del presupuesto de defensa prácticamente está limitado a lo estrictamente formal. Además, el Ejército de Nicaragua tiene una publicación bimensual “Defensa Nacional. Revista Oficial del Ejército de Nicaragua”, e igualmente publica su Memoria Anual, en la que se recogen los principales logros y avances de los institución militar tanto a nivel nacional como en el plano de las relaciones sub-regionales (Centroamérica) e internacionales.

Ambas publicaciones se distribuyen entre los distintos Poderes e instituciones del Estado, el Cuerpo Diplomático acreditado en Nicaragua, y las representaciones diplomáticas de Nicaragua en el exterior (Agregadurías del Defensa). En las mismas se sigue prácticamente un esquema similar en el que se informa de lo que la institución militar ha realizado (en el bimestre correspondiente o en el año), pero en las que no se hace referencia alguna a la política de defensa nacional que, por demás, no le compete al Ejército hacerlo, y tampoco al presupuesto de defensa. Así que no se cuenta con información oficial sobre el tema. Por otra parte, desde el 2003 la institución castrense cuenta con una Página Web que está en proceso de construcción y no contiene información relativa a la política ni al presupuesto de defensa.

Encuadre histórico, cultural y valórico en el que está sustentada la política de Defensa
          Es obvio que toda nación tiene ―y debe tener― un “encuadre histórico, cultural y valórico” en el que sustentar su política nacional de defensa. Pero, tal como ya se ha indicado antes, a lo largo de su historia el Estado nicaragüense ―a pesar del persistente estado de conflictos armados en que el país ha vivido desde su independencia hasta la primera década de 1990, y de los enfrentamientos con países vecinos― no ha sido capaz de formular ni sustentar una política nacional de defensa soportada en su encuadre histórico, cultural y valórico.

Al analizar el desarrollo histórico de la sociedad nicaragüense, puede concluirse que entre las razones más importantes que pueden explicar esta carencia, por cierto, esencial en el actual proceso de construcción democrática, debe señalarse:

· La tradicional inexistencia de un auténtico Estado nacional con fuerzas armadas permanentes y profesionales;

· La ausencia permanente de una genuina institucionalidad democrática;

· La persistencia de regímenes autoritarios ―usualmente encabezados por civiles militarizados (Emiliano Chamorro, José María Moncada, Anastasio Somoza García, Daniel y Humberto Ortega Saavedra, sólo para citar los más notorios)― en los que tradicionalmente ha privado la confusión Estado-Ejército-Partido;

· El efecto distorsivo de la intervención militar extranjera, particularmente de los Estados Unidos de América, que desde mediados del siglo XIX hizo de Nicaragua un Estado subordinado a los intereses y objetivos de su seguridad nacional y, en consecuencia, a las políticas de seguridad y defensa predeterminadas por el Departamento de Estado y el Departamento de Defensa de los Estados Unidos de América; y

· La devaluación de la función defensa luego del fin del conflicto armado de la década de 1980, en tanto las nuevas autoridades civiles legítimamente electas, por ingenuidad o ignorancia consideraron que una vez finalizado el conflicto armado de la década de 1980, el concepto y la práctica de defensa quedaban automáticamente fuera de la agenda de las prioridades nacionales.

Desde 1821 ―independencia de España― hasta 1856 ―fin de la Guerra Nacional contra el esclavismo filibustero del sur de los Estados Unidos―, Nicaragua forma primero parte del Imperio de Iturbide de México, y posteriormente se constituye en república independiente, y desde ese momento hasta mediados del siglo XIX vive un intenso período de guerra civil que culmina con la intervención del esclavismo filibustero del sur de los Estados Unidos, y pierde, además, una importante porción de su territorio nacional al sur del país (Guanacaste), que a partir de entonces es parte del territorio de la República de Costa Rica. También pierde, posteriormente, una considerable extensión del territorio nacional al norte del país ―el “territorio en litigio” o Mosquitia―, que pasó a manos de Honduras.

Por su posición geográfica y condiciones naturales, favorables para la construcción de un canal interoceánico, Nicaragua es convertida en territorio en disputa entre Inglaterra y los Estados Unidos de América. Luego de intentar la suscripción de un tratado con Nicaragua, el gobierno de Washington derroca, en 1909, al gobierno liberal del general José Santos Zelaya, quien se negaba a conceder a Washington el derecho de extraterritorialidad en el tratado del canal interoceánico. En 1912, en la primera intervención norteamericana a gran escala en Nicaragua, las fuerzas norteamericanas de ocupación aplastan a la resistencia liberal nacionalista encabezada por el general Benjamín Zeledón e imponen en Nicaragua un modelo político, financiero y militar de dominación. Políticamente controlan el aparato del Estado y el sistema electoral, imponen una serie de regímenes conservadores adeptos a Washington y condenan a los liberales al ostracismo político; financieramente establecen un sistema de empréstitos forzosos con la banca de Nueva York mediante el cual se pignoran el ferrocarril, las aduanas y el Banco Nacional; y militarmente el país queda en poder de las fuerzas de ocupación del Cuerpo de Marinos de los Estados Unidos (USMC).

Formalmente la primera intervención norteamericana a gran escala concluyó en 1924-1925, pero casi de inmediato y en una inevitable solución de continuidad se sucede la segunda intervención a larga escala (1927-1933), cuyo primer objetivo era poner fin, mediante la negociación política, a una nueva guerra civil entre liberales y conservadores ―la Guerra Constitucionalista 1925-1927―, que luego se transformó en Guerra de Liberación Nacional cuando el general Augusto C. Sandino abandona las filas del ejército liberal constitucionalista para luchar contra la intervención norteamericana y conservadores y liberales por igual. La guerra de Sandino se prolonga hasta 1933, cuando el gobierno de los Estados Unidos toma la decisión de retirar sus tropas de Nicaragua y reemplazarlas por las de una Guardia Nacional, construida a imagen y semejanza de una clásica “constabularia” (constabulary) estadounidense, es decir, una fuerza armada con funciones de ejército y de policía a la vez, que fue el esquema que Washington aplicó a todos los países de Centroamérica y el Caribe en los que intervino.

En 1934, con el apoyo implícito de la embajada de los Estados Unidos de América, Anastasio Somoza García, nombrado Jefe Director de la Guardia Nacional con la venia de Washington, ordena el asesinato de Sandino y descabeza al movimiento revolucionario nicaragüense que luchaba por la emancipación social y la independencia nacional; dos años más tarde, con la venia de Washington, Somoza García encabeza un golpe de Estado que lo lleva al poder en 1937, año en el que se instaura una dictadura dinástica que duraría hasta julio de 1979, cuando es derrocada por una insurrección popular encabezada por el Frente Sandinista de Liberación Nacional (FSLN). A lo largo de esas cuatro décadas, pero sobre todo después de la II Guerra Mundial, la política de defensa de Nicaragua queda enmarcada en el ámbito de la Doctrina de Seguridad Nacional y la Guardia Nacional se convierte en un ejército interventor en su propio país cuyas capacidades apenas alcanzaban para luchar contra el “enemigo interno”, la llamada “subversión comunista”.

Con la victoria del FSLN, el escenario político nicaragüense sufre un vuelco dramático. Los Estados Unidos de América imponen, a través de la contra o Resistencia Nicaragüense, una guerra de agresión para frenar el “avance del comunismo” en Centroamérica, derrotar a la revolución sandinista e impedir un triunfo tanto de la insurgencia de El Salvador
 como de Guatemala
.

Se trataba entonces de hacer frente a la “agresión imperialista” y en consonancia se formula, una “política de defensa de la revolución” que, objetivamente, no llegó nunca a constituirse en una política de Estado de defensa nacional, pero que, sin embargo, ha sido el cuerpo doctrinario más elaborado en términos de política de partido y de gobierno que en materia de defensa ha tenido Nicaragua a lo largo de su historia, independiente del sesgo ideológico y partidario que le caracterizó.

La derrota electoral del FSLN en febrero de 1990 alteró radicalmente la arquitectura política de Nicaragua y el nuevo liderazgo político civil consideró que terminada la guerra fría y concluido el conflicto armado interno, defensa y seguridad dejaban de ser temas prioritarios de la agenda nacional y que de lo que se trataba no era tanto de formular una política de defensa nacional sino de encontrar la mejor forma de asegurar la supremacía civil y garantizar la subordinación de los militares a las autoridades civiles legítimamente electas, así como tomar las medidas para hacer frente a los efectos residuales de la guerra, vale decir, la violencia desatada por grupos armados tanto de la contra o Resistencia Nicaragüense como de desmovilizados del Ejército y la Policía Sandinista. La defensa fue, en consecuencia, devaluada como concepto, como práctica y como función, perdió, o se le hizo perder, su verdadero sentido y significado y fue relegada a una suerte olvido irresponsable. 

Por otra parte, para cerrar el encuadre histórico, cultural y valórico, debe tenerse en cuenta que:

“Tanto el Ejército como el Ministerio de Defensa de Nicaragua son instituciones de existencia relativamente reciente. El primero fue fundado en 1979 y en la primera mitad de la década de 1990 sufrió profundas transformaciones, entre ellas despartidización, redimensionamiento de efectivos y presupuesto, en ambos casos por sobre el 80 por ciento, y readecuación de su base jurídica. El segundo surge con el proceso de transición política experimentado por Nicaragua a partir de 1990, año en el que se instituyó formalmente pero que no tuvo existencia real hasta 1997-1998”
.

Como podrá comprenderse, el Ejército de Nicaragua y en especial el MINDEF carecen de sólidos antecedentes institucionales y de adecuados referentes históricos. En el caso del Ejército de Nicaragua, su antecedente inmediato es el Ejército Popular Sandinista (1979-1994). De 1937 a 1979, el Ministerio de Defensa fue en realidad un apéndice de la Guardia Nacional; entre 1979 y 1990, existió solamente como una formalidad jurídica subordinada a la Dirección Nacional del FSLN; y durante la administración de Violeta Barrios de Chamorro fue un “ministerio fantasma” con existencia jurídica pero no real
.

El actual MINDEF fue creado por virtud de la Ley 290, Ley de Organización, Competencia y Procedimientos del Poder Ejecutivo, publicada oficialmente con la sanción ejecutiva el 2 de junio de 1998; entra en vigencia  tres meses más tarde, el 2 de septiembre de ese mismo año
, y es posteriormente reglamentada por el Decreto No. 71-98
.

La Ley 290 asigna al MINDEF once funciones, cinco de las cuales son realmente sustantivas: la elaboración de las políticas y planes referidos a la defensa nacional y participar y coordinar los planes y acciones del Ejército de Nicaragua; el apoyo al Ministerio de Gobernación en las acciones conjuntas Policía-Ejército; la coordinación de las acciones de defensa civil; la dirección y coordinación de las actividades de recolección, análisis, evaluación y diseminación de la información de inteligencia; y la coordinación y dirección de la formulación del presupuesto del ejército y la supervisión de su ejecución (Art. 20, literales a, b, c, d y f). Las once funciones restantes son de rellano formal.

En términos generales, la Ley 290 es un avance en el proceso de reconversión de la defensa en Nicaragua. Reafirma la primacía del poder civil legítimamente electo sobre el establecimiento militar y sienta las bases para la institucionalización del MINDEF, ya que se dota a éste de existencia jurídica y le define, con un relativo grado de precisión y el suficiente nivel de generalidad, sus funciones. En la práctica, sin embargo, este logro apenas si alcanzó a superar la simple formalidad jurídica; pero además, el Reglamento de la Ley 290
 ―sancionado administrativamente por el Presidente de la República― desnaturalizó en buena medida el espíritu y la letra de dicha ley, haciendo del MINDEF prácticamente un Ministerio del Ejército
. Esta situación fue posteriormente revertida por la vía de una reforma del Ejecutivo al Decreto 71-98, mediante el cual desaparece la Dirección General de Asuntos Militares y se crea la Dirección General de Políticas de Defensa
.

Para el cumplimiento de las funciones que le asigna la Ley 290, en el Decreto 71-198 (y sus reformas e incorporaciones) se le define al MINDEF la siguiente estructura orgánico-funcional que, por cierto, es la misma aprobada por el MHCP para el presupuesto 2004
.


La Dirección General de Políticas de Defensa tiene como funciones, entre otras
(Art. 77):
· Formular y proponer los planes y políticas de la Defensa Nacional e implementar su ejecución.

· Dirigir los estudios y trabajos técnicos de interés relativos a la política de la Defensa Nacional y supervisar los planes de estudios para la capacitación y formación de los integrantes del Ejército de Nicaragua.

· Formular y proponer los planes de apoyo a las acciones de la Policía Nacional y coordinar la participación del Ejército de Nicaragua.

· Establecer una Comisión Mixta con el Ejército de Nicaragua y coordinar y dirigir la formulación del anteproyecto de Ley de Presupuesto en los rubros correspondientes al Ejército de Nicaragua y supervisar su ejecución.

· Dar seguimiento y evaluar periódicamente la gestión del Instituto de Previsión Social Militar.

· Formular y proponer la estrategia de desarrollo institucional y profesionalización de civiles en asuntos estratégicos.

· Formular y proponer planes de investigación y de relaciones con organizaciones de la sociedad civil en asuntos estratégicos.
Por otra parte, como instancia dependiente de la Dirección General de Políticas de Defensa (DGPD) se encuentra la Dirección de Presupuesto y Asuntos Económicos Militares (DPAEM), a la que corresponde (Art. 80):

1. “Establecer criterios, coordinar y dirigir la formulación del anteproyecto de Presupuesto del Ejército de Nicaragua.

2. Supervisar y evaluar la ejecución del Presupuesto asignado al Ejército de Nicaragua”.

Es preciso resaltar que debido a la falta de recursos financieros el MINDEF ―resultado inevitable de la falta de apoyo político e institucional de las autoridades civiles legítimamente electas― y a siete años de su institución no ha logrado completar su plantilla de cargos
 y que para la ejecución presupuestaria del 2004 cuenta con 49 funcionarios y empleados, 15 menos que el año anterior
, distribuidos en las cantidades indicadas entre paréntesis en el organigrama anterior, en el que puede constatarse que uno de los principales componentes del Área Sustantiva de la estructura orgánica-funcional del MINDEF ―la Dirección General de Políticas de Defensa y sus direcciones subordinadas (sombreado)― no cuenta con personal asignado, mientras 41 funcionarios y empleados ―83.67%― forman parte de las distintas instancias del Área de Apoyo
, y solamente ocho (ministro, viceministro, secretario general, dos asesores y tres en la Dirección General de Coordinación Interinstitucional) están directa y formalmente ubicados en el Área Sustantiva de la estructura ministerial, lo que corresponde al 16.33% del personal total. Esta situación, más que precaria y preocupante, debe ser objeto de atención inmediata por parte del Poder Ejecutivo.

Resumiendo, el encuadre histórico de la defensa nacional en Nicaragua ha girado alrededor de tres ejes fundamentales. Por un lado, la persistencia de conflictos armados internos, revoluciones o guerra civiles; por otro, los irresueltos diferendos fronterizos; y finalmente, la intervención política y militar extranjera, en especial la norteamericana.

Con relación al porcentaje del Producto Interno Bruto (PIB) que Nicaragua gasta en defensa, comparado con lo que gastan sus vecinos de la subregión centroamericana, la única información pública más reciente que se tiene a mano es un trabajo de 1999, realizado por el titular de la Cátedra UNESCO sobre Paz y Derechos Humanos de la Universidad Autónoma de Barcelona (UAB), a solicitud del Stockholm International Peace Resaerch Institute  (SIPRI) con el fin de:

“clarificar el importe y la forma de contabilizar los gastos militares en la región centroamericana. A partir de esta demanda, el autor de este informe propuso y obtuvo autorización del Director General de la UNESCO para realizar un estudio sobre este tema, para el que se solicitó la colaboración de los gobiernos de toda la región, especialmente de sus ministerios de Defensa”
.

Las cifras que refleja dicho trabajo en la relación gasto militar versus PIB en Centroamérica se detallan a continuación, y como podrá comprobarse, las mismas difieren en un mismo país según sea la fuente que se utilice. 228-3044

Gastos militares sobre el PIB
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	0.6 

0.7
	  

 

0.7

	El Salvador
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	1.2 
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1.3
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Encuadre público que brinda la política exterior del país a la política de defensa.

          Al igual que en el campo de la defensa nacional, Nicaragua es una nación que históricamente ha carecido de una política exterior expresamente formulada, y en consecuencia es más que obvia la desarticulación entre dos políticas inexistentes, la exterior y la de defensa. Este es, sin lugar a dudas, otro de los rasgos generales que caracterizan el desarrollo histórico de la sociedad nicaragüense.

La carencia de una política exterior, y su “desarticulación” con la también inexistente política de defensa, ha contribuido significativamente a la vulnerabilidad institucional del Estado nicaragüense. En todo caso, éste siempre ha tenido una actitud reactiva frente a las amenazas en contra de su soberanía nacional y su integridad territorial. Las reacciones de política exterior y de política de defensa han sido, prácticamente siempre, expresadas de forma coyuntural, respondiendo exclusivamente a circunstancias de momentos específicos, especialmente en lo que se refiere a los diferendos fronterizos con países vecinos como Honduras y Costa Rica, o a las pretensiones de expansión territorial de Colombia.

Y no ha sido sino hasta los más recientes diferendos fronterizos con Honduras (golfo de Fonseca en el Pacífico y paralelos 15 y 17 en el mar Caribe), Colombia (mar Caribe) y Costa Rica (río San Juan)
, que el gobierno nicaragüense ha comenzado a dar los primeros pasos en materia de política de fronteras, así como a desarrollar una estrategia que busca resolver en la Corte Internacional de Justicia de La Haya, Holanda, dichos diferendos sobre la base del derecho internacional. En tal sentido, es precio mencionar que es la primera vez que un gobierno democráticamente electo impulsa, frente a esas amenazas, una suerte de articulación analítica, operativa, funcional y de procedimientos, entre los ministerios de Relaciones Exteriores y Defensa y el Ejército de Nicaragua. Debe mencionarse, sin embargo, que durante el período 1979-1990 (Revolución Sandinista) sí se dio una efectiva articulación entre defensa y política exterior, pero éstas quedaron limitadas al ámbito de una política de partido y de gobierno que, en rigor, no puede considerarse como una política pública.

En resumen, la falta de una política exterior es concomitante con la carencia de una política de defensa nacional, de tal forma que en el caso de Nicaragua resulta prácticamente imposible establecer con un importante grado de certeza “las formas en que la política exterior acota y da contexto a la política de defensa”, cuando históricamente ninguna de esas dos políticas ha sido expresamente formulada y ejecutadas como tal, y, más grave aún, no existe evidencia en la literatura especializada que muestre de forma fehaciente que algún gobierno nicaragüense haya sido capaz de entender y establecer la obligada relación que existe entre política exterior y política de defensa. En todo caso las relaciones exteriores siempre han sido consideradas como ajenas a defensa nacional, y ésta como no vinculada a aquélla.

No obstante, es preciso indicar que en la Constitución Política vigente existe un conjunto disperso de principios y líneas generales en el que es posible identificar elementos básicos, en cada caso, de las políticas exterior y de defensa del Estado nicaragüense. En consecuencia, es preciso reiterar, se trata de aspectos disgregados en el texto constitucional, pero que la sumatoria de los mismos no constituye, ni mucho menos, políticas públicas expresamente formuladas en materia de política exterior y de defensa nacional. Simplemente se trata de elementos sueltos que aún no han sido ordenados de forma sistemática y que como consecuencia, es necesario reiterar, no constituyen un cuerpo orgánico de políticas públicas. Entre estos principios y líneas generales sobresalen:

· El Estado nicaragüense se define a sí mismo como independiente, libre, soberano, unitario e indivisible (Art.6 Cn);

· Son derechos irrenunciables del pueblo y fundamentos de la nación nicaragüense: la independencia, la soberanía y la autodeterminación nacional, y que es deber de todos los nicaragüenses defender y preservar tales derechos (Art. 1 Cn);

· Se rechaza cualquier forma de injerencia extranjera en los asuntos internos del país o cualquier intento de menoscabar esos derechos, ya que eso atenta contra la vida del pueblo nicaragüense (Art. 1 Cn);

· Son compromisos irrenunciables de la nación nicaragüense: la lucha por la paz y por establecimiento de un orden internacional justo, lo que conlleva a oponerse a cualquier forma de dominación y explotación colonialista e imperialista, así como a la solidaridad con los pueblos que luchan contra la opresión y la discriminación (Art. 3 Cn):

· La afirmación de los principios de la libre cooperación internacional y de la libre autodeterminación de los pueblos (Art. 5 Cn);

· La defensa firme de la unidad centroamericana y, en consonancia, el apoyo y promoción de todos los esfuerzos por la integración política y económica y la cooperación en América Central, al igual que a los esfuerzos para establece y preservar la paz en la sub-región (Art. 9 Cn);

· La unidad de los pueblos de América Latina y el Caribe como aspiración de la nación nicaragüense (Art. 9 Cn);

· La definición de los límites territoriales y la afirmación de la soberanía, jurisdicción y derechos de Nicaragua sobre su territorio nacional (Art. 10 Cn);

· El reconocimiento de las obligaciones internacionales sobre el territorio nicaragüense libremente consentidas y de conformidad con la Constitución Política y las normas del derecho internacional, y en consecuencia la no aceptación de los tratados suscritos entre otros países en los que Nicaragua no sea parte contratante (Art. 10Cn);

· El reconocimiento y garantía del derecho de refugio y asilo para quienes luchan por la democracia, la paz, la justicia y los derechos humanos (Art. 42 Cn);

· La no existencia de extradición por delitos políticos y comunes conexos, y la aceptación del imperio de la ley y de los tratados internacionales en la regulación de la extradición por delitos comunes (Art. 43 Cn);

· La definición de la misión del Ejército como la institución armada del Estado nicaragüense para la defensa de la soberanía e independencia nacional y la integridad del territorio, que además puede ser autorizado por el Presidente de la República, en consejo de ministros, para apoyar a la Policía Nacional cuando la nación enfrente grandes desórdenes internos, calamidades o desastres naturales (Art. 92 Cn);

· La definición de la naturaleza del Ejército como una institución nacional, de carácter profesional, apartidista, apolítica, obediente y no deliberante (Art. 92 Cn), cuyos miembros deberán recibir capacitación cívica y de derechos humanos y no podrán desempañar cargo alguno en organizaciones políticas ni podrán ser electos a cargos de elección popular (Art. 94 Cn);

· La separación de los delitos y faltas estrictamente militares de los delitos y faltas del fuero común, y el hecho que ningún civil podrá ser juzgado por tribunales militares (Art. 93 Cn);

· La prohibición para el establecimiento de bases militares extranjeras en el territorio nacional (Art. 92 Cn);

· El reconocimiento que sólo por razones o para fines humanitarios se podrá autorizar el tránsito o estacionamiento de tropas extranjeras, previa solicitud del Presidente de la República a la Asamblea Nacional y la correspondiente autorización del Poder Legislativo (Art. 92 Cn);

· La precisión de que el Ejército se rige en estricto apego a la Constitución Política, a la que respeta y obedece, y que estará sometido a la autoridad civil ejercida por el Presidente de la República, en su carácter del Jefe Supremo del Ejército, o a través del ministerio correspondiente (Art. 95 Cn);

· La prohibición expresa del servicio militar obligatorio y de toda forma de reclutamiento forzoso, así como la manifiesta prohibición de realizar actividades de espionaje político (Art. 96 Cn);

· La facultad del Poder Legislativo de aprobar o no tratados, convenios, pactos, acuerdos y contratos internacionales, incluyendo los específicos en materia de seguridad y defensa (Art. 138, inciso 12 Cn), así como autorizar o negar la salida de tropas del territorio nacional (Art. 138, inciso 26 Cn); y

· El Presidente de la República es el Jefe de Gobierno, Jefe de Estado y Jefe Supremo del Ejército de Nicaragua (Art. 151 Cn), y en tal condición dirige las relaciones internacionales del país, negocia, celebra y firma tratados, convenios o acuerdos y demás instrumentos establecidos en el inciso 12 del Art. 138 Cn (ver supra), que deberán ser aprobados o no por el Poder Legislativo, tal como establece la Constitución Política.

Desde la reforma constitucional de 1995, e incluso con la del 2000, estos principios dispersos bien pudieron haber sido tomados como insumos básicos para dar inicio a un proceso sostenido e intenso de formulación de políticas públicas en el campo de las relaciones internacionales y de defensa; sin embargo, al parecer, no ha existido ni la competencia profesional ni la voluntad política para cristalizar dicho logro y avanzar ―desde esta perspectiva― en el proceso de construcción de la democracia nicaragüense.

Metodologías de exposición del presupuesto de defensa. 

Relación Presupuesto del Ministerio de Defensa–Presupuesto General de la República  2000-2004

Formalmente el Presupuesto de Defensa cuenta con dos programas básicos, por una parte, Actividades Centrales; y por otra, Defensa Nacional. El primero corresponde al gasto específico del MINDEF y el segundo al del Ejército de Nicaragua. No obstante, es preciso subrayar que se trata más bien de distribución de fondos entre dos instituciones que formalmente están reunidas en una sola en el formulismo presupuestario, pero que en la realidad formulan independientemente sus respectivos anteproyectos de presupuesto, los presentan por separado al MHCP, e igualmente lo ejecutan, controlan e informan periódicamente de su ejecución
.

Hasta antes de la constitución de hecho del MINDEF, bajo liderazgo civil, en 1997, el PGR incluía los recursos asignados, primero al Ejército Popular Sandinista y luego al Ejército de Nicaragua, “en un programa único denominado Defensa Nacional, consistente en una sola actividad y desglosado a nivel de grupo y renglón conforme el objeto de gasto [pero a partir de ese año] el documento del Presupuesto General de la República [...] incorporó un segundo programa al presupuesto de defensa correspondiente al MINDEF en sentido estricto”
.

Es preciso reiterar que en realidad se trata no de dos programas sino de dos instituciones a las que por virtud de un artificio del formalismo presupuestal del MHCP se le dio vida programática simulada con lo que, en consecuencia, se rompe la lógica del presupuesto por programa.

Evolución del Presupuesto de Defensa 2000-2004

Relación Presupuesto de Defensa–Presupuesto General de la República

          La evolución que presenta el Presupuesto de Defensa en el quinquenio 2000-2004 a nivel global muestra una participación porcentual de 3.57, 3.33, 4.24, 3.61 y 3.22 con respecto a los gastos generales del Presupuesto General de la República, lo que significa que a lo largo de estos años se ha mantenido de forma relativamente constante, aunque en realidad hay una tendencia decreciente.

En el período 2001/2000 se observa un decremento de -0.24 puntos porcentuales, resultado de una disminución de los recursos asignados al Grupo 3 ―Materiales y Suministros―; en el intervalo 2002/2001 se da un incremento de 0.91 puntos porcentuales, como consecuencia de incrementos en gastos de consumo e inversiones en capital, tal como se revela en las modificaciones al PGR 2002 (Ley No. 435
). Sin embargo, para el ciclo 2003/2002 se produce una disminución de -0.63 puntos porcentuales debido a reducciones en las áreas de servicios y de proyectos de inversión; y para el 2004/2003 este porcentaje disminuye aún más ya que se proyecta una reducción de -0.39 puntos porcentuales al ser afectados a nivel general los grupos de gastos tales como: remuneraciones salariales y otras compensaciones, bienes y servicios e inversiones asignadas a proyectos de inversión. En la Tabla 5.7 se podrá observar a manera más explicativa la razón de estos aumentos y disminuciones ya que en la misma se especifica la variación anual de un año con respecto al anterior.

Gasto de Defensa nominal y real

           Ahora bien, al valorar estas cifras en dólares constantes en términos de relación año siguiente-año anterior, éstas han tenido las siguientes variaciones: el presupuesto aprobado para el año 2000 fue de US$ 30.84 millones en términos reales, equivalente en dólares constantes de 1999 a US$ 28.77 millones, o sea un aumento de US$ 2.07 millones que significa un crecimiento real de 7.2%;  en el 2001 fue de US$ 28.05 millones en valores nominales y US$ 25.53 millones valores reales con US$ 2.52 millones de aumento, es decir, 8.9% de incremento con relación al 2000; en el 2002 el monto nominal refleja US$ 34.83 millones y en términos reales del 2001 en un monto de US$ 33.23 millones, incrementándose 4.6% que significa en dólares constantes US$ 2.33 millones; el 2003 con respecto al 2002, el incremento fue de 3.7% o sea un aumento de US$ 1.31 millones, de los montos nominales de US$ 35.34 millones valorados en dólares constantes del 2002 en US$ 34.03 millones; y en el 2004 el presupuesto fue de US$ 33.43 millones de dólares, en dólares constantes del 2003 equivalen a US$ 31.19 millones en términos reales, o sea un incremento de US$ 2.24 millones que significa un 6%. En resumen, el presupuesto de Defensa en términos reales ha presentado variaciones con respecto al año anterior de 1.7% (2001/2000); -4.3% (2002/2001); -0.9% (2003/2002) y 2.3% (2004/2003).

A continuación se detalla el porcentaje de participación del Presupuesto asignado a Defensa con relación al Presupuesto General de la República 2000-2004.

Tabla 5.1.

Grado de participación del presupuesto global
Del Ministerio de Defensa vs. Presupuesto General de la República

(en US$)

	
	2000
	2001
	2002
	2003
	2004

	Total  MINDEF(
	30,840,227
	28,057,614
	34,835,650
	35,342,283
	33,434,280

	Total  PGR
	863,451,877
	842,067,006


	821,277,011
	979,372,438
	1,038,155,112

	%  Participación
	3.57
	
3.33
	4.24
	3.61
	3.22
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Comportamientos de los componentes del Presupuesto de Defensa por Programas

         La Tabla 5.2. muestra el comportamiento del presupuesto de Defensa 2000-2004 en los dos programas que constituyen el MINDEF ―Actividades Centrales y Defensa Nacional. Igualmente se presenta la variación real de un año con respecto al anterior, es decir en cuánto se incrementaron los recursos asignados, utilizando para ello los índices de inflación oficial anual de 7.19%, 9.87%, 4.84%, 3.87% y 6.48%.

El Programa Actividades Centrales para el período 2000/2001, revela un incremento del 22% y Defensa Nacional un 18%; sin embargo, en este último es donde hay mayor asignación de recursos. De igual manera del 2002 con respecto al 2001 el incremento se registró en el Programa Defensa Nacional hasta en un 24.62%, mientras que el Programa Actividades Centrales experimentó una disminución de 5.49%.  En la relación 2003/2002 se observan decrementos de 11% y 6.38% en Actividades Centrales y Defensa Nacional respectivamente. En el 2004 son mayores los decrementos con relación al 2003, ya que en el Programa Actividades Centrales disminuye hasta por -6.34%, mientras que el Programa Defensa Nacional apenas incrementó en 1.57%, dado que este Programa para el año 2003 representaba un 7.37%, o sea que hubo una disminución de 5.8 puntos porcentuales.  Esas variaciones corresponden al presupuesto aprobado en cada año de acuerdo con la naturaleza de las asignaciones dadas a cada uno de los programas.

También en la misma Tabla se detalla de forma global los incrementos que se incluyeron en modificaciones al Presupuesto General de la República.

Tabla 5.2.

Distribución anual del presupuesto de Defensa por Programas

Del período 2000-2004

(US$)

	Programas
	2000
	2001
	Var.

01-02
	2002
	Var.

02-01
	2003
	Var.

03-02
	2004
	Var.

04-03

	Actividades Centrales 
	1,086,220
	1,267,415
	25.38
	1,203,671
	0.66
	993,271
	12.00
	899,917
	-3.99

	Cifras Constantes
	1,013,359
	1,153,559
	22.00
	1,148,102
	5.49
	956,264
	11.00
	845,152
	-6.34

	Defensa Nacional
	25,996,961
	29,411,222
	21.00
	32,998,060
	18.00
	33,109,248
	6.38
	32,535,687
	4.12

	Cifras Constantes
	24,253,159
	26,735,419
	18.00
	31,474,685
	24.62
	31,875,660
	7.37
	30,555,679
	1.57

	SUB-TOTAL
	27,083,181
	30,678,637
	
	34,201,738
	
	34,102,519
	
	33,434,280
	

	Incrementos
	6,087,795

	0.00
	
	3,126,949

	
	5,143,860

	
	
	

	TOTAL
	33,170,977
	30,678,637
	     -.61
	37,328,687
	28.96
	39,246,379
	11.47
	33,434,280
	-9.72

	Cifras Constantes
	30,945,962
	27,922,669
	-3.04
	35,605,387
	35.15
	37,784,133
	12.51
	31,399,587
	-11.94


Fuente: Informes de Ejecución Presupuestaria del Ministerio de Hacienda y Crédito Público 2000 al 2003
La Tabla 5.3. presenta la distribución anual de cargos en el quinquenio 2000-2004 por tipo de cargo, y en tal sentido es preciso hacer notar que el tipo de cargo “Civiles (AC)” (sombreado) corresponde a funcionarios y trabajadores del MINDEF que entre el 2000 y el 2002 muestra una leve tendencia creciente, para luego decrecer hasta caer en su nivel más bajo en el 2004 debido al despido de personal provocado por la reducción del rubro servicios personales asignado a Actividades Centrales, como podrá constatarse en la Tabla 5.4.

Tabla 5.3. 

Defensa: detalle anual de cargos 2000-2004
	Tipo de

Cargo
	AÑOS / CANTIDAD

	
	2000
	2001
	2002
	2003
	2004

	Oficiales
	1,916
	1,684
	1,684
	1,684
	1,690

	Sub-Oficiales
	289
	297
	297
	297
	298

	Clases
	780
	1,188
	1,188
	1,188
	1,190

	Soldados
	9,724
	7,576
	7,576
	7,576
	7,582

	Civiles (EN)
	1,374
	1,338
	1,338
	1,338
	1340

	Civiles (AC)
	58
	63
	66
	64
	49

	Total
	14,141
	12,146
	12,146
	12,146
	12,149


Distribución de los recursos con respecto a los cargos del Ministerio

          La Tabla 5.4. indica la distribución de los recursos asignados en el presupuesto a Servicios Personales que corresponde a remuneraciones y compensaciones salariales, tales como antigüedad, vacaciones, entre otros. Se puede observar que en valores absolutos las cifras de los años 2001, 2003 y 2004 muestran que el mayor porcentaje asignado corresponde a los 1,916 cargos de oficiales siendo éste de 38%, 39% y 39%. En ese sentido, se debe considerar como parámetro la complejidad de funciones de los diferentes clasificaciones de cargos. Por otra parte, otro de los cargos que absorbe los recursos asignados en remuneraciones son los de soldados, los que por representar un mayor volumen en cantidades físicas, reflejan un porcentaje asignado de 37%, 36% y 36% del presupuesto correspondiente a salarios en los períodos 2001,2002 y 2004, sin embargo sus funciones son totalmente diferentes a los demás cargos.

En tercer lugar, el Ejercito de Nicaragua tiene una plantilla de 1,374 (2000) y 1338 (2001-2004) cargos civiles en unidades físicas, lo que representa un presupuesto asignado de hasta un 9% y 10% del total de asignación por remuneraciones de los períodos estimados para cada año.  

Tabla No. 5.4.  

Distribución Anual de Cargos y Montos, 2000-2004

 Cantidades Físicas versus  Dólares

	Cargos
	2000
	2001
	2002
	2003
	2004

	
	Cantidad
	Monto
	Cantidad
	Monto
	Cantidad
	Monto
	Cantidad
	Monto
	Cantidad
	Monto

	Oficiales
	
1,916
	ND
	1,684
	5,118,666
	1,684
	6,540,883
	1,684
	ND
	1690
	6,934,071

	Sub-Oficiales
	289
	ND
	

297
	395,750
	

297
	482,680
	

297
	ND
	

297
	511,695

	Clases
	780
	ND
	1,188
	1,016,707
	1,188
	1,386,269
	1,188
	ND
	1,188
	1,469,601

	Soldados
	9,724
	ND
	7,576
	4,861,067
	7,576
	6,091,239
	7,576
	ND
	7,576
	6,457,398

	Civiles (EN)
	1,374
	ND
	1,338
	1,1182,674
	1,338
	1,676,251
	1,338
	ND
	1,338
	1,909,465

	Civiles (AC)
	58
	ND
	63
	605,489
	66
	570,804
	66
	ND
	66
	513,414

	Total
	14,141
	ND
	12,146
	13,180,353
	12,149
	16,748,126
	12,149
	ND
	12,149
	17,663,194


Estructura participativa de los Componentes del Presupuesto del Ministerio de Defensa por Objeto del Gasto

              La Tabla 5.5. refleja las asignaciones presupuestarias por objeto del gasto que Actividades Centrales y Defensa Nacional han ejecutado en el quinquenio 2000-2004, así como la participación porcentual correspondiente a estos grupos de gastos.

	Tabla No. 5.5 

Asignaciones  Presupuestarias  por Objeto del Gasto

Estructura porcentual del período 2000-2004

	( En córdobas)

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	TIPO DE GASTO
	2000
	Part. %
	2001
	Part. %
	2002
	Part. %
	2003
	Part. %
	2004
	Part. %

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	GASTO CORRIENTE
	30,195,401
	97.91
	26,585,312.00
	94.75
	31,629,615
	90.80
	33,132,539
	93.75
	31,490,832
	94.19

	Servicios Personales
	14,915,993
	48.37
	14,247,455
	50.78
	18,175,941
	52.18
	20,509,185
	58.03
	19,788,339
	59.19

	Bienes y Servicios

	15,110,101
	48.99
	12,179,345
	43.41
	13,281,743
	38.13
	12,461,101
	35.26
	11,507,408
	34.42

	Transferencias Corrientes
	169,307
	0.55
	15,512
	0.56
	171,931
	0.49
	162,252
	0.46
	162,252
	0.58

	GASTO CAPITAL
	644,826
	2.09
	1,472,301
	5.25
	3,206,035
	9.20
	2,209,745
	6.25
	2,209,745
	5.81

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	Total  MINDEF
	30,840,227
	100
	28,057,614
	100
	34,835,650
	100
	35,342,283


	100
	33,434,280
	100


En la Tabla 5.2., Distribución Anual del Presupuesto por Programa, se incluyen los incrementos a Defensa y las cifras representan la estimación asignada por programa, sin embargo no es posible incluir estas modificaciones por Objetos del Gastos dado que en las leyes Anual y de Modificación Presupuestaria no se muestran los detalles para cada uno de los componentes del gasto. Esta tabla refleja los recursos ejecutados en este quintil y su participación porcentual del total de presupuesto ejecutado en cada año.

El comportamiento de los dos grandes componentes del gasto total del MINDEF ―Gasto  Corriente y Gasto de Capital― se ha analizado en base a las cifras ejecutadas.

Es en el Gasto Corriente donde se concentra el mayor consumo recurrente de los recursos. La Tabla 5.5. muestra el porcentaje de asignación anual del Gasto Corriente que corresponde a: 2000 un 97.91; 2001 el 94.75; 2002 el 90.80; 2003 el 93.75; y para el 2004 se estima una asignación de 94.19%.

El gasto corriente comprende tres grupos que son:

· Servicios Personales, 

· Bienes y Servicios y 

· Transferencias Corrientes. 

           Los Servicios Personales comprenden: remuneraciones saláriales y otras compensaciones asignadas a los cargos de oficiales, suboficiales, clases, soldados, civiles tanto del ejercito como de las actividades centrales o administrativas de este organismo. En este grupo es donde se presenta la mayor erogación de recursos, así por ejemplo para el año 2000 se erogó en remuneración el 48.37% del gasto total del MINDEF; para los años 2001 al 2004 Defensa experimentó con respecto al año anterior incrementos equivalentes a 2.41, 1.4, 5.85, y 1.16 puntos porcentuales respectivamente.  

Asimismo, el segundo componente que corresponde a Bienes y Servicios, constituido por  erogaciones de recursos por servicios básicos y materiales y suministros para su debido mantenimiento, refleja una tendencia decreciente. Para el año 2000, el porcentaje asignado fue de 48.9 por ciento, sin embargo del año 2001 al 2004 le correspondió una asignación de 43.4%, 38.1%, 35.2% y 34.4% respectivamente, lo que significa disminución de 5, 5, 3 y 1 puntos porcentuales respectivamente e indica que los recursos asignados a Defensa han sido administrados con austeridad.

El tercer grupo, Transferencias Corrientes son las de menor asignación presupuestaria y en el quinquenio estudiado ni siquiera alcanzaron el uno por ciento del total del presupuesto de Defensa.

El segundo componente, Gasto de Capital, refleja que no tiene una asignación relevante de recursos ya que muy poco se destina a inversiones directas de capital. No obstante, es preciso indicar que este componente se ha venido incrementando levemente y los recursos están dirigidos específicamente a proyectos de prevención de desastres naturales en los diferentes municipios de país, tal como puede observarse en la Tabla 5.5. No obstante, estos recursos no llegan ni al 10% del total del presupuesto de Defensa.

Por otra parte, es importante señalar que las cifras presentadas en la Tabla anterior corresponden a los presupuestos ejecutados realmente del período 2000-2003, ya que el presupuesto 2004 que es una proyección, que se esta ejecutando actualmente.

La Tabla 5.6. muestra la relación anual (2000-2004) entre el presupuesto asignado y el presupuesto ejecutado, indicándose además el porcentaje de ejecución. Lo que resulta difícil, por no decir imposible, es determinar a cuál de los dos programas ―Actividades Centrales (MINDEF) o Defensa Nacional (Ejército de Nicaragua)― le corresponde la sub-ejecución en el período 2001-2003.

Tabla 5.6.

Presupuesto asignado, presupuesto ejecutado y porcentaje de ejecución 2000-2004
	
	2000
	2001
	2002
	2003
	2004

	Monto asignado
	30.84
	28.94
	35.2
	37.07
	33.43


	Monto ejecutado
	30.84
	28.05
	34.83
	35.34
	

	% de Ejecución
	100
	96.92
	98.9
	95.4
	


La Tabla 5.7. refleja los montos presupuestarios aprobados en Defensa en los últimos 5 años por grupo de gastos, así mismo por los dos programas en que están distribuidos los recursos del MINDEF. Debe decirse que conforme los Informes de Ejecución Presupuestaria, Defensa es uno de los organismos que tiene un mayor nivel de ejecución presupuestaria (97.2% en el 2003). No obstante, dada la forma global en que la información es presentada por el MHCP, resulta imposible determinar qué porcentaje de la sub-ejecución corresponde al MINDEF y cuál al Ejército.


Como podrá notarse, en términos reales, los recursos asignados a Defensa tienen una tendencia variada en el Programa Actividades Centrales (AC). Así por ejemplo, para el período 2000/2001 la variación real fue de 13.88 puntos porcentuales, para el 2001/2002, esta variación sufrió una disminución de hasta 11.14 puntos porcentuales, en los años 2002/2003 esta variación se incrementó hasta en un  14%; sin embargo para el año 2004 se proyecta una disminución de 22.18% sobre el grupo Servicios Personales  (Remuneración Salarial).  


El programa Defensa Nacional ha tenido una evolución de crecimiento en términos absolutos y relativos. En la Tabla 5.8. ―Créditos Presupuestarios por Grupo de Gasto y Programa― se observa que los incrementos están dentro de los parámetros reales de 18.35, 37.05, 8.85 y 8.4 puntos porcentuales, lo que significa que los salarios en el Ejercito de Nicaragua se han incrementado durante estos años. Es importante señalar que en estos cálculos no se incluyen las modificaciones del Presupuesto, debido a que las cifras aprobadas, según las leyes afectadas, no detallan por grupos los recursos asignado al MINDEF sino que se hacen de forma global.

Los grupos Servicios no Personales y Materiales y Suministros del Programa Defensa Nacional reflejan leves incrementos en términos absolutos; no obstante, en términos constantes la tendencia en estos años ha sido variada. Para los períodos 2000/2001 y 2002/2003, el primero se incrementó hasta en 21.25 y 26.85 puntos porcentuales en el grupo de Servicios no personales, mientras que el segundo en .41% y 7.3%; sin embargo, en los periodos 2001/2002 y 2003/2004 se registran disminuciones de hasta un -3.44 y -9.3 puntos porcentuales en Servicios no Personales y de hasta -7.73 y 0 puntos porcentuales en Materiales y suministros. Con relación al grupo de Transferencias de Capital, los recursos asignados están dentro del programa de Defensa Nacional y tienen una tendencia incremental durante el periodo 2000/2001 con 443.6%; en 2001/2002 con 18.7%; pero a partir del períodos 2002/2003 y 2003/2004 muestran una tendencia decremental del -56.15%, y 0.73% respectivamente. No obstante, es preciso indicar que los mismos no tienen una incidencia significativa dentro del presupuesto, dado que estos recursos, tal como anteriormente se señaló, están dirigidos a proyectos de inversión para la prevención de desastres naturales.

Comportamiento del Gasto Total del Presupuesto Estimado de Defensa por Grupo de Gastos y Programas

Tabla  5.7 

Créditos Presupuestarios por Grupo de Gasto y Programas 2000 - 2004
( En Córdobas Constantes )

	Grupo

De

Gastos
	PROGRAMAS

	
	2000

	2001
	2002

	2003
	2004

	
	AC
	DN
	AC
	DN
	AC
	DN
	AC
	DN
	AC
	DN

	Servicios Personales.
	791.9
	12,830.37
	839.3
	14,131.13
	813.54
	18,272.89
	881.33
	18,759.73
	685.29
	289,799.6

	Servicios no Personales
	206.21
	3,905.00
	268.41
	4,406.46
	251.45
	4,013.98
	111.94
	4,802.44
	151.61
	62,067.0

	Materiales y Suministros
	79.62
	8,383.21
	146.48
	8,301.56
	127.50
	8,206.83
	0
	8,300.22
	61.69
	122,794.3

	Bienes de uso
	8.47
	279.2
	0
	463.25
	0
	0
	0
	171.93
	0
	0

	Transferencias corrientes
	0
	187.86
	11.83
	168.01
	11.16
	182.29
	0
	
	0
	7,946.7

	Transferencias capital
	0
	411.70
	0
	26,409.3
	0
	2,322.05
	0
	960.13
	926.27
	899.44

	Sub-Total
	1,086.22
	25,997.00
	1,267.41
	29,411.22
	1,203.67
	32,998.05
	993.27
	33,109.25
	
	32,531.71

	TOTAL
	27,083.17
	30,678.63
	34,201.72
	34,102.52
	34,434.26


Tabla 5.8.

 Créditos Presupuestarios por Grupo de Gasto y Programas 2000-2004

( Cálculo del cuadro anterior en variaciones reales )

	Grupo

De

Gastos
	PROGRAMAS

	
	2000/2001
	2001/2002
	2002/2003
	2003/2004

	
	AC

	DN

	AC
	DN
	AC
	DN
	AC
	DN

	Servicios Personales.
	13.88
	18.35
	2.74
	37.05
	14.0
	8.85
	-.03
	8.4

	Servicios no Personales
	39.87
	21.25
	-.70
	-3.44
	-52.8
	26.85
	43.52
	-9.3

	Materiales y Suministros
	97.67
	6.41
	-7.73
	4.78
	0
	7.23
	0
	.02

	Bienes de uso
	0
	0
	
	0
	
	0
	
	0

	Transferencias corrientes
	0
	-3.89
	
	4.78
	0
	0
	0
	224.35

	Transferencias capital
	0
	443.6
	0
	18.7
	0
	-56.15
	0
	-.073

	Sub-Total
	25.38
	21.57
	.66
	18.92
	-12.5
	6.38
	-1.18
	4.11

	Total
	21.72
	18.16
	5.71
	3.88


Comparativo del Grupo de Gastos 2000-2004
	Tabla No.  5.9. 

 Resumen comparativo de Gastos del periodo 2000 al 2004

	( En Millones de Dólares)



	
	
	Variación
	
	
	Variación
	
	
	Variación
	
	Variación

	
	Años
	 2001/2000
	Años
	2002/2001
	Años
	2003/2002
	Años
	2004/2003

	TIPO DE GASTO
	2000
	2001
	Absol
	Real
	2001
	2002
	Absol
	Real
	2002
	2003
	Absol
	Real
	2003
	2004
	Absol
	Real

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	Servicios Personales
	14.91
	15.09
	0.18
	1.2
	15.09
	19.27
	5.02
	35.3
	15.09
	21.73
	3.56
	19.6
	21.73
	19.79
	-0.72
	-3.5

	Bienes y Servicios
	15.11
	12.91
	-2.2
	-14.6
	12.91
	14.08
	1.9
	15.6
	12.91
	13.20
	-0.07
	-0.6
	13.2
	11.50
	-0.96
	-7.7

	Transferencias Corrientes
	0.16
	0.16
	0
	0.0
	0.16
	0.18
	.02
	14.3
	0.16
	0.17
	0
	0.0
	0.17
	0.19
	0.03
	20.8

	Gasto Capital
	0.65
	1.56
	0.91
	141.5
	1.56
	3.4
	1.92
	130.8
	1.56
	2.33
	-0.87
	-27.1
	2.33
	1.94
	-0.26
	-12.0

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	TOTAL
	30.8
	29.7
	-1.10
	-3.6
	29.7
	36.93
	8.88
	31.7
	36.93
	37.44
	2.61
	7.5
	37.44
	33.42
	-1.91
	-5.4


En el cuadro comparativo anterior se presenta el presupuesto de Defensa en valores absolutos y relativos. En el año 2000 la plantilla de cargos era de 14,141, y en el período 2001-2004 se presenta una plantilla constante de cargos (12,147); no obstante, los recursos asignados a partir de 2001 son iguales a son iguales a los del 2000 (14,141 cargos), es decir que en ese año se produce un incremento salarial utilizando los recursos de los cargos cesanteados.

Para los períodos 2002/2001 y 2003/2002 las variaciones se incrementaron en 5.02 y 3.56 puntos porcentuales respectivamente en valores absolutos y en 35.3% y 19.6% en términos reales,  lo que significa que en estos períodos se incrementaron los salarios de Defensa Nacional, aunque para el 2004 no se aprobó ningún aumento antes bien una disminución de –3.5%. Es importante aclarar que en términos porcentuales en este año el presupuesto global se disminuye hasta en un 5.3 por ciento por lo que en la Tabla 5.7. aparentemente en Servicios Personales hay un aumento, dado que los cálculos son en proporción a los recursos asignados para cada año y no a la comparación de un año con otro año.

El grupo Bienes y Servicios, que tiene como componentes Servicios y Materiales y Suministros, ha experimentado en el quinquenio leves decrementos en términos absolutos, excepto el período comparado 2002/2001 que reflejó un incremento. En valores reales los recursos asignados a Defensa para su mantenimiento no presentan un aumento significativo para el gasto público para la nación.

Así mismo, el Grupo Transferencias de Capital presenta incrementos leves en el mismo período, y es importante resaltar que los recursos asignados están dirigidos a la prevención de desastres naturales y a la inversión de infraestructura de las zonas afectadas por los mismos, y que en su mayoría no proceden de las Rentas del Tesoro sino de donaciones externas. Los recursos asignados a Defensa se han mantenido relativamente constantes y dentro de los parámetros de la política de ajuste estructural impuesta por las Instituciones Financieras Internacionales (IFI).

	Programas
	2000

	2001
	2002

	2003
	2004

	
	AC
	DN
	AC
	DN
	AC
	DN
	AC
	DN
	AC
	DN

	Gastos

Corrientes

Gastos de Consumo

*Remuneraciones.

*Bienes y Servicios

*Transferencias corrientes

*Al sector privado
	1,086,220

1,077,744

791,907

285,837

8,476

8,476
	25,306,044

25,118,603

12,830,376

12,288,226

187,441
	1,267,4152
	27,007,124
	1,203,670
	30,675,999
	993,271
	30,787,691
	899,917
	32,535,686

	Gastos de Capital

 *Inversión Real Directa

* Formación bruta de Capital Fijo

        *Transferencias de capital
	
	690,916

279205

279,205

411,711
	
	2,461,238
	
	2,461,471
	
	2,321,977
	
	1,943,447

	Bienes de uso
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	Sub-Total
	1,086,220.3
	25,996,960.9
	1,267,415.2
	29,411.2
	1,203,670.7
	32,998,060.3
	993,271
	33,109,248.3
	13,986.755
	34,479,134.3

	TOTAL
	27,083.1
	30,678.6
	34,201.7
	34,102.5
	33,434.3

	Recursos del Tesoro
	
	
	
	
	32,533,443.1

	Prestamos Externos
	
	
	
	
	

	Donaciones Externas
	
	
	
	
	900,836.8


Capítulo 2 

Conceptos sobre presupuesto y transparencia  presupuestaria

El presupuesto, tal como se afirma en un documento oficial del Ministerio de Hacienda y Crédito Publico,

“es un medio para prever y decidir la producción de bienes y servicios públicos y determinar las fuentes de recursos así como su proyección, que permitirán su financiamiento, para un período anual, y que mediante el proceso productivo institucional se mostrarán como resultado de la gestión pública orientada a satisfacer las demandas de la colectividad [...] es el instrumento que limita la acción del Estado, a través de la ejecución de planes, programas y proyectos, la asignación de recursos y la coordinación de actividades del Sector Público [y en el mismo] se detallan todos los Programas y Subprogramas, la inclusión de la producción de bienes y servicios en este constituye uno de los sustentos principales de la técnica de presupuestación por programas. En la técnica del Presupuesto por Programas y Resultados se considera como esencial, el vínculo entre la asignación de recursos con los resultados y (permite) hacer registros de indicadores de gestión en términos de eficiencia y eficacia de dichos resultados. También permite, a nivel de los organismos, identificar indicadores de gestión en base a ‘gastos por unidad de medida‛ de las metas y de desempeño de los recursos humanos y materiales”
.

Igualmente, en el documento Aspectos Teóricos y Conceptuales del Presupuesto por Programas y Resultados, el presupuesto es definido como

“un medio para prever y decidir la producción de bienes y servicios que se va a realizar en un período determinado, bajo la responsabilidad de cada organismo del Gobierno Central y del ámbito descentralizado del sector público. Así mismo prevé la captación y la asignación de los recursos que esa producción exige. Esta carácter práctico del presupuesto implica que debe concebírsele como un sistema que materializa un período multianual”

Teóricamente el PGR de Nicaragua se organiza por programas, pero en el caso particular de Defensa, tal como ya se indicó antes, el mismo está estructurado, más que por programas, sobre la base de dos instituciones: MINDEF, identificado formalmente como Actividades Centrales; y Ejército de Nicaragua, bajo la denominación formal de Defensa Nacional. Para una mejor explicación del proceso presupuestario nicaragüense se ha considerado necesario presentar, de la forma más resumida posible, por una parte, el marco jurídico, normativo y procedimental que lo rige; y por otra, el proceso mismo que se sigue en su formulación y aprobación.

Formulación y aprobación del Presupuesto General de la República (PGR): Marco Jurídico, Normativo y Procedimental

Constitución Política

         La Constitución Política de la República de Nicaragua establece que es atribución del Presidente de la República elaborar el proyecto de Ley del Presupuesto General de la República y presentarlo a consideración de la Asamblea Nacional para su aprobación, y sancionarlo y publicarlo una vez aprobado (Artos. 113 y 150, numeral 5). En el Capítulo II ―De las Finanzas Públicas― del Título VI Economía Nacional, Reforma Agraria y Finanzas Públicas, la Norma Suprema establece que la Ley de Presupuesto General de la República es de vigencia anual y tiene como objeto “regular los ingresos y egresos ordinarios y extraordinarios de la administración pública”, determina los límites del gasto público y debe mostrar las fuentes y destinos de todos los ingresos y egresos, que deberán ser concordantes entre ellos (Art. 112).

Es atribución constitucional de la Asamblea Nacional “conocer, discutir y aprobar el Proyecto de Ley Anual del PGR, y ser informada periódicamente de su ejercicio conforme el procedimiento establecido en la Constitución y la ley” (Art. 138, numeral 6). La Carta Magna faculta al Poder Legislativo a modificar el proyecto presentado por el Poder Ejecutivo, pero advierte que el Parlamento no podrá crear ningún gasto extraordinario sino por virtud de ley y que deberá precisar los recursos para financiarlo. Así mismo establece que cualquier modificación posterior al PGR requerirá la aprobación de la Asamblea Nacional (Art. 112).

Ley 51, Ley de Régimen Presupuestario

           La Ley de Régimen Presupuestario
 (y sus reformas y adiciones) “establece los procedimientos que regulan la formulación, aprobación, ejecución, control y evaluación del Presupuesto General de la República”, así como los ingresos y egresos anuales de la administración pública, indicando que el PGR se divide en Presupuesto de Ingresos y Presupuesto de Egresos, y se le caracteriza como única, anual, universal y pública (Art. 1).

Consta dicha ley de siete capítulos y 45 artículos: I. Disposiciones Generales (1 al 5); II. Estructura y Organización del Régimen Presupuestario (6 al 12); III. (artículos 13 al 34); IV. Control y Evaluación (artículos 35 al 39); y V. Disposiciones Varias (40 al 45).

El primer capítulo ―Disposiciones Generales― fija los objetivos de la ley, su competencia institucional, responsabilidades de entidades y organismos, obligación de éstos de utilizar la metodología presupuestaria establecida por el Ministerio de Hacienda y Crédito Público (MHCP), y la duración de la misma (1 de enero a 31 de diciembre de cada año).

El segundo ―Estructura y Organización del Régimen Presupuestario―, define el objeto del régimen presupuestario (regular ingresos y egresos); el contenido del presupuesto de ingresos (fuentes tributarias, no tributarias, rentas con destino específico, transferencias, préstamos, donaciones y las existencias al 31 de diciembre no comprometidas en el ejercicio presupuestario); y el presupuesto de egresos (metas de los organismos dentro de programas y proyectos a ejecutarse, recursos físicos y financieros). En este capítulo se crea la Unidad de Análisis, Seguimiento y Evaluación del Presupuesto General de Ingresos y Egresos, bajo la coordinación de la Comisión de Asuntos Económicos, Finanzas y Presupuesto de la Asamblea Nacional (CAEFP-AN), a la que debe asesorar. Igualmente se establecen la funciones del MHCP, la Dirección General de Presupuesto del MHCP (DGP-MHCP) y la Unidad de Presupuesto (UP) de cada organismo en materia de presupuesto.

El tercer capítulo ―Formulación del Presupuesto― establece los principios, procedimientos y relaciones entre organismos e institución con el MHCP y la DGP-HMCP para la formulación del presupuesto y su aprobación por el Poder Ejecutivo, así como el tiempo de presentación de éste ante la Asamblea Nacional especificando el contenido del Proyecto de Ley y las facultades del Parlamento y la fecha límite para que éste lo apruebe. Se definen las formas de desembolsos de fondos (mensual para los poderes Legislativo, Judicial y Electoral, la Contraloría General de la República (CGR) e instituciones públicas de Educación Superior, y de cuotas para los demás organismos, los que deberán presentar a la DGP-MHCP la respectiva programación de ejecución física y financiera.

El cuarto ―Control y Evaluación―, asigna al MHCP la centralización y consolidación contable de la ejecución presupuestaria, y el control y evaluación del cumplimiento de la ejecución presupuestaria; prescribe las responsabilidades de cada organismo ―mecanismos y procedimientos― para analizar las operaciones proyectadas a realizar a fin de establecer su legalidad y veracidad de conformidad con el presupuesto, planes y programas. Se establece, además, que una vez finalizado el ejercicio presupuestario correspondiente, el MHCP presentará un informe consolidado al Presidente de la República, quien lo remitirá a la CGR, y a través del MHCP a la Poder Legislativo a más tardar el 31 de marzo del nuevo año fiscal.

El quinto y último capítulo ―Disposiciones Varias―, señala facultades del MHCP para dictar normas y procedimientos de ejecución presupuestaria y prevé lo concerniente al procedimiento a seguir si el Poder Legislativo no logra aprobar el PGR en el tiempo establecido, así como sanciones a infractores, acceso que la CAEFP-AN tendrá a la información en manos del MHCP. Deroga dos decretos de 1983, y establece la fecha de entrada en vigencia de la ley.

Ley 181, Código de Organización, Jurisdicción y Previsión Social Militar

          La Ley 181, también conocida como Código Militar, faculta al Ejército a “elaborar y proponer al Presidente de la República a través del Ministerio de Defensa o de la instancia correspondiente en su caso, su propuesta de presupuesto anual” (Art. 3, numeral 4), a la vez que precisa que una de las atribuciones del Presidente de la República y Jefe Supremo del Ejército, es “recibir la propuesta de Presupuesto de Ingresos y Egresos del Ejército, para su posterior incorporación en el Proyecto del Presupuesto General de la República que deberá ser enviado a la Asamblea Nacional, así como revisar y controlar las finanzas del Ejército conforme las Leyes de la República” (Art. 6, numeral 12).

En lo referente al Sistema de Previsión Social Militar, es preciso señalar que el Código Militar establece una cuota mensual obligatoria para los oficiales, clases o soldados integrantes del Ejército que se encuentren incorporados a la prestación de Pensión para el Retiro a fin de contribuir al ‛fondo de pensiones para retiro’, que estará compuesto por “las cotizaciones con que los afiliados contribuyan, que sean deducidas directamente de su haber ordinario y en ningún caso sobrepasarán del diez por ciento de éste [y] los aportes que el Estado realice, que deberán ser incluidos en el Presupuesto Anual del Ejército. La referida cuota deberá ser pagada en la siguiente proporción: dos tercios (2/3) por el Estado y un tercio (1/3) por el afiliado” (Art. 53).

Ley 290, Ley de Organización, Competencia y Procedimientos del Poder Ejecutivo (LOCPPE)
, y Decreto No. 71-98, Reglamento a la Ley 290, Ley de Organización, Competencia y Procedimientos del Poder Ejecutivo

          La Ley 290 precisa que una de las funciones de todas las instancias ministeriales es “formular, proponer, coordinar y dirigir los planes de trabajo y presupuestos de su ministerio y de las entidades a cargo de su sector” (Artículo 16, literal d). Correspondientemente se establece que es función del MINDEF “coordinar y dirigir la formulación del Presupuesto del Ejército de Nicaragua y supervisar su ejecución” (Art.20, literal f).

Al MHCP, la Ley 290 le determina funcionalmente la administración de “las finanzas públicas; definir, supervisar y controlar la política tributaria; formular y proponer el anteproyecto de Ley de Presupuesto General al Presidente de la República; conformar el balance fiscal; coordinar y dirigir la ejecución y control del gasto público (Art. 21, literal a), así como “organizar y supervisar las transferencias, los desembolsos de recursos financieros corrientes y de capital, y supervisar la ejecución del Presupuesto General de la República, todo ello de conformidad con la Ley del Régimen Presupuestario” (Art. 21, literal c).

El Decreto 71-98 (Reglamento de la Ley 290), por su parte, precisa que la División General Administrativa Financiera (DGAF) ―común a todos los organismos― es responsable de:

“la organización, planificación, administración, supervisión y control de los procesos de presupuesto, de contabilidad, de tesorería y de servicios administrativos de la entidad, en conformidad con su misión y metas programáticas, tanto internamente como en lo que respecta a las relaciones entre la entidad y el Ministerio de Hacienda y Crédito Público, así como formular el anteproyecto del Presupuesto Anual de la entidad, consolidando los proyectos de presupuesto anual específicos formulados por sus unidades ejecutoras de programas [de] conformidad con las políticas y límites presupuestarios establecidos por el Poder Ejecutivo a través del Ministerio de Hacienda y Crédito Público para el ejercicio presupuestario anual correspondiente. Igualmente debe supervisar que todos los ingresos ordinarios y de capital del MINDEF, provenientes de todas las fuentes de financiamiento, así como sus gastos corrientes y de inversión, se incorporen al presupuesto del Ministerio y se administren en conformidad con las disposiciones vigentes del régimen presupuestario” (Arto. 29, numerales 1, 2 y 4).
Recursos Humanos es la entidad responsable por la programación y gestión de costos de personal y de “Elaborar en coordinación con la Dirección General de Función Pública (DIFUP) el anteproyecto del presupuesto de cargos de la institución” (Art. 31, numeral 1, 1.1.). Por otra parte, se establece que es competencia de la Dirección de Presupuesto y Asuntos Económicos Militares establecer criterios, coordinar y dirigir la formulación del anteproyecto de Presupuesto del Ejército de Nicaragua y Supervisar y evaluar la ejecución del Presupuesto asignado al Ejército de Nicaragua (Art. 75, numerales 1 y 2).

A la Dirección General de Egresos del MHCP le corresponde proponer al Presidente de la República la política presupuestaria y las normas para su ejecución, así como dirigir, coordinar y consolidar la formulación del proyecto de presupuesto general de ingresos y egresos de la República, de acuerdo con los planes y programas de desarrollo aprobados por el Gobierno. Al mismo tiempo, dicha dirección debe evaluar trimestralmente la ejecución del presupuesto, proponer las medidas correlativas que sean necesarias y, llevar el registro consolidado de dicha ejecución; y administrar, ejecutar y liquidar el Presupuesto anual de ingresos y egresos de la República; dictar las medidas pertinentes para atender oportunamente los gastos y, demás obligaciones a cargo del Gobierno de la República, transferir a los organismos y entidades del Estado los recursos financieros asignados en sus respectivos presupuestos, en función de los ingresos percibidos (Arto. 95).

Además, es preciso indicar que cada ministerio debe contar en su estructura orgánico-funcional con una entidad de “Auditoría Interna”, cuyas funciones son:

“1. Asesorar al Ministro en todo lo relacionado con la correcta gestión de los servicios a su cargo en base a Leyes, Reglamentos y Normas Generales y Específicas de los sistemas de administración y de control gubernamental, a través de los resultados de los exámenes realizados en el cumplimiento de la actividad de auditoría a su cargo. 

2. Evaluar y fortalecer el sistema de control interno de la entidad, lo que incluye: 

2.1 Revisar y evaluar los controles internos financieros y de los sistema correspondientes, incluyendo los puntos de control de los procesos informatizados. 

2.2 Revisar y evaluar los controles internos de los sistemas de planificación, organización, dirección y administración, y en particular los procesos relativos a la administración de recursos humanos, de recursos materiales y sus interrelaciones con la administración financiera. 

3. Efectuar Auditorías a posteriori de las operaciones financieras y/o administrativas integradas o especiales del Organismo o de sus Programas y Proyectos respecto a sus servicios y obras. Las Auditorías se desarrollarán de acuerdo al Plan de Trabajo que a inicios de cada año se someterá a aprobación de la máxima autoridad del organismo y comprenderán las siguientes funciones: 

3.1 Evaluar la correcta utilización de los recursos públicos, verificando el cumplimiento de las disposiciones legales y reglamentarias. 

3.2 Determinar la racionalidad de la información financiera así como la verificación de las transacciones, registros, informes y estados financieros correspondientes al período examinado. 

3.3 Determinar el grado alcanzado en la consecución de los objetivos previstos y los resultados obtenidos con relación a los recursos asignados y al cumplimiento de los planes y programas aprobados por la entidad. 

En esta función está comprendido: 

3.3.1. Revisar y evaluar la eficiencia, efectividad y economía con que se han utilizado los recursos humanos, materiales y financieros. 

3.3.2. Revisar y evaluar el cumplimiento de las operaciones programadas, a fin de determinar si se han alcanzado los resultados y las metas propuestas. 

3.4 Emitir el informe correspondiente de la auditoría efectuada y discutirlo con los responsables de las áreas auditadas, incluyendo recomendaciones sobre medidas que debe tomar la Administración. 

3.5 Realizar el seguimiento a las recomendaciones indicadas en el punto anterior respecto al cumplimiento de las mismas, así como de las auditorías externas a cargo de la Contraloría General de la República u otras. 

3.6 Elevar el informe sobre las auditorías o exámenes a la máxima autoridad del organismo, a la Contraloría General de la República y a la Dirección General de Desarrollo Administrativo y Control Previo de las Entidades del Ejecutivo”.

Estatuto General y Reglamento Interno de la Asamblea Nacional

         La Constitución Política establece que es atribución de la Asamblea Nacional “crear comisiones permanentes, especiales y de investigación” (Art. 138, numeral 18), y conforme el Estatuto General del Parlamento, la Comisión de Asuntos Económicos, Finanzas y Presupuesto (CAEFP) es una comisión permanente (Art. 37, numeral, 10), una de cuyas atribuciones es, de conformidad con el Reglamento Interno, dictaminar el Proyecto de Ley de PGR (Art. 65, numeral, 3). Por otra parte, el Capítulo VII ―De la Aprobación del Presupuesto General de la República―, del Título V ―Procedimientos Especiales―, establece los procedimientos de presentación del Proyecto de Ley, su remisión a la CAEFP, las mociones de modificación, el dictamen y la discusión en el Plenario (Artos. 80-83).

Manuales del MHCP

          El Manual de Formulación Presupuestaria integra el conjunto de material técnico, analiza los conceptos básicos y orienta las etapas de planificación, procesos y elementos técnicos que regulan, cada año, la tarea a cargo de los Organismos que conforman el Gobierno Central y el Ministerio de Hacienda y Crédito Público, que culmina con la Ley del Presupuesto General de la República, y es el primero de la serie que completan los Manuales de Programación de la Ejecución Presupuestaria y del Régimen de Modificaciones Presupuestarias aprobados por Decreto Ministerial de febrero de 1997, las Normas y Procedimientos de Ejecución y Control Presupuestario (que el MHCP emite anualmente) y el Manual del Análisis Presupuestario, Manual de Seguimiento y Evaluación, los que junto con el Manual de Registros de la Ejecución Presupuestaria de Gastos (DGCG / MHCP) y otras normas técnicas del Sistema Integrado de Gestión Financiera, Administrativa y Auditoria (SIGFA), así como la Guía de Usuario para la utilización del Sub-Sistema de Formulación Presupuestaria, forman parte del conjunto de normativas técnicas y de procedimiento de la administración financiera pública. Igualmente debe hacerse mención a las Directrices y Política Presupuestaria para la Formulación del Presupuesto, que anualmente emite el MHCP, documento en el que se presenta de forma sintética el contexto económico, los objetivos y orientaciones de la política presupuestaria, políticas de ingresos, política de gasto, política de inversión y política de financiamiento, que los organismos presupuestados deben atender para la formulación de sus respectivos presupuestos. Es necesario, además, indicar que en dicho documento se establece implícitamente el techo de asignación presupuestaria para los organismos y que esto se hace indicando que deben mantener “cómo máximo es gasto total de funcionamiento en términos nominales” correspondiente al año anterior y que la “revisión de la estructura organizativa de los organismos no debe significar incrementos en las asignaciones presupuestarias”
.

Como puede constatarse, el proceso presupuestario nicaragüense en general y el de defensa en particular, cuentan con un marco jurídico, normativo y procedimental lo suficientemente amplio, detallado y preciso que sirve de base, al menos desde la perspectiva formal, para garantizar la transparencia presupuestaria, particularmente en las etapas de formulación y aprobación del PGR.

Formulación y Aprobación de la Ley Anual de Presupuesto General de la República (LAPGR)
Fases, actividades y fechas

           La Ley Anual de Presupuesto General de la República (LAPGR) es una de las leyes más importantes que aprueba la Asamblea Nacional de Nicaragua, y tal como establece la ley, es única, anual, universal y pública
.

Al formular el PGR, el Poder Ejecutivo debe resolver, por una parte, qué recursos va a obtener cada año y cómo los va a obtener (política tributaria); y por otra, de qué forma va a utilizar (distribuir) esos recursos para la oferta y administración de bienes y servicios públicos.

Es desde esa perspectiva que la aprobación del PGR por parte de la Asamblea Nacional debe ser responsable y coherente con las políticas macroeconómicas definidas por el Ejecutivo, además de consecuente con los compromisos adquiridos por Nicaragua con la comunidad internacional y las Instituciones Financieras Internacionales (IFI), sin descuidar, por supuesto, la inversión y el gasto social, aspectos de suma importancia tanto para la reactivación económica como para proteger a los sectores más vulnerables de la población.

a) Etapa de formulación presupuestaria
La formulación es la primera etapa del proceso presupuestario, y se desarrolla anualmente en los organismos (instituciones presupuestadas centralmente), y se analiza, discute y aprueba, en una primera fase, a nivel de Poder Ejecutivo, y en su fase final por la Asamblea Nacional, quien aprueba la LAPGR. Por disposición constitucional, algunas instituciones formulan y aprueban sus respectivos presupuestos fuera de la LAGPR, como en el caso de las empresas estatales y los gobiernos municipales.

El inicio de la etapa de formulación tiene como fundamento las políticas macroeconómica, económica y fiscal del gobierno, así como los planes de inversión y de gasto de mediano plazo de cada organismo, y en esta etapa se distinguen tres fases
:

a. Definición de las políticas presupuestarias en base a la proyección de los ingresos ordinarios y a las posibilidades de financiación externa e interna (ingresos extraordinarios), las metas macroeconómicas del programa fiscal y las políticas de empleo y salario diseñadas por el Ejecutivo para el sector público.

b. Programación institucional y programática en los organismos a nivel global y sectorial en el Ministerio de Hacienda y Crédito Público (MHCP), que debe controlar la coherencia de la formulación del presupuesto con el programa económico y fiscal definido por el gobierno.

c. Análisis entre los organismos y el MHCP para la definición de alternativas y con el Gabinete Económico y la Presidencia de la República para la toma de decisiones finales antes de enviar el Proyecto a la Asamblea Nacional.

· Formulación en ministerios y organismos

En esta fase se identifica el verdadero esfuerzo de la presupuestación, ya que cada organismo debe identificar la demanda de servicios que va a atender el año siguiente y estimar los costos que ello conlleva. Para ello, los organismos deben identificar en el conjunto de sus funciones
 los programas y proyectos que deben ejecutar de conformidad con sus prioridades institucionales. Como cada organismo conoce de antemano las políticas presupuestarias y sus restricciones financieras globales, en general se sujetan a las directrices preparadas por el MHCP a fin de establecer sus prioridades, las que a lo interno de cada organismo requieren de trabajos de definición de planes de gestión y de inversiones.

Dichos planes surgen necesariamente de los programas de los organismos en los que sus autoridades trabajan en estrecha relación con los responsables de unidades que desarrollan actividades y proyectos a fin de identificar con el mayor grado de precisión posible sus necesidades en términos de insumos y financieras, así como señalar sus objetivos y metas.

Como la presión de la demanda de servicios es mayor que las posibilidades de atenderlos, los programas no disponen de los recursos que se requieren y ello obliga a las autoridades superiores de los organismos a priorizar programas, objetivos y metas, así como a establecer criterios de austeridad y eficiencia de gestión, lo que a su vez facilita el ulterior análisis en el MHCP en los casos en los que los presupuestos institucionales excedan los límites del marco financiero establecido, y también facilita las decisiones finales del Gabinete Económico y de la Presidencia de la República.

· Análisis de la Dirección General de Presupuesto (DGP) del MHCP y de la Unidad de Inversiones Públicas (UIP) de la Secretaría de Coordinación y Estrategia de la Presidencia de la República (SECEP)

Los organismos remiten en paralelo sus demandas de inversiones y sus anteproyectos de presupuesto que son analizadas por la DGP y la UIP. En ambas instancias se estudian los requerimientos institucionales y se consideran en función de
:

a. Su coherencia financiera;

b. Su coherencia con las directrices presupuestarias y prioridades globales y sectoriales establecidas por el gobierno;

c. Su consistencia en materia de costos e insumos, comparándolos con los parámetros históricos de la gestión de cada organismo e incluso con parámetros técnicos e internacionales; y

d. Su sustento y coherencia en términos de la definición de metas y resultados de los Servicios y obras.

De esos análisis es que surgen alternativas de cambios o modificaciones que el MHCP revisa primero con las autoridades de cada uno de los organismos en procura de lograr un consenso, y luego se elevan a las autoridades superiores del gobierno para que se establezcan las prioridades finales en los presupuestos de los organismos con relación aquellos aspectos en los que las cifras estén en discrepancia con en marco del Programa Económico y Fiscal.

La LAPGR engloba, bajo los principios de unidad presupuestaria, los gastos operativos de los servicios y las inversiones previstas en el Plan de Inversiones Públicas (PIP) para el año siguiente. Por ello, el trabajo de la UIP y de la DGP deben estar necesariamente muy bien coordinados.

Una vez que la UIP aprueba el PIP para el año siguiente, la DGP del MHCP está en posibilidad de articular el proyecto de la LAPGR para someterlo al estudio de las autoridades superiores del MHCP y luego elevarlo y someterlo a la consideración de la Presidencia de la República para su aprobación.

b) Etapa de aprobación del PGR

Constitucionalmente corresponde a la Asamblea Nacional:

“conocer, discutir y aprobar el Proyecto de Ley Anual de Presupuesto General de la República y ser informada periódicamente de su ejercicio conforme al procedimiento establecido en la Constitución y en la ley”
.

La ley prescribe que el Ejecutivo debe enviar al Legislativo el Proyecto de LAPGR a más tardar el 15 de octubre de cada año, y que el Parlamento deberá aprobarla antes de la clausura de la Legislatura correspondiente
, cuya fecha límite formal es el 15 de diciembre de cada año, aunque por razones extraordinarias ésta puede prolongarse hasta el último día del año calendario. 

El Proyecto de LAPGR deberá incluir, conforme a la ley, una exposición de motivos que contiene la política presupuestaria del período en ejecución, la lógica del plan económico, la política fiscal en el contexto del plan económico, su evaluación y perspectivas, así como un análisis de los ingresos identificados por fuentes y los egresos según su distribución, especificando a su vez las partidas para los egresos por organismo o institución y de servicio a la deuda pública
.

No obstante, es necesario subrayar el Proyecto de LAPGR es presentado por el Poder Ejecutivo a la Asamblea Nacional solamente en documento impreso y no remite la información en medio electrónico, lo que hace que la Asamblea Nacional anexe a este documento, igualmente de forma impresa, sus modificaciones. Lo correcto seria que el Ejecutivo entregara el documento impreso y en formato electrónico y así la Asamblea Nacional podría distribuir el documento entre los diputados formato electrónico haciendo uso de la Intranet del Parlamento. Trabajar con un formato impreso al que luego se le añaden los anexos, ocasiona que La Gaceta, Diario Oficial solamente publique las modificaciones que aprueba el plenario de la Asamblea Nacional, obteniéndose, en consecuencia, un texto oficial incompleto y parcial. Esta forma de presentación del Presupuesto no contribuye a la transparencia presupuestaria.

En lo que corresponde al Poder Legislativo, se establece que una vez recibido el Proyecto, el Presidente de la Asamblea Nacional deberá remitirlo a la Comisión de Asuntos Económicos, Finanzas y Presupuesto (CAEFP)
 para el correspondiente dictamen
, y a cada uno de los diputados, para su conocimiento, los que están facultados para presentar mociones de modificación al Proyecto
.

En su dictamen, la CAEFP deberá pronunciarse sobre cada una de las mociones de modificación y en el caso de las mociones no acogidas, éstas podrán ser interpuestas por los representantes proponentes ante el Plenario.

Durante el proceso de discusión y dictamen del Proyecto de LAPGR, usualmente la CAEFP organiza, a pesar de no existir normativa alguna al respecto, una serie de consultas con autoridades de los organismos presupuestados, instituciones privadas y representantes de la empresa privada y de la sociedad civil, a fin de conocer sus posiciones y puntos de vista sobre el proyecto presentado por el Ejecutivo, así como sus propuestas de modificaciones (incrementos o reducciones) en las áreas de su competencia o interés.

Es importante señalar que el Ejército de Nicaragua, usualmente con el apoyo del MINDEF, cabildea con los integrantes de las diferentes bancadas parlamentaria y miembros de la CAEFP, a fin de lograr modificaciones al proyecto del Ejecutivo. Por ejemplo, en el 2002 lograron un incremento presupuestal para reparación y mantenimiento de medios aéreos de ala fija y rotatoria; y en el 2003, para incremento salarial de soldados, gastos de logística y gastos de capital
.

Para la presentación de mociones de modificación, los diputados consideran las opiniones, posiciones y requerimientos presentados por los representantes de las organismos públicos e instituciones privadas consultadas, insumos que son utilizados por los parlamentarios para negociar con el Ejecutivo las modificaciones pertinentes, y una vez que los miembros de la CAEFP consolidan los criterios de los organismos (públicos y privados) y del Poder Ejecutivo, y de hacer la evaluación de las diferentes mociones de modificación presentadas por los diputados, proceden a elaborar el dictamen de la LAPGR, el que es remitido a la Primera Secretaría de la Asamblea Nacional, al menos con 72 horas antes de la discusión en el Plenario, y en el mismo se expresan las razones legales, políticas y económicas para que sea aprobado.

· Criterios de análisis para la aprobación del PGR

Entre los principales criterios que consideran los diputados miembros de la CAEFP para dictaminar el Proyecto de LAPGR, deben mencionarse
:

a. Que los cambios que pueda sufrir el PGR no afecten las políticas macroeconómicas y que en consecuencia permitan darle continuidad y coherencia a la estrategia económica diseñada por el Ejecutivo. En tal sentido, la Asamblea Nacional trata de mantener las cifras globales presentadas por el gobierno en el Proyecto, es decir, total de ingresos, techo de gasto presupuestado, déficit fiscal, servicio de la deuda pública y desembolsos externos.

b. Que el Presupuesto de Egresos pueda mantener la operatividad del aparato del Estado, es decir, que lo asignado a cada institución le permita funcionar de la forma más adecuada posible, lo que obviamente no puede separarse del contexto de las limitaciones económicas del país. En tal sentido, la CAEFP compara el gasto de cada institución en el año que está por concluir con el estimado del año siguiente, a fin de tener parámetros relativamente confiables.

c. Las asignaciones presupuestarias de carácter obligatorio establecidas por la Constitución Política, es decir, el 6% para las instituciones públicas de educación superior, el 4% para la Corte Suprema de Justicia y el 4% para los municipios (gobiernos locales).

d. El Gasto Social (Educación, Salud y Servicios a la Comunidad), y el área de seguridad ciudadana y defensa nacional. El equilibrio de las política macroeconómicas del país no puede separarse del gasto destinado a cubrir las necesidades básicas de la población. Igualmente valora el presupuesto destinado al MINDEF con el objetivo de que esa rama de la administración pública pueda cumplir con las metas y objetivos de su política institucional, es decir, con las acciones destinadas a la defensa de la soberanía e independencia nacional y la integridad del territorio en coordinación con el Ejército de Nicaragua.

e. La CAEFP considera igualmente el Programa de Inversiones Públicas (PIP) que contiene el documento del Presupuesto, en especial la rehabilitación y mantenimiento de la infraestructura, esencial para el desarrollo de las actividades económicas y productivas del país. Otro componente analizado del PIP son los proyectos sociales que benefician directamente a la población. La CAEFP analiza el comportamiento de este componente del Presupuesto de Egresos a fin de que no disminuya y redunde en beneficio de los sectores menos favorecidos del país.

f. Finalmente, aunque no precisamente en último lugar, la CAEFP considera el pago de la deuda pública (interna y externa), comparando el monto el monto presupuestado con el año anterior y con respecto al gasto total y con el Producto Interno Bruto (PIB). Así mismo, analiza y valora los compromisos internacionales que serán honrados por el gobierno.

· Otros criterios que consideran los parlamentarios para aprobar, aumentar o recortar partidas presupuestarias

a. Criterios políticos. Los diputados electos por circunscripción departamental tienen compromisos con sus comunidades y sus electores, y en ese sentido proponen proyectos de carácter comunitario para que sean aprobados e introducidos en la LAPGR. Para ello los parlamentarios deben señalar la fuente de financiamiento, es decir, indicar qué partida o partidas tienen que recortarse para financiar los proyectos propuestos.

b. Demandas o necesidades de los organismos. Cuando los organismos consideran que el monto presupuestario que le ha asignado el MHCP está por debajo de sus necesidades reales se lo hacen saber a los miembros de la CAEFP y a los mismos medios de comunicación social, indicando el monto mínimo con el que podrían garantizar su funcionamiento y gestión.

c. Posición de partidos políticos frente al Presupuesto. Cada una de las bancadas parlamentarias se reúne para analizar y valorar de forma global y en detalle el Presupuesto para contrastarlo con los intereses generales y específicos de sus respectivos partidos, especialmente en años de elecciones, y es ahí donde se deciden las políticas o propuestas que presentarán para la aprobación del dictamen en la CAEFP, y en la discusión y aprobación en el Plenario.

Transparencia Presupuestaria

El PGR es una de las principales herramientas de la política económica que aplica el gobierno para el manejo de la economía y por esa razón la transparencia en el proceso presupuestario es fundamental.

El Instituto de Estudios Nicaragüenses (IEN) precisa que transparencia, en general, consiste en el

“libre acceso a la información y el libre flujo de información. También implica acciones realizadas de conformidad con los fines estipulados en cuanto a contenidos y tiempos. La transparencia está basada en la apertura como valor y consiste en información y comunicación”
.

En tanto, el Índice Latinoamericano de Transparencia Presupuestaria 2003 define transparencia presupuestaria como

“la existencia de un marco normativo y prácticas claras en el proceso presupuestal, el libre acceso del público a la información y los mecanismos formales de participación para los ciudadanos durante las etapas de formulación, aprobación, ejecución y fiscalización del presupuesto”
.

En Nicaragua se realizan esfuerzos para lograr una mayor transparencia sobre todo porque se están estableciendo normas y procedimientos de control efectivos en el Estado y porque en tal sentido se está implementando el Sistema Integrado de Gestión Financiera, Administrativa y de Auditoria (SIGFA).

Como ya se ha señalado, existe un marco legal relativamente adecuado y bastante completo por el que se rige el proceso presupuestario y que el mismo contiene disposiciones que garantizan, desde una perspectiva formal normativa, la transparencia. Desde el punto de vista jurídico y de formalidad procedimental, el Poder Legislativo tiene las condiciones suficientes y necesarias para ejercer control sobre las Finanzas Publicas. En tal sentido debe destacarse, por ejemplo, que la Ley 51, Ley de Régimen Presupuestario, establece que el Presidente de la Republica debe someter a la Asamblea Nacional el informe de Liquidación del Presupuesto a más tardar el 31 de marzo del nuevo Año Fiscal
, es decir, tres meses después de concluido el año presupuesto.

Por otra parte, la Ley Anual del Presupuesto General de la Republica establece que:

“el Ministerio de Hacienda y Crédito Publico, conforme a los registros del Sistema Integrado de Gestión Financiera, Administrativa y Auditoria, remitirá un informe trimestral de la ejecución presupuestaria financiera a la Asamblea Nacional a través de la Comisión de Asuntos Económicos, Finanzas y Presupuesto, con copia a la Contraloría General de la Republica (CGR), a más tardar dentro de los primeros treinta días siguientes a cada trimestre de que se trate. Este informe deberá contener, además del detalle de la ejecución de los proyectos de inversión, el desglose por renglones del gasto corriente y el gasto de capital de las Instituciones según los registros del SIGFA” (Art. 13).

Con la aplicación de dicho articulo se facilitará el análisis de los informes de ejecución presupuestaria que el MHCP debe enviar trimestralmente a la Asamblea Nacional y a la CGR, ya que anteriormente estos informes presentaban información presupuestaria generalizada que impedía el análisis tanto al Parlamento y CGR, como a organizaciones de la sociedad civil.

Aunque en el marco legal presupuestario se refleja formalmente la transparencia presupuestaria, existen importantes limitaciones particularmente en lo que se refiere al acceso del publico a la información. La poca información que se puede obtener es a través del la pagina Web del MHCP, pero dicha información no se encuentra actualizada. También a la ciudadanía se le limita de conocer el Proyecto de Ley de Presupuesto que pasa la Asamblea Nacional por cuanto La Gaceta , Diario Oficial solamente publica las modificaciones que aprueba el Parlamento.

Otro aspecto que debe señalarse es el relativo al poco o reducido espacio de participación que tiene la ciudadanía en todas las etapas del proceso presupuestario, particularmente en las de formulación, ejecución y fiscalización que son controladas por el MHCP; y sólo es en la etapa de aprobación en el Parlamento que se permite que se conozca el Presupuesto General de la Republica, pero a través de los medios de comunicación y no como expresión de una política comunicacional de los poder Ejecutivo y Legislativo.

Actualmente en Nicaragua algunas organizaciones de la sociedad civil ―particularmente la Coordinadora Civil (CC), el grupo FUNDEMOS y el Centro de Información y Asesoría en Salud (CISAS)― están enfocando su atención en el PGR, participando en el debate presupuestario, usualmente desde los medios de comunicación. Debe aclararse, sin embargo, que conforme a la clasificación de Warren Krafchik, de International Budget Project
, el involucramiento de éstas en el tema presupuestario se mueven entre intentos de un análisis completo del PGR y el impacto del mismo sobre sectores específicos, es decir con un enfoque sectorial, particularmente los sectores social e infraestructura. Por otra parte, el Instituto Nicaragüense de Investigación y Estudios Tributarios (INIET) aborda el tema presupuestario desde la perspectiva de la tributación, y el Instituto de Políticas Públicas de la Universidad de Ingeniería lo hace de forma global pero focalizándose especialmente a aspectos puntuales, particularmente en materia de transparencia y deuda pública. En tanto, el Instituto de Estudios Nicaragüense (IEN) se enfoca en el ámbito de la gobernabilidad, la transparencia y la lucha contra la corrupción.

Etapas del ciclo presupuestario en general y de defensa

Formalmente la formulación, discusión, debate y aprobación del PGR es un proceso que se inicia el 1 de abril y finaliza el 31 de diciembre de cada año.

Entre el 1 de abril y el 30 de junio los ministerios de Hacienda y Crédito Público (MHCP) y de Fomento, Industria y Comercio (MIFIC), el Banco Central y la Presidencia de la República, definen las políticas y magnitudes marco-fiscales en las que se enmarcará el trabajo de formulación presupuestaria de los organismos presupuestados, de conformidad con las proyecciones de mediano plazo en materia de economía nacional y política fiscal, de donde saldrán las directrices y cifras oficiales (techos) que servirán de referencia básica para que los organismos inicien la formulación de sus anteproyectos de presupuesto.

Simultáneamente, del 1 de mayo al 30 de junio, las unidades ejecutoras de programas (UEP) y las divisiones general administrativas financieras (DGAF) de cada organismo comienzan a realizar los análisis de las redes programáticas sobre la base de sus objetivos de gestión y de cambios organizativos, lo que conduce a la proyección de las acciones del año siguiente y de ejercicios futuros en una concepción trienal, a la vez que definen esas proyecciones por programas, proyectos y actividades.

En ese mismo período, las UEP y las DGAF realizan una revisión preliminar de la programática de su correspondiente organismo, discuten y analizan las proyecciones conforme sus objetivos y prioridades sobre la base de los escenarios alternativos que fije la dirección superior de cada uno de ellos. Para lo concerniente a la planificación de mediano plazo, los organismos son orientados técnicamente por la Dirección General de Presupuesto del MHCP (DGP-MHCP) y el Sistema Nacional de Inversión Pública (SNIP).    

Desde el 1 de junio hasta el 15 de julio, las autoridades superiores de cada organismo definen sus prioridades y su política institucional. En tanto, el MHCP, el Gabinete Económico y la Presidencia de la República precisan la política presupuestaria y las directrices financieras para el año siguiente, las que son comunicadas por la DGP-MHCP a la autoridades superiores de cada organismo para la formulación de sus anteproyectos de presupuesto.

A partir del 15 de julio y hasta el 30 de agosto, las autoridades superiores de cada organismo analizan sus políticas y metas definidas de mediano plazo para fijar sus políticas presupuestarias concretas, las que deben ser consistentes con la política presupuestaria y las directrices financieras definidas por el MHCP, el Gabinete del Gobierno y la Presidencia de la República. Igualmente, en este mismo período, las autoridades superiores de cada organismo, los directores de planificación y la DGAF, definen y cuantifican el financiamiento del presupuesto explicitando las fuentes y estableciendo las prioridades de conformidad con las directrices globales. Así, las UEP mismo, definen la cantidad y calidad de las metas de bienes y servicios requeridos para su prestación.

Entre 15 de julio al 20 de agosto, las UEP (o las unidades ejecutoras de actividades) de los organismos aplican la estimación de precios a la demanda de insumos reales para la prestación de los servicios, con el objetivo de precisar los créditos presupuestarios que requieren; de la misma forma, consolidan y verifican la coherencia con los objetivos y metas del programa en cada una de las alternativas propuestas, mientras el responsable de la DGAF de cada organismo procede a consolidar todos los programas institucionales y a verificar la coherencia de éstos con los objetivos y metas en cada una de las opciones de cálculo. Por su parte, las autoridades superiores de los organismos discuten con los directores de programas de la DAF y de Planificación la aprobación del anteproyecto de Presupuesto del organismo; y en consecuencia, la autoridad superior de éste lo remite al MHCP. En caso de exceder los cálculos deberá explicarse en un anexo identificando qué programas y proyectos explican y ameritan la diferencia indicando además las prioridades.

El MHCP debe verificar, entre el 20 de agosto y el 17 de septiembre, que los anteproyectos de los organismos estén estructurados conforme los siguientes aspectos: (1) cumplimiento de las políticas presupuestarias definidas; (2) sustento técnico y financiero, tanto en lo concerniente a la magnitud de los gastos corrientes, como al componente de inversión pública y la previsión de fuentes de financiamiento; (3) coherencia entre políticas y objetivos institucionales y sectoriales, así como con relación a la producción de bienes y servicios.

Con los anteproyectos, el MHCP y la DGP elaboran el primer borrador global del PGR, identifica inconsistencias y opciones posibles. Este documento sirve de base para las reuniones que en el período indicado se realizan entre el MHCP y las autoridades de los organismos, luego de las cuales el MHCP y la DGP elaboran una segunda estructura global del PGR, la que se presenta, para su consideración, al Gabinete Económico.

El Gabinete Económico y la Presidencia de la República discuten y aprueban, entre el 17 de septiembre y el 10 de octubre, el PGR, mientras el MHCP-DGP realiza los ajustes finales indicados por la Presidencia de la República y elabora el proyecto de la LAPGR.

Del 10 al 15 de octubre, la Presidencia de la República prepara la versión final del PGR y la remite a la Asamblea Nacional. El Presidente del Parlamento lo envía a la CAEFP, y entre el 16 de octubre y el 31 de diciembre, el Poder Legislativo tiene que dictaminar, discutir y aprobar la LAPGR, la que luego es remitida a la Presidencia de la República para que la sancione y promulgue.

En el cumplimiento de este cronograma de actividades cada organismo tiene sus especificidades, y en el MINDEF la formulación de su presupuesto es responsabilidad de la DGAF “que dispone de toda la información necesaria, excepto lo relativo a la demanda de gastos de capital que se originan en las varias dependencias del Ministerio”
. En el caso del Ejército, el proceso parece ser un poco más complejo. De acuerdo con Alaniz, las necesidades de recursos para el cumplimiento de los objetivos planificados de la institución militar “son estimadas por el mando de unidades. La Dirección de Personal y Cuadros del EMG
 elabora la nómina de cargos permanentes [...] para el año presupuestado. La DFEMG
 completa la programación financiera, consolida el anteproyecto de presupuesto [...] y lo propone al Comandante en Jefe del Ejército para su autorización”
.

En general, el ciclo presupuestario de Defensa es prácticamente igual al del resto de organismos presupuestados, y debe seguir los pasos y procedimientos contemplados en los documentos oficiales del MHCP
. Sin embargo, en rigor no se trata ―es preciso reiterar― de un presupuesto por programa sino de un presupuesto por instituciones: el MINDEF y el Ejército de Nicaragua
. La razón de tal separación, expresión de un artificio del formalismo presupuestal, estriba en el hecho que los anteproyectos de cada una de esas instituciones son formulados de forma separada y luego se “consolidan” en la DGP del MHCP y así se presentan a la Asamblea Nacional bajo la denominación “Ministerio de Defensa”, independientemente del hecho que los desembolsos, su ejecución y control se hagan por separado, tal como asegura Javier Meléndez al reconocer que:

“Los presupuestos del Ejército y del Ministerio de Defensa son elaborados independientemente [...] y presentados por separado a la Dirección [General] de Presupuesto del Ministerio de Hacienda y Crédito Público [y] en la práctica los desembolsos de la asignación presupuestaria son entregados por separado y así mismo son [ejecutados y] justificados....

Meléndez reitera que en el proceso de formulación del presupuesto del Ejército no existe ningún tipo de intervención o gestión civil, pero aclara que esto:

“no debe entenderse como el resultado de desavenencias institucionales entre las fuerzas armadas y el Ministerio de Defensa, ni como de actitudes orientadas a monopolizar las decisiones que competen a la formulación presupuestaria; al contrario, los puntos pendientes refieren a las efectivas capacidades que, conforme lo dicta la ley [290], pueda ejercer el Ministerio de Defensa”
,

institución que a pesar de contar con una base jurídica para tal fin, carece de los recursos humanos y logísticos necesarios para ejercitar las funciones que la ley de adscribe.

Dicho de otra forma, a pesar de estar facultado por la ley, el MINDEF no tiene las competencias profesionales ni los recursos institucionales ―humanos y materiales― para intervenir efectiva y eficientemente en el proceso de formulación, ejecución y control del presupuesto asignado al Ejército de Nicaragua, tal como lo establece la Ley 290.

Haciendo la salvedad de que el “gran decisor” en materia presupuestaria es el MHCP ―¿o las IFI?―, de lo anterior se deriva que, en términos generales, no hay dificultades con relación al decisor en el diseño presupuestario. Lo que en efecto existe es una suerte de “aberración presupuestaria” por la existencia misma de dos decisores: el MINDEF y el Ejército de Nicaragua. En términos generales, las dificultades con respecto a los “decisores” no radican esencialmente en el ámbito del liderazgo político, ni en el marco jurídico, normativo y procedimental, ni en la falta de objetivos y prioridades claras en el Estado nacional, sino en el hecho que tanto para el MINDEF como para el Ejército de Nicaragua (al igual que para todos los organismos presupuestados), el Poder Ejecutivo (MHCP) define dos techos, uno global y otro por organismos, que están determinados, más que por las necesidades reales de seguridad y defensa nacional, por las condicionalidades impuestas por las Instituciones Financieras Internacionales (IFI), que se plasman en las directivas anuales de política presupuestaria para la formulación del PGR emitidas por el MHCP; criterios exclusivamente fiscales; y una comparación mecánica con la asignación y ejecución presupuestaria del año anterior, lo que conduce a un presupuesto inercial en general y en particular para Defensa.

Un elemento de variación que usualmente el MHCP considera entre el presupuesto del año anterior y el siguiente es la aplicación aritmética del deslizamiento (devaluación) del córdoba con respecto al dólar. Una vez contenido el proceso inflacionario, en 1993 se estableció “un régimen cambiario de minidevaluaciones preanunciadas”, que en un inicio fue del 5% pero que el elevado déficit fiscal obligó a incrementarlo a 12%, tasa que permaneció entre 1994 y 1996 debido al deterioro de las finanzas públicas consecuencia de las presiones del gasto de gobierno y las incertidumbres generadas por el proceso electoral (elecciones nacionales y municipales en noviembre de 1996); en 1999, la economía nicaragüense creció, aunque de forma artificial, como resultado de la considerable cantidad de recursos externos que ingresaron al país para la reconstrucción posterior al huracán Mitch (octubre de 1998), y fue en ese contexto que en julio de 1999 la tasa cambiaria se redujo a 9%, en julio al 6%, y para el 2004 se propone reducirla a 5%
.

Igualmente debe subrayarse que como consecuencia directa de los diferentes programas de ajuste estructural que se comienzan a aplicar en Nicaragua desde inicios de la década de 1990,

“se ha mantenido la forma del presupuesto por programa, aunque se ha impuesto la sustancia del presupuesto por renglón de gasto, [y en tal sentido se ha puesto prácticamente todo el énfasis] en el registro de los gastos al momento de su pago, obviando el control de las metas física o reales de los programas presupuestarios. Por consiguiente, el presupuesto por renglón de gasto y el control del déficit presupuestario predominaron al final sobre el presupuesto por programas y el monitoreo del desempeño”

de tal forma que resulta prácticamente imposible medir, valorar o evaluar la eficacia, eficiencia y transparencia de la ejecución presupuestaria del MINDEF. Esto, como se explicará más adelante, se verá reflejado en los Informes de Ejecución Financiera, comprendidos en la etapa de control de la ejecución presupuestaria.

En el mismo sentido es válido tener en consideración que si bien:

“la disciplina fiscal es un cambio bienvenido y necesario, la preeminencia del Ministerio de Finanzas en la rama ejecutiva conlleva el peligro de que se impongan cortes arbitrarios o excesivos en defensa del presupuesto, sobre la base exclusiva de criterios fiscales, dejando de un lado las necesidades de la seguridad nacional”
.

Y eso es exactamente lo que ha sucedido y sucede en Nicaragua, país en el que parafraseando a David Pion-Berlin, la relación entre estrategas militares y fiscales nicaragüenses en materia de decisiones presupuestarias es absolutamente nula
, y además porque como afirma Giraldo

“en ausencia de un ministerio civil de defensa fuerte y de un debate sobre decisiones de seguridad nacional en materia de asignación de recursos entre sectores, éstas por definición se dejan a menudo a un ministerio de finanzas fiscalmente orientado y, en el sector defensa, a la institución militar. Un debate nacional sobre temas de seguridad es necesario no sólo para asegurar que los niveles de asignación de fondos son adecuados, sino que también contribuye a la capacidad de los civiles de controlar y racionalizar el gasto en el sector”
.

Es importante señalar, por otra parte, que ni la Constitución ni la ley otorgan al Poder Legislativo facultad alguna para intervenir en la etapa de formulación del PGR, y que tampoco la Asamblea Nacional ha procurado ocupar ese espacio a pesar de tener la posibilidad de hacerlo, por ejemplo, a través de una reforma a la Ley de Régimen Presupuestario, su Estatuto General y su Reglamento Interno. En la etapa de formulación del presupuesto, la actitud del Legislativo, a través de la CAEFP, es esencialmente pasiva. Espera que el Ejecutivo le envíe el anteproyecto de LAPGR para proceder al análisis, discusión, aprobación y formulación del dictamen correspondiente, así como también espera de forma pasiva que el Ejecutivo le haga llegar, en caso de haber, sus propuestas de reforma posterior a la LAPGR.

Más aún, Meléndez añade un elemento que es importante tener en cuenta en el análisis presupuestario al asegurar que las:

“inercias del poder legislativo en los procesos presupuestarios pueden asociarse además al compromiso político de mantener y darle cumplimiento a las políticas macroeconómicas que procuran el balance en las cuentas fiscales”
.

En tal sentido, la experiencia nicaragüense es prácticamente igual a la de los países pobres en los que los parlamentos tienen muy poco espacio de maniobra por los altos niveles de su deuda externa y su papel se ve severamente reducido por las restricciones que imponen las Instituciones Financieras Internacionales (IFI), de tal forma que solamente ratifican “presupuestos que reflejan acuerdos previos entre los prestamistas y el ejecutivo”
.

Por otra parte, debe subrayarse que la situación anterior es similar y más preocupante aún para el caso de la Comisión de Defensa y Gobernación (CDG) de la Asamblea Nacional, la que tampoco interviene orgánicamente en esta etapa del ciclo presupuestario, salvo de forma tangencial e irrelevante.

Planteado de otra forma, y tal como sucede en todo régimen presidencialista, en Nicaragua el proceso de formulación del PGR es del monopolio exclusivo del Poder Ejecutivo, ya que durante esta etapa no existe ningún tipo de relación entre éste y el Poder Legislativo ni la sociedad civil.










Desde otra perspectiva, es importante subrayar que ―como ya se indicó antes― por falta de competencia civil y carencia de recursos, el MINDEF no tiene la posibilidad de ejercer a plenitud la facultad que le confiere la Ley No. 290, Ley de Organización, Competencia y Procedimiento del Poder Ejecutivo
, que precisa con meridiana claridad que es función del MINDEF “Coordinar y dirigir la formulación del Presupuesto del Ejército de Nicaragua y supervisar su ejecución”
, lo que obviamente, y más allá de los aspectos técnicos, deja abierto el tema de las debilidades del liderazgo político civil del sector defensa en materia de formulación, ejecución y control del presupuesto asignado a la institución militar.

Igualmente hay que hacer referencia al hecho que, tal como ya fue indicado, la defensa y seguridad nacionales no están consideradas, al menos desde abril de 1990, ―en un nivel relativo de importancia― entre los principales objetivos y prioridades del Estado nacional. El énfasis de la retórica oficial en plataformas electorales, ceremonias de toma de posesión presidencial, celebración del Día del Ejército y ceremonias de cierre del Año Lectivo Militar, se pone siempre en el reconocimiento del carácter profesional del Ejército, su subordinación a la autoridad del poder civil legítimamente electo, pero no se aborda nada relativo ni a política de defensa
 ni al presupuesto de defensa nacional. Igual cosa sucede en lo concerniente a los informes anuales que el Presidente de la República presenta ante la Asamblea Nacional, en los que solamente se indican los logros obtenidos en las distintas áreas del Poder Ejecutivo, incluida defensa nacional.

En Nicaragua, defensa nacional y seguridad pública están separadas orgánica, funcional y operativamente desde 1979. No obstante, durante el conflicto armado de la década de 1980, a pesar de la urgencia de planificar y desarrollar operaciones conjuntas, como consecuencia de las diferencias entre la dirigencia político-militar, el Ministerio de Gobernación y sus órganos, y el Ejército libraron una “pequeña guerra interna” por el liderazgo y control de la lucha contra la Resistencia Nicaragüense. Al final, el Ministerio de Gobernación y sus órganos (Seguridad, del Estado, Policía Sandinista y Tropas Especiales) quedaron en posición inferior al Ejército, y con el triunfo electoral de Violeta Chamorro quien sobrevivió prácticamente intacto y como “ejército vencedor” fue el Ejército Popular Sandinista, convertido en Ejército de Nicaragua entre 1994 y 1995.

Sin embargo, desde el momento mismo del inicio de la administración de Violeta Chamorro (1990-1997) se reafirmó la separación orgánica, funcional y operativa entre el Ejército y la Policía
. Esto, sin embargo, no significa que no existan vías o canales que permitan la participación del Ejército en misiones de seguridad interna. La razón es, en apariencia, muy simple. Posterior al fin del conflicto bélico, como efecto residual de la guerra aparecen grupos armados de uno y de otro bando en los antiguos teatros de operaciones militares, y por el tipo de armamento que utilizaban y sus modalidades táctico-operativas, superaban por mucho las capacidades de la Policía. En consecuencia, el frágil gobierno civil se vio en la necesidad de utilizar al Ejército para combatir a esas agrupaciones irregulares y tal decisión quedó plasmada como práctica social y políticamente aceptada en la Ley 181, Código de Organización, Jurisdicción y Previsión Social Militar (1994), la Constitución Política (1995), la Ley de la Policía Nacional (1996) y la Ley 290, Ley de Organización, Competencia y Procedimientos del Poder Ejecutivo (1998).

El Código Militar (Ley 181) precisa que el Ejército de Nicaragua debe coadyuvar “en caso de suma necesidad, según lo determine el Presidente de la República, dentro de las responsabilidades que le señale la Ley, en el mantenimiento de la paz y el orden público de la nación” (Art. 2, numeral 2), pero además lo faculta para apoyar a la Policía Nacional “en la lucha contra el narcotráfico en el territorio nacional conforme lo dispuesto en las Leyes y de acuerdo a los planes e instrucciones emanadas del Presidente de la República” (Art. 2 numeral 5). Además, el Código Militar faculta al Presidente de la República a “Ordenar, según su criterio, en caso de suma necesidad la intervención de las fuerzas del Ejército en asonadas o motines que excedan la capacidad de las fuerzas de la Policía Nacional  para sofocarlos.  En cada caso deberá informar a la Asamblea Nacional en un plazo no mayor de siete días” (Art. 6 numeral 3).

La norma constitucional, por su parte, establece que sólo excepcionalmente “el Presidente de la República, en Consejo de Ministros podrá, en apoyo a la Policía Nacional ordenar la intervención del Ejército de Nicaragua cuando la estabilidad de la República estuviera amenazada por graves desórdenes internos, calamidades o desastres naturales” (Art. 92 Cn).

La Ley 228, Ley de la Policía Nacional
, prescribe que es función de la Policía Nacional mantener o restablecer “el orden público y la seguridad ciudadana y solicitar al Presidente de la República el apoyo del Ejército de Nicaragua en casos excepcionales de acuerdo al Artículo 92 Cn.” (Art. 3, numeral 11). En tanto, la Ley 290
 establece que el Ministerio de Gobernación deberá “Coordinar con el Ministerio de Defensa las acciones conjuntas que desarrolle la Policía y el Ejército de Nicaragua, cuando así lo haya dispuesto el Presidente de la República en Consejo de Ministros” (Art. 18, numeral i), y que, en correspondencia, el MINDEF es responsable de “Apoyar al Ministerio de Gobernación en las acciones que desarrolle la Policía Nacional, cuando así lo haya dispuesto el Presidente de la República de conformidad con el Artículo 92 de la Constitución Política” (Art. 20, literal b).

Como puede constatarse, existen normas, mecanismos y procedimientos para la intervención del Ejército en tareas de seguridad pública exclusivamente en las zonas rurales del país, pero la realidad que es, en la práctica, esas normas, mecanismos y procedimientos prácticamente no se cumplen. Nunca, hasta donde se conoce, el Presidente de la República ha convocado al Consejo de Ministros para autorizar la intervención del Ejército en apoyo a la Policía. Esto, sin embargo, fuera de las reservas que se plantean en términos de cumplimiento de la ley y la observancia de los procedimientos, no ha provocado situaciones graves o complicadas y, por el contrario, se asume que tanto militares como policías actúan sin mayores contradicciones en el cumplimiento de sus funciones
. Más aún, no ha planteado problemas de competencia en materia presupuestaria derivados de la participación de la institución castrense en las tareas de seguridad interna que ésta regularmente desempeña desde inicios de la década de 1990. Hasta la fecha no es posible encontrar evidencias que conduzcan a pensar que existan graves disputas o contradicciones entre ambas instituciones en materia de acceso y distribución de recursos presupuestarios.

También es preciso anotar que pobladores y productores de las distintas zonas rurales del país, particularmente aquéllas en las que la presencia policial es muy reducida o virtualmente inexistente, reclaman a las autoridades civiles la presencia del Ejército para que éste garantice la seguridad ciudadana permanentemente amenazada por la delincuencia común. En la ejecución del Plan Permanente de Seguridad en el Campo y Despliegue Aéreo-Naval 2003, el Ejército asegura que en los últimos meses de ese año intensificó su capacidad operativa:

“para garantizar el traslado de la cosecha productiva en la zona rural y fronteras, para contrarrestar la acción de grupos delincuenciales, lo que contribuyó significativamente a mantener el clima de estabilidad y las seguridad de los ciudadanos en el campo, todo ello en cooperación con las autoridades locales y la Policía Nacional, teniendo como resultado la desarticulación de diez bandas de delincuentes, la captura y detención de 119 delincuentes, incautación de 82 armas de guerra y cacería, pertrechos y municiones, la captura de 179 migrantes ilegales de diversas nacionalidades [...] los que fueron entregados a las autoridades correspondientes, y la captura de 14 contrabandos [y la requisa de] 112.12 kilos de cocaína, 15 kilos y 42 gramos de heroína y 124,966 plantas de marihuana, que fueron destruidas en los plantíos localizados en la zona norte y la región atlántica”
.

Por otra parte, las misiones del Ejército de Nicaragua están claramente definidas en la Constitución y la Ley 181, pero en donde sí hay que hacer un importante relevamiento es en la incongruencia que existe entre amenazas y política de defensa, no porque las amenazas no existan, sino porque como ya se ha señalado de forma reiterada el Estado nicaragüense no cuenta con una política de defensa nacional expresamente definida. Es obvio que las amenazas reales y potenciales están identificadas (terrorismo, narcoactividad, tráfico de armas y de personas, diferendos fronterizos, crimen transnacional organizado, destrucción del medio ambiente y la biodiversidad, desastres naturales o antropogénicos)
, y que de conformidad el Ejército planifica y ejecuta anualmente su plan operativo al tenor de una suerte de política militar que tampoco está expresamente formulada, aunque derivada de los preceptos constitucionales y de los contenidos en la Ley 181, frente a la inexistencia de una política de defensa expresamente formalizada como tal.

En el caso particular de Nicaragua debe subrayarse que por el tamaño de la institución militar ―12,146 efectivos a partir de 2001― y  su propia concepción orgánico-funcional ésta nunca ha estado dividida en las tres fuerzas clásicas de toda fuerza armada ―ejército, armada, fuerza aérea―, y en consecuencia no existe ni ha existido contradicción al seno del Ejército ni conflictos entre armas para obtener una mayor asignación presupuestaria. El Presupuesto, además, se decide ―como ya se ha indicado antes― a nivel central como facultad de la Comandancia General del Ejército. En lo que compete a la obtención de recursos, debe señalarse que éstos están determinados esencialmente por lo establecido en el Presupuesto de Ingresos que el Ejecutivo presenta ante la Asamblea Nacional, que para el caso de Defensa provienen de las Rentas del Tesoro. No obstante, es preciso indicar que una parte mínima de los mismos se obtiene de la cooperación internacional, pero éstos están destinados exclusivamente a dos áreas primordiales: desminado humanitario y defensa civil.

Igualmente hay que hacer referencia a la eventual asignación de recursos al Ejército originalmente no presupuestados en casos de desastres naturales ―como sucedió después del huracán Mitch, cuando el Ejército hizo uso de sus propios recursos para hacer frente a la emergencia que luego fueron reembolsados mediante una reforma al PGR la que incluyó además fondos adicionales para la reparación de los medios utilizados― y de procesos electorales, en los que la institución militar desempeña un rol fundamental en lo que compete al traslado, seguridad y protección de personal y materiales electorales a sitios alejados en las zonas rurales del país a los que por carecer de medios no tiene acceso el Consejo Supremo Electoral
.

Debe mencionarse también lo concerniente al Instituto de Previsión Social Militar (IPSM), institución creada por virtud de la Ley 181, y cuyo ámbito de acción es “la seguridad social y la asistencia y mejoramiento social y económico de los oficiales, clases y soldados del Ejército y de sus familiares” (Art. 47). Los recursos del IPSM no forman parte, de ninguna forma, de los recursos presupuestados del Ejército y ambos se administran de forma independiente, no obstante que el presidente del mismo y la mayoría de los miembros de su junta directiva sean oficiales activos de la institución armada, además de los tres civiles que la conforman: los ministros de Defensa y Hacienda y Crédito Público, y el presidente del Instituto Nicaragüense de Seguridad Social (INSS). También es importante señalar que anualmente el IPSM, a través del Presidente de su Junta Directiva, el Comandante en Jefe del Ejército, presenta a la Contraloría General de la República (CGR) un Informe Auditado de Ejecución Financiera, realizado por reconocidas firmas privadas
, y nunca la CGR ha presentado reparo alguno a los mismos.

Ciclo presupuestario

Formulación: normas procedimentales

Formalmente la formulación, discusión, debate y aprobación del PGR es un proceso que se inicia el 1 de abril y finaliza el 31 de diciembre de cada año. A continuación se describen las acciones que realizan o deben realizar, tanto el MHCP como los organismos presupuestados, así como las fechas correspondientes.

Entre el 1 de abril y el 30 de junio los ministerios de Hacienda y Crédito Público (MHCP) y de Fomento, Industria y Comercio (MIFIC), el Banco Central y la Presidencia de la República, definen las políticas y magnitudes marco-fiscales en las que se enmarcará el trabajo de formulación presupuestaria de los organismos presupuestados, de conformidad con las proyecciones de mediano plazo en materia de economía nacional y política fiscal, de donde saldrán las directrices y cifras oficiales (techos) que servirán de referencia básica para que los organismos inicien la formulación de sus anteproyectos de presupuesto.

Simultáneamente, del 1 de mayo al 30 de junio, las unidades ejecutoras de programas (UEP) y las divisiones administrativas financieras (DAF) de cada organismo comienzan a realizar los análisis de las redes programáticas sobre la base de sus objetivos de gestión y de cambios organizativos, lo que conduce a la proyección de las acciones del año siguiente y de ejercicios futuros en una concepción trianual, a la vez que definen esas proyecciones pro programas, proyectos y actividades.

En ese mismo período, las UEP y las DAF realizan una revisión preliminar de la programática de su correspondiente organismo, discuten y analizan las proyecciones conforme sus objetivos y prioridades sobre la base de los escenarios alternativos que fije la dirección superior de cada uno de ellos. Para lo concerniente a la planificación de mediano plazo, los organismos son orientados técnicamente por la Dirección General de Presupuesto del MHCP (DGP-MHCP) y el Sistema Nacional de Inversión Pública (SNIP).

Desde el 1 de junio hasta el 15 de julio, las autoridades superiores de cada organismo definen sus prioridades y su política institucional. En tanto, el MHCP, el Gabinete Económico y la Presidencia de la República precisan la política presupuestaria y las directrices financieras para el año siguiente, las que son comunicadas por la DGP-MHCP a la autoridades superiores de cada organismo para la formulación de sus anteproyectos de presupuesto.

A partir del 15 de julio y hasta el 30 de agosto, las autoridades superiores de cada organismo analizan sus políticas y metas definidas de mediano plazo para fijar sus políticas presupuestarias concretas, las que deben ser consistentes con la política presupuestaria y las directrices financieras definidas por el MHCP, el Gabinete del Gobierno y la Presidencia de la República. Igualmente, en este mismo período, las autoridades superiores de cada organismo, los directores de planificación y la DAF, definen y cuantifican el financiamiento del presupuesto explicitando las fuentes y estableciendo las prioridades de conformidad con las directrices globales. Así, las UEP mismo, definen la cantidad y calidad de las metas de bienes y servicios requeridos para su prestación.

Del 15 de julio al 20 de agosto, las UEP (o las unidades ejecutoras de actividades) de los organismos aplican la estimación de precios a la demanda de insumos reales para la prestación de los servicios, con el objetivo de precisar los créditos presupuestarios que requieren; de la misma forma, consolidan y verifican la coherencia con los objetivos y metas del programa en cada una de las alternativas propuestas, mientras el responsable de la DGAF de cada organismo procede a consolidar todos los programas institucionales y a verificar la coherencia de éstos con los objetivos y metas en cada una de las opciones de cálculo. Por su parte, las autoridades superiores de los organismos discuten con los directores de programas de la DGAF y de Planificación la aprobación del anteproyecto de Presupuesto del organismo; y en consecuencia, la autoridad superior de éste lo remite al MHCP. En caso de exceder los cálculos deberá explicarse en un anexo identificando qué programas y proyectos explican y ameritan la diferencia indicando además las prioridades.
El MHCP debe verificar, entre el 20 de agosto y el 17 de septiembre, que los anteproyectos de los organismos estén estructurados conforme los siguientes aspectos: (1) cumplimiento de las políticas presupuestarias definidas; (2) técnica y financieramente sustentados, tanto en lo concerniente a la magnitud de los gastos corrientes, como al componente de inversión pública y la previsión de fuentes de financiamiento; (3) coherencia entre políticas y objetivos institucionales y sectoriales, así como con relación a la producción de bienes y servicios.

Con los anteproyectos, el MHCP y la DGP elabora el primer borrador global del PGR, identifica inconsistencias y opciones posibles. Este documento sirve de base para las reuniones que en el período indicado se realizan entre el MHCP y las autoridades de los organismos, luego de las cuales el MHCP y la DGP elaboran una segunda estructura global del PGR, la que se presenta, para su consideración, al Gabinete Económico.

El Gabinete Económico y la Presidencia de la República discuten y aprueban, entre el 17 de septiembre y el 10 de octubre, el PGR, mientras el MHCP-DGP realiza los ajustes finales indicados por la Presidencia de la República y elabora el proyecto de la LAPGR.

Del 10 al 15 de octubre, la Presidencia de la República prepara la versión final del PGR y la remite a la Asamblea Nacional. El Presidente del Parlamento la envía a la CAEFP, y entre el 16 de octubre y el 31 de diciembre, el Poder Legislativo tiene que dictaminar, discutir y aprobar la LAPGR, la que luego es remitida a la Presidencia de la República para que la sanciones y promulgue.

Como ya se indicó anteriormente, tanto en la etapa de formulación como en la de ejecución y control existen dos actores principales: MINDEF y Ejército de Nicaragua, y los actores necesariamente involucrados son el MHCP, el Gabinete Económico y la Presidencia de la República, cuyos roles ya fueron previamente descritos. En la etapa de formulación, las dificultades entre los actores principales y los asociados se resumen a las diferencias existentes entre los techos preestablecidos y las necesidades reales tanto del MINDEF como del Ejército.

De lo anterior se desprende que los equipos de planeamiento están compuestos por civiles, en el caso del MINDEF, y por militares en el del Ejército. Tal como ya se indicó, el Ejército de Nicaragua, por virtud de la Ley 181, tiene la facultad para “Elaborar y proponer al Presidente de la República o a través del Ministerio de Defensa o de la instancia correspondiente en su caso, su propuesta de presupuesto anual” (Art. 3, numeral 4). En tanto, es deber del Presidente de la República “Recibir la propuesta de Presupuesto de Ingresos y Egresos del Ejército, para su posterior incorporación en el Proyecto del Presupuesto General de la República que deberá ser enviado a la Asamblea Nacional, así como revisar y controlar las finanzas del Ejército conforme las Leyes de la República” (Art. 6, numeral 12).

Tal potestad del Ejército, sin embargo, queda relativamente limitada por la Ley 290 que faculta al MINDEF, por delegación del Presidente de la República, a “Coordinar y dirigir la formulación del Presupuesto del Ejército de Nicaragua y supervisar su ejecución” (Art. 20, numeral f). No obstante, como ya se ha indicado, el MINDEF no ejerce tal facultad por carecer de la competencia profesional tanto institucional como en el ámbito de los recursos humanos calificados.

Como podrá observarse, el marco jurídico de ambas instituciones pone el tema presupuestario en dos diferentes planos y revela el roce que existe entre las facultades del MINDEF y las del Ejército el materia de formulación presupuestaria. Esto, sin embargo, no ha sido hasta la fecha causa de graves contradicciones ya que una suerte de “entendimiento institucional” cada institución formula por separado su anteproyecto de presupuesto y de la misma forma lo hacen llegar al MHCP. No obstante, debe señalarse que se están realizando esfuerzos para solventar esta situación, no tanto desde la perspectiva de un reforma a las leyes, sino desde el punto de vista práctico y operativo.

Para el MINDEF, el proceso de formulación de su presupuesto
 ―que de hecho aparenta ser un proceso relativamente sencillo, tanto por el tamaño de la institución como por las restricciones, límites y techos establecidos por el MHCP― el proceso de formulación se inicia entre julio y agosto de cada año, con la solicitud que le hace el MHCP al MINDEF de su estructura programática, es decir, si para el año siguiente se van a mantener los mismos programas o si se van a eliminar algunos o crear nuevos programas o actividades del MINDEF.

En realidad, el MINDEF propiamente tal tiene un único programa denominado Actividades Centrales, y a lo interno únicamente tiene actividades, y no hay proyectos ni sub-proyectos. La Dirección Superior del MINDEF define junto con la DGAF si va a haber cambios en la estructura programática. De no haberlos, se le informa al MHCP, institución que genera el organigrama que se utilizará para el próximo año presupuesto. Con base al organigrama y a la estructura programática el MHCP define el presupuesto del MINDEF ―Actividades Centrales.

Una vez que el MINDEF envía el MHCP su estructura programática y que éste le define por escrito cuál va a ser el organigrama del MINDEF, inmediatamente se asigna un techo presupuestario que es de carácter inercial ―o incremental― y el criterio que el MHCP utiliza para ello es el presupuesto del año anterior más un pequeño porcentaje que usualmente equivale al deslizamiento del córdoba con respecto al dólar.

Si el MINDEF precisara crear un programa nuevo, con lo que se incrementaría así la estructura programática y por tanto el presupuesto mismo, debe discutirlo con la Dirección General de la Función Pública en lo que respecta a la aprobación de la cantidad de cargos para ese programa. En esto, además, tiene un papel importante la Secretaría de Coordinación y Estrategia de la Presidencia (SECEP), ya que cuando una institución desea incluir un nuevo programa que genera la creación de ordinales (cargos y salarios por nómina fiscal), esto debe ajustarse a los lineamientos que determina la SECEP. Además, cabe recordar que el MINDEF depende de la Ley 290, que es la columna vertebral de la organización del Ejecutivo y es sobre esa base que la SECEP interviene para autorizar la creación de una nueva dirección u oficina, por ejemplo, toda vez que se definan los criterios que sustentan esa propuesta y las actividades.

El presupuesto asignado a Actividades Centrales ha experimentado en el quinquenio estudiado un proceso de reducción en términos absolutos y relativos, lo que de hecho lo convierte en un presupuesto inercial decreciente, tal como puede apreciarse en la tabla siguiente. Además, cabe señalar que en el 2003 los salarios de los miembros de la Dirección Superior, (ministro, viceministro y secretario general) fueron reducidos en 20 por ciento y en el 2004 en 10 por ciento.

Comparativo del presupuesto asignado al Programa Actividades Centrales 2002-2004

con relación al Presupuesto total asignado al MINDEF

(en Córdobas – C$)

	Concepto
	2002
	2003
	2004

	Presupuesto total MINDEF
	459,671,265
	485,960,902
	504,857,627

	Programa Defensa Nacional
	443,493,931
	471,806,789
	491,288,872

	Programa Actividades Centrales
	16,177,334
	14,154,13
	13,568,755

	% de Actividades Centrales vs. Presupuesto total MINDEF 
	3.51
	2.91
	2.68



Fuente: Ministerio de Defensa, 2004.

A partir de enero de 2003, y como consecuencia del constreñimiento del presupuesto asignado por el MHCP, el MINDEF se vio obligado a reducir su personal a fin de disponer de algunos recursos y utilizarlos en gastos operativos de la institución. Funcionarios de este Ministerio expusieron ampliamente ante el MHCP que la situación del mismo era excepcional ya que el estado y desarrollo de su estructura no era igual a la de los otros ministerios y que no podía aplicársele la lógica transversal de reducir el tamaño de Estado ―es decir, a todos los ministerios por igual― sin considerar las especificidades del MINDEF, ya que incluso en el 2003 no había completado su plantilla de cargos. A pesar de las sólidas argumentaciones de los funcionarios del MINDEF, el MHCP no entendió las razones y el presupuesto de Actividades Centrales (MINDEF propiamente tal) fue recortado.

Cabe entonces preguntarse ¿Con qué lógica se determina el presupuesto del MINDEF? ¿Cómo reducir un ministerio que aún no ha crecido, que está reducido y que sus proyecciones son a crecer? ¿Es que no existe voluntad política para desarrollar y fortalecer el Ministerio de Defensa? ¿Se continúa considerando simplemente como un “adorno democrático” y, en consecuencia, un gasto superfluo y hasta innecesario? Las respuestas, por la decisión tomada por las instancias correspondientes en el MHCP y la Presidencia de la República, parecen ser más que obvias. Obviamente que la calificación de “adorno democrático” no tiene un sentido peyorativo. Basta sólo considerar la importancia que le daba el Ejecutivo a esta cartera ya que en el quinquenio 1997-2002 hubo cinco diferentes ministros de defensa, y por otra parte debe subrayarse el hecho que, en general, la asignación de plazas ―cargos― en el MINDEF no ha podido sustraerse de la utilización de criterios político-partidistas privando éstos por sobre las consideraciones de competencia, profesionalismo y eficiencia.

Una vez que el MHCP ha determinado el techo presupuestario del MINDEF, la DGAF de éste comienza a formular el anteproyecto de presupuesto con base a las siguientes prioridades: (1) Salarios (Grupo de Gasto 1 –Servicios Personales, con todo lo que implica como décimo tercer mes, aporte patronal al Seguro Social, entre otros); (2) Grupo de Gasto 2 ―Servicios No Personales (en particular servicios básicos de agua, luz, teléfono, por ejemplo); y (3), Grupo de Gasto 3 ―Materiales y Suministros, particularmente el combustible para asegurar la movilización de los vehículos del MINDEF. Lo que queda
 se distribuye entre los demás renglones, que son operativos, en base a la importancia de cada uno de ellos y a la vez considerando la ejecución real de los seis meses anteriores ya que eso ofrece una radiografía real de lo que efectivamente se consume. Esa es la lógica que se utiliza para la distribución interna de los recursos asignados al MINDEF ―Actividades Centrales― por el MHCP.

Luego se prepara un borrador que se presenta a la Dirección Superior y se discute internamente; en algunas ocasiones hay observaciones de parte de los integrantes de ésta en términos de incrementos o reducciones, y una vez que la Dirección Superior lo autoriza, la DGAF prepara el anteproyecto de presupuesto en firme y se remite al MHCP tanto por la vía electrónica ya que el SIGFA así lo exige, y por impreso. El Ministro de Defensa envía carta al Ministro de Hacienda y Crédito Publico a la que le adjunta el anteproyecto del anteproyecto de presupuesto del MINDEF Actividades Centrales, de acuerdo al techo establecido.

Si eventualmente el anteproyecto superara el techo establecido, el MHCP ―a fuerza― lo corta sin criterios técnicos y puede ser que afecten algunas áreas sensibles. Pero en la lógica ministerial lo que se hace es que antes que el MHCP haga esos recortes, el MINDEF se recorta donde menos resulte afectado. Si acaso hay negociaciones para definir el limite impuesto, éstas se dan con el Ministro de MHCP antes de que envíen el techo o una vez que ya lo han hecho.

El proceso de formulación del presupuesto del Ejército de Nicaragua es más complejo que el del MINDEF debido a la propia naturaleza de la institución militar, su estructura orgánico-funcional, su despliegue territorial, sus roles y misiones, y el monto de los recursos que se requieren para su cumplimiento. Al igual que todos los organismos presupuestados, el ciclo presupuestario en el Ejército se inicia entre junio y julio de cada año, cuando el MHCP solicita la estructura programática a todos y cada uno de los organismos presupuestados.

A título de ilustración y para fines de comparación con la del MINDEF (Actividades Centrales) y establecer las debidas diferencias, a continuación se presenta la estructura orgánico-funcional del Ejército de Nicaragua.
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El presupuesto del Ejército se formula, se ejecuta y se fiscaliza internamente bajo uno de los preceptos fundamentales de toda institución militar: el mando centralizado
, que la Ley 181, enuncia expresamente al establecer que el Alto Mando del Ejército lo ejerce la Comandancia General por medio del Comandante en Jefe a quien se subordinan todas las fuerzas de la institución militar (Art. 7). En tal sentido, el proceso de formulación presupuestaria se realiza de forma paralela a la planificación de las actividades ―responsabilidad ésta que recae en de la Dirección de Operaciones y Planes (DOP)― que deben desarrollarse para el efectivo cumplimiento de la misión y roles del Ejército de Nicaragua, institución en la que existe, de forma permanente, una serie de comisiones superiores que funcionan todo el año, entre ellas la Comisión Superior de Planificación y Aseguramiento (CSPA)
, liderada por la Dirección de Finanzas del Estado Mayor General (DFEMGEN) e integrada por las direcciones de Logística (DLEMG), Cuadros (DPCEMG) y la DOP.

Una de las funciones de la CSPA es la coordinación del proceso de formulación del presupuesto del Ejército bajo la dirección del Comandante en Jefe. Una vez que la institución militar actualiza su estructura programática la Dirección de Finanzas del Estado Mayor General la presenta al MHCP y éste, a su vez, le remite el techo presupuestario correspondiente, que siempre es inferior a los requerimientos del Ejército. Sin embargo, aparentemente la institución militar ha logrado negociar exitosamente con la Dirección General de Presupuesto del MHCP la revisión del techo presupuestario, y en tal sentido, un ex-funcionario del MINDEF asegura que Hacienda “suele mostrarse más flexible con las propuestas del Ejército de Nicaragua, que con las del MIDEF”
, criterio que no es compartido por el Jefe de la Dirección de Finanzas del Ejército de Nicaragua, quien asegura que no se trata de flexibilidad ni complacencia con la institución armada sino de la capacidad que tiene el cuerpo armado para presentar argumentos sólidos y bien fundamentados ante las autoridades del MHCP
. En tal sentido debe mencionarse las negociaciones que se dan entre el Jefe de la DFEMGEN y el Director de la DGP del MHCP, así como los planteamientos que el Comandante en Jefe del Ejército hace ya sea al Presidente de la República y/o al Ministro de Hacienda.

A partir del techo establecido, la DFEMGEN emite las orientaciones para que se inicie la preparación del perfil de actividades así como sus requerimientos de aseguramiento financiero. Cuando se ha concluido la planificación de actividades del año presupuesto, la CSPA determina si las mismas tienen sustento presupuestario y esto se hace conforme al techo establecido por el MHCP.

La DPCEMG determina, por ejemplo, los lineamientos relativos al completamiento de personal y los movimientos de las categorías de personal, es decir las líneas de requerimientos de completamiento que considera necesarios; la Dirección de Doctrina y Enseñanza (DDEEMG) establece los planes de preparación (educación e instrucción militar) que va a desarrollar; igual hacen el Cuerpo Médico e Inteligencia y resto de especialidades.

Sobre la base de esa información se elabora un cronograma de reuniones para que cada especialidad presente ante la CSPA su plan de actividades con su soporte de aseguramiento financiero. Se analiza la información ―plan de actividades de cada especialidad― y considera el soporte financiero de las mismas, tarea que corresponde, en términos de consultas iniciales, a la CSPA, y para decisión posterior a la DFEMGEN. Las actividades pueden estar planificadas, pero si no hay soporte presupuestario se analiza y se llega a una determinación, por ejemplo en función de los intereses institucionales del mando, y con su aprobación, y se busca de dónde tomar los recursos necesarios para la ejecución de dichas actividades.

Solventados los requerimientos iniciales se procede a perfilar el Plan de Actividades Principales del Ejército de Nicaragua, que es el eje fundamental y en donde se determina qué actividades se realizarán con los recursos disponibles. Hasta este momento el presupuesto como tal no está completamente formulado, es solamente un perfil. Luego cada especialidad desarrolla un trabajo de detalle de precisión de recursos necesarios, y para ello la DFEMGEN prepara un calendario de reuniones por especialidad para tomar decisiones, y luego se elabora la Orden del Comandante en Jefe para Asegurar la Elaboración del Proyecto de Presupuesto del Ejército de Nicaragua, en la que se regula las fechas de presentación del presupuesto y se ordena a los jefes de direcciones (especialidades) desarrollar sus respectivos planes y proyecciones, es decir una serie de lineamientos generales que incluyen anexos con detalle.

Por otra parte, es preciso considerar que si se suman los gastos correspondientes a salario, combustible, vestuario, alimentación, servicios básicos (agua, luz, teléfono) esto prácticamente correspondes al 87 por ciento del presupuesto total del Ejército. Además, un alto porcentaje de las adquisiciones de las especialidades se hace de forma igualmente de forma centralizada, de tal forma que el Fondo Rotativo Interno (FRI), recursos líquidos que administra el Ejército sobre la base de un plan de ejecución anual desagregado por mes y trimestre, es en realidad una suma relativamente reducida, ya que las diferentes unidades presentan sus requerimientos a la DFEMGEN y los pagos de las adquisiciones contempladas se hacen de forma centralizada, es decir a través de la Dirección de Finanzas del Ejército, entidad que solicita, conforme los procedimientos del MHCP y el SIGFA, el pago a los distintos proveedores a través de los CUC.

La siguiente Tabla resume las actividades, tiempos, dirección, coordinación y participantes del proceso de formulación del proceso del Ejército de Nicaragua, y facilita la comprensión del proceso de formulación presupuestaria a lo interno de la institución militar.

CRONOGRAMA DE ACTIVIDADES

PARA LA ELABORACIÓN DEL ANTE PROYECTO DE PRESUPUESTO DEL EJÉRCITO DE NICARAGUA, 2004

	N/O
	
	PLAZOS
	DIRIGE
	COORDINA
	PARTICIPAN

	1

2

3

4

5
	Proceso de elaboración  del anteproyecto de Presupuesto 2004 por las Especialidades y Órganos Ejecutores

Presentación por las Especialidades anteproyecto de Presupuesto 2004 a la Dirección de Finanzas

Estructuración y formulación del anteproyecto de Presupuesto del Ejército de Nicaragua para el 2004

Presentación de anteproyecto de Presupuesto del Ejército de Nicaragua para el 2004, al Alto Mando

Envío de anteproyecto de Presupuesto del Ejército de Nicaragua año 2004 al Ministerio de Hacienda y Crédito Público


	07/07/03 al 12/08/03

13/08/03

14/08/03 al 30/08/03

04/09/03

09/09/03
	Comandante en Jefe

Comandante en Jefe

Comandante en Jefe

Comandante en Jefe

Comandante en Jefe
	Jefe Dirección de Finanzas

Jefe Dirección de Finanzas

Jefe Dirección de Finanzas

Jefe Dirección de Finanzas

Jefe Dirección de Finanzas
	Jefes Direcciones

Jefes Direcciones

Oficiales Dirección de Finanzas




Fuente: Dirección de Finanzas, Estado Mayor General Ejército de Nicaragua.

Con referencia a la estandarización de los presupuestos de defensa sobre la base de parámetros internacionales en general y respecto a los países vecinos en particular, es preciso señalar que como parte del proceso global de reforma y modernización del Estado, los países centroamericanos están desarrollando diferentes programas en el campo de la administración financiera, en especial los orientados al desenvolvimiento e implementación de los llamados sistemas integrados de administración financiera (SIAF), que en Nicaragua se conoce como SIGFA.

Los SIAF están conformados en casi todos los países del área y son rectorados por los Ministerios de Hacienda y/o Finanzas. De acuerdo con el Instituto Centroamericano de Administración Pública:

“la puesta en marcha de estos sistemas, ha tenido como propósito la búsqueda del mejoramiento de la gestión  de los recursos públicos, orientados en función de las prioridades nacionales bajo un marco de transparencia, apoyándose en su uso eficiente y basado en el criterio de economicidad. La  toma de decisiones a través de estos sistemas se fundamenta en la utilización de la información oportuna, completa y confiable”
.

Esta reforma financiera incluye a Nicaragua y a la fecha se han alcanzado logros significativos en materia de presupuesto, contabilidad, tesorería, sistema de nomina fiscal y control interno
. A manera de ejemplo, en materia de  presupuesto se ha logrado el “desarrollo e implementación de procesos de formulación, programación y evaluación del presupuesto en el Ministerio de Hacienda y Crédito Público y en otras instituciones seleccionadas [y el] desarrollo de políticas y procedimientos para el control y la auditoría interna”
.

En lo que corresponde específicamente al presupuesto de defensa, según funcionarios del MINDEF, durante la reunión de ministros de defensa celebrada en Chile (noviembre 2002) se abordó en una mesa el tema de la estandarización de los presupuestos de defensa
. Por otra parte, el “Programa de Limitación de Armamentos en Centroamérica para alcanzar el balance razonable de fuerzas y fomentar la estabilidad, confianza mutua y la transparencia” que el presidente Enrique Bolaños presentó a sus homólogos centroamericanos
, tiene como uno de sus componentes en materia de medidas de fomento de la confianza, la medición estandarizada de los gastos de defensa, que si bien no es una medida directa obviamente que va a obligar, de alguna manera, a la estandarización
.

En este sentido, el Ministerio de Defensa ha hecho dos gestiones específicas, la primera solicitar asistencia técnica al Ministerio de Defensa de Chile, institución que se comprometió a enviar en el futuro cercano a un especialista, y dos funcionarios del MINDEF han viajado a Chile a conocer la experiencia de ese país en el proceso de estandarización de medición del gasto de defensa. La segunda gestión se hizo, a través de la Cancillería, ante Naciones Unidas
. Obviamente que los resultados de tales gestiones podrían comenzar a verse en el mediano plazo.

Por otra parte, cabe señalar que el Tratado Marco de Seguridad Democrática en Centroamérica (TMSDCA), reconoce la reducción que se ha operado en los presupuestos militares en el subregión y la separación de la funciones policiales de las de la defensa nacional. Igualmente precisa que los entes contralores de todos los países asesorarán a la Comisión de Seguridad (CSCA) “en el diseño, establecimiento e instrumentación de programas y proyectos regionales de modernización y armonización legislativa, investigación, educación y prevención de la corrupción” (Art. 5). También llama a la “adecuación de los presupuestos nacionales, de acuerdo a la realidad de cada país, los que estarán orientados a beneficiar el sector social y en aquellos otros ámbitos que contribuyan a mejorar la calidad de vida del ser humano, así como de las clases más desprotegidas de la sociedad (Art. 16), y al balance razonable y adecuación correspondiente de fuerzas y presupuestos militares, conforme las normas constitucionales y sus particulares necesidades de defensa (Art. 33).

Conforme el TMSDCA las partes se comprometen a:

“proporcionar información, en el seno de la Comisión de Seguridad, sobre sus respectivos gastos militares y de seguridad pública aprobados en sus presupuestos para el año fiscal en ejercicio, tomando como marco de referencia para ello el Instrumento para la Presentación Internacional Normalizada de Informes sobre Gastos Militares”,
adoptado por la Organización de las Naciones Unidas, el 12 de diciembre de 1990, de conformidad con lo establecido en el literal k) del Artículo 52 del Tratado Marco de Seguridad Democrática en Centroamérica (Art. 35).

Igualmente, es responsabilidad o función de la CSCA “examinar la información proporcionada por los gobiernos sobre sus respectivos presupuestos militares [...] para el año fiscal en ejercicio y elaborar propuestas conjuntas para la eventual adecuación de los presupuestos futuros, tomando en cuenta la situación interna de cada estado” (Art. 52).

Sin embargo, resulta preciso resaltar que, en una buena medida, el TMSDCA ha quedado como un “hermosa declaración de intenciones”
 y que, en consecuencia, la efectiva observación de los preceptos enunciados y procedimientos contemplados ha resultado, hasta la fecha, una tarea de muy difícil cumplimiento y constituye, sin lugar a dudas, un tema pendiente en la agenda de la subregión. No obstante, debe señalarse que como consecuencia del diferendo fronterizo provocado por la ratificación de Honduras del Tratado Ramírez-López (1999) con Colombia, se ha iniciado un intercambio de información militar (efectivos, medio y presupuesto de defensa) entre los países de la región en el marco de la Comisión de Seguridad de Centroamérica y la Secretaría de la Integración Centroamericana (SICA). Este intercambio, aunque forzado por las circunstancias es al menos un primer paso que debe irse perfeccionando como parte de las medidas de fomento de la seguridad y la confianza entre los países de la región hasta convertirlo en un procedimiento estandarizado que responda a las necesidades de la defensa regional sobre la base de la confianza, la transparencia y la cooperación.

La economía nicaragüense inició la última década del siglo XX ―en la que arranca la segunda etapa de la transición política
― con una inflación del 33,000%, una infraestructura productiva severamente deteriorada e incapaz de satisfacer las necesidades básicas de la gran mayoría población, una desproporcionada deuda externa y el aislamiento extremo con relación a las Instituciones Financieras Internacionales. En pocas palabras, una sociedad en los límites de su capacidad de resistencia y una economía al borde del colapso. Mientras en el decenio de 1980 la planificación financiera tenía como eje rector la búsqueda de los recursos que se precisaban para la defensa armada de la revolución sandinista, a partir de abril de 1990 los ejes fundamentales de la planificación financiera apuntan a resolver los problemas de la inflación, las relaciones con las IFI, la deuda externa y los primeros pasos para la reconstrucción de la infraestructura productiva. Para ello, como podrá comprenderse, era preciso diseñar y poner en marcha un severo plan de ajuste estructural determinado por las IFI centrado en tres elementos esenciales: la reducción del gasto público, el redimensionamiento del tamaño de la estructura del Estado y la disciplina fiscal.

El gasto público ha logrado reducirse de forma relativa, más aún con el ingreso de Nicaragua a la iniciativa HIPC, que implica la reducción de la deuda externa en cerca de 80 por ciento, las condonaciones de algunas de las deudas bilaterales, y a ello contribuirá algo más la elegibilidad del país para formar parte de la Cuenta del Milenium. El Estado ha sido reducido de forma drástica, pero los salarios de funcionarios mayores como ministros, viceministros, secretarios generales y personal directamente ligado a las instancias del Ejecutivo aún permanecen altos para las posibilidades de Nicaragua. Entre 1990 y 1992, el Ejército sufrió un drástico proceso de reducción (redimensionamiento) de efectivos y presupuesto alcanzando en ambos casos un poco más del 80 por ciento
.

En términos teóricos, previo a la formulación del PGR, el Poder Ejecutivo ―Ministerio de Hacienda y Crédito Público, Banco Central de Nicaragua, Secretaría de Coordinación y Estrategias de la Presidencia de la República y Secretaría de Relaciones Económicas y de Cooperación― debe definir las políticas macroeconómicas y fiscales, de ocupación y salarios, planificación de inversiones y su financiamiento. De tal ejercicio resultan las referencias esenciales y se establece el marco financiero global para la formulación presupuestaria. No obstante, dicho ejercicio, más allá de su mera formalidad, está determinado por las condicionalidades impuestas por las IFI, las que además establecen de forma clara el techo presupuestal en función de la capacidad productiva real y el estimado del gasto público, de la recaudación fiscal y, en consecuencia, del mismo déficit fiscal, que se financia a través de empréstitos y transferencias externas. A esa dinámica está igualmente sometida la planificación financiera de Defensa.
Formalmente el Ejecutivo calcula cuánto va a recaudar (política impositiva), cuánto va a gastar (egresos) en la gestión del sector público. De conformidad con el Informe Anual 2002 del Banco Central, las finanzas nacionales estaban severamente deterioradas y el déficit fiscal había alcanzado niveles insostenibles
, y en consecuencia el gobierno procedió a realinear las finanzas públicas teniendo como meta principal aplicar mayores restricciones presupuestarias a fin de mejorar los niveles de ahorro corriente y reducir el déficit fiscal a través de una combinación de medidas de ajuste al gasto público y los ingresos fiscales. Al final, la asignación y distribución de los recursos del presupuesto a los diferentes organismos está sujeta a las políticas de reducción del gasto público y de ordenamiento fiscal determinados por el gobierno central en función de los programas de ajuste estructural impuestos por las IFI.

Aprobación

La Constitución Política de la Republica de Nicaragua establece que es atribución de la Asamblea Nacional “Conocer, discutir y aprobar el Proyecto de Ley Anual de Presupuesto General de la República, y ser informada periódicamente de su ejercicio conforme el procedimiento establecido en la Constitución y la Ley” (Art. 138, numeral 6 Cn). Establece además que es competencia del Poder Legislativo “modificar el Proyecto de Presupuesto enviado por el Presidente de la República”, pero le impide de crear gastos extraordinarios, salvo mediante ley en la que se deberá crear y fijar los recursos para financiarlos. Tampoco se puede crear tributos a través de la LAPGR (Art. 112 Cn). Además, la Asamblea Nacional es la única que puede aprobar cualquier modificación al PGR que implique incremento o reducción de créditos, reducción de ingresos o transferencias entre instituciones (Art. 112 Cn).

Por su parte, la Ley 51, Ley de Régimen Presupuestario
, establece que el Presidente de la República debe presentar el Proyecto de PGR a la Asamblea Nacional a más tardar el 15 de octubre, y que el mismo deberá contener: exposición de motivos (valoración de la política presupuestaria, lógica del plan económico, política fiscal, análisis de ingresos por fuentes y de egresos por distribución); información estadística de ingresos y egresos y proyecto de LAPGR (partidas de gastos de cada organismo, del servicio a la deuda pública y detalle de subvenciones y de asignaciones a cargos permanentes)
. La Asamblea Nacional, por su parte, deberá aprobar el Proyecto de LAPGR antes del fin de la legislatura (Art. 24), es decir, que usualmente corresponde al 15 de diciembre de cada año. Igualmente, la Ley 51 establece que si el Parlamento no logra aprobar el PGR “en el tiempo establecido, se pondrá en ejecución provisionalmente el presupuesto enviado por el Ejecutivo para el primer trimestre del año” (Art. 41). Además, el Presidente de la República, a través del MHCP, deberá “someter a la Asamblea Nacional el informe de la liquidación del presupuesto a más tardar el 31 de marzo del nuevo Año Fiscal (Art. 39).

El Estatuto General de la Asamblea Nacional (EGAN) establece que es función del Legislativo “Integrar las Comisiones Permanentes, las Comisiones Especiales y las Comisiones de Investigación” (Art. 27, numeral 5) y según el Artículo 37, una de las comisiones permanentes es la Comisión de Asuntos Económicos, Finanzas y Presupuesto (CAEFP), la que de conformidad con el Reglamento Interno de la Asamblea Nacional
 (RIAN) tiene entre sus funciones dictaminar los Proyectos de Ley relacionados con el Presupuesto General de la República (Art. 65).

Conforme el EGAN, una vez que el Presidente de la Asamblea Nacional ha recibido del Ministro de Hacienda y Crédito Público el Proyecto de Ley Anual de PGR, con su correspondiente exposición, , deberá enviarlo a la CAEFP para su dictamen y a los diputados para su conocimiento (Art. 80). Éstos están facultados a introducir mociones de modificación a través de la CAEFP en los veinte días siguiente a la presentación del Proyecto (Art. 81), y en su dictamen la CAEFP debe pronunciarse sobre las mociones de modificación recibidas, las mociones que no sean acogidas por la CEAFP podrán ser interpuestas en el Plenario por sus mocionistas (Art. 82). Previo a la discusión en lo particular, el Plenario debe pronunciarse sobre las mociones acogidas y dictaminadas. En caso de no haber consenso al seno de la CAEFP, el EGAN reconoce que se podrá presentar un dictamen de minoría, y para ello hay que seguir el procedimiento parlamentario establecido.

La aprobación del PGR en general y del presupuesto de defensa en particular tiene una doble característica. Por una parte, se trata de un trámite más o menos formal; y por otra, de un intenso proceso de negociaciones entre las distintas fuerzas políticas representadas en el Parlamento. En lo concerniente a la formalidad del trámite debe mencionarse que usualmente el Ejecutivo, quien en realidad detenta y hace uso del “poder del bolsillo”, llega a acuerdos con la Junta Directiva de la Asamblea Nacional y los miembros de la CAEFP sobre el techo global. También debe tenerse en cuenta que la Ley 51 establece que la Asamblea Nacional “no podrá introducir aumentos al total de egresos, sin señalar una nueva fuente de ingresos suficientes para atender esos aumentos” (Art. 22). En consecuencia, el Poder Legislativo sólo podría hacerlo incrementando los volúmenes de recaudación fiscal y es obvio que ningún diputado estaría dispuesto a poner su cabeza en juego al introducir nuevos impuestos que afecten al bolsillo de los contribuyentes, sean estos pequeños, medianos o grandes.

Así, el proceso que se da al seno de la CAEFP es en esencia un debate político-partidista, en algunos casos con un importante nivel de sustento técnico-profesional, en el que se conjugan los criterios ya indicados en el apartado “Criterios de aprobación del PGR” (supra) para incrementar o reducir determinadas partidas presupuestarias, en una suerte de competencia entre los intereses partidarios y las metas económico-sociales y los planes del gobierno en función de la redistribución entre los organismos y a lo interno de éstos, preservándose siempre el techo global y en menor medida los techos establecidos para cada uno de los diferentes organismos.

Además, es preciso subrayar que la Comisión de Defensa y Gobernación (CDG) no tiene mayor participación en la etapa de aprobación del presupuesto de defensa, salvo acompañar, en algunas ocasiones, a las autoridades civiles del MINDEF y militares del Ejército en el cabildeo que éstas hacen ante la CAEFP para conseguir mayores recursos, aunque también debe tenerse en consideración que los integrantes de la CDG tienen un relativo grado de influencia presentando sus posiciones y sugerencias ante sus respectivas bancadas parlamentarias y que así éstas incidan en las decisiones que presentan sus representantes que integran la CAEFP.

Tal como se afirma en un informe sobre la CDG, ésta “no tiene injerencia directa en el tratamiento del presupuesto de Defensa, el dictamen de éste se discute y dictamina en la Comisión de Asuntos Económicos, Finanzas y Presupuesto, y luego pasa al plenario. No obstante, es preciso señalar que la CDG sirve de apoyo a las instituciones de defensa y seguridad (publica) para el cabildeo de sus intereses presupuestarios”
, pero en la dinámica real del proceso de aprobación del PGR, como en el caso del Reino Unido
, por ejemplo, el papel de la CDG es prácticamente irrelevante.

En la etapa de aprobación en la Asamblea Nacional, como el presupuesto es presentado por el MHCP al Parlamento, ha sido histórico que el MINDEF, al igual que el resto de organismos presupuestados, no debe llegar a solicitar al Legislativo más recursos de los asignados y lo que se estila es más bien presentarse ante los miembros de la CEAFP a defender lo que el MHCP aprobó y que el Parlamento no  baje el techo establecido
.

Desde finales de la segunda mitad de la década de 1990 hasta la fecha, el Ejército de Nicaragua ―al igual que la Policía Nacional― ha desarrollado una importante capacidad para cabildear con los diputados de las diferentes bancadas parlamentarias, la Junta Directiva de la Asamblea Nacional y los integrantes de la CAEFP para presentarles sus requerimientos presupuestarios ―los que nunca coinciden con el monto asignado por el MHCP―, y solicitarles que los consideren a fin de lograr un presupuesto más cercano a sus necesidades, lo que casi siempre consigue, ya sea durante el proceso de la aprobación de la LAPGR o en las posteriores reformas que se hacen a la misma. Esto queda claramente demostrado en las notas explicativas a la Tabla 5.5. (supra).

Dirección General de Análisis y Seguimiento del Gasto Público de la Asamblea Nacional (DASGPAN)

En el proceso de fortalecimiento del Estado de Derecho, construcción democrática y modernización del Estado, es indispensable desarrollar los mecanismos idóneos de control político parlamentario sobre las finanzas publicas. Este proceso requiere, además, que la ciudadanía y la sociedad civil conozcan y comprendan la forma en que se maneja el tesoro de la nación y, en consecuencia, cómo se gastan sus impuestos y qué puede y debe hacer para que esto se realice con claridad, eficiencia y transparencia.

El Parlamento es prácticamente la única vía de que dispone la sociedad para conocer la forma en que son distribuidos los recursos financieros del país. La modernización del Estado y la transparencia sólo son viables a través de la lucha contra la corrupción y esto será posible si se dota al Parlamento los instrumentos político-jurídicos que le permitan desempeñar el papel de gran Contralor Político de la Hacienda Publica. Este rol de la Asamblea Nacional de Nicaragua es parte integral de uno de los pilares de la democracia, es decir, la independencia y equilibrio de los Poderes del Estado.

De ahí la importancia que tiene la función que desempeña la Dirección de Análisis y Seguimiento del gasto Público de la Asamblea Nacional (DASGPAN) para que el Legislativo pueda realizar esa tarea. La DASGPAN es el instrumento que tiene a su disposición la Asamblea Nacional para dar seguimiento y control de las Finanzas Publicas, y cuyo su soporte jurídico legal está claramente establecido en la Ley 51, Ley de Régimen Presupuestario, por la que crea “la Unidad Parlamentaria de Análisis, Seguimiento y Evaluación del Presupuesto General de Ingresos y Egresos bajo la coordinación de la Comisión de Asuntos Económicos, Finanzas y Presupuesto de la Asamblea Nacional, cuya función principal es asesorar a la Comisión” (Art. 8).

La DASGPAN tiene como objetivos: (1) Analizar la ejecución del Presupuesto General de la Republica para evaluar su efectividad y el impacto socio-económico del mismo; y (2) Valorar el impacto económico y social de los proyectos de ley que así lo requieran, con el fin de presentar alternativas reales que faciliten la aprobación de dichos proyectos y la implementación la ley. En el cumplimiento de tales objetivos, la DASGPAN tiene como funciones:

1. Analizar, controlar y evaluar el comportamiento y ejecución del Presupuesto General de la Republica.

2. Analizar los informes de ejecución trimestral y de liquidación presupuestaria que remite el Poder Ejecutivo a la Asamblea Nacional.

3. Formular alternativas presupuestarias independientemente de las que presente el Poder Ejecutivo a través del Proyecto de Presupuesto General de la Republica de cada año.

4. Brindar asesoría técnica a la Comisión de Asuntos Económicos, Finanzas y Presupuesto en el dictamen del Presupuesto Anual de la nación o cualquier otra ley de carácter económico o financiero.

5. Elaborar el análisis económico del Proyecto de Ley Anual de Presupuesto General de la República, estudiando el impacto económico y social que puede tener el presupuesto en la economía nacional.
Para ejercer el seguimiento y control del PGR, la DASGPAN se somete al marco legal establecido en la Constitución Política, la Ley de Régimen Presupuestario, las Leyes Anuales de Presupuesto y la Ley General de Deuda Publica
, que la facultan para el ejercicio de sus funciones.

La Constitución Política prescribe que una de las atribuciones del Poder Legislativo es “Conocer, discutir y aprobar el Proyecto de Ley Anual de Presupuesto General de la Republica, y ser  informada periódicamente de su ejercicio conforme al procedimiento establecido en la Constitución y en la Ley” (Art. 138, numeral 6 Cn). Por su parte, la Ley 51, Ley de Régimen Presupuestario, establece que la Asamblea Nacional tiene acceso a toda información relacionada con la ejecución y seguimiento de LAPGR y que el MHCP debe prestar al Legislativo las facilidades necesarias para cumplir a cabalidad con esa función (Art. 43). Por otra parte, la misma Ley obliga al Poder Ejecutivo someter a la Asamblea Nacional el Informe de liquidación del presupuesto (Art. 39).

Igualmente, las leyes anuales de PGR contienen artículos que sirven de base a la DASGPAN para ejercer el seguimiento y control, particularmente en lo que se refiere a los resultados e informes trimestrales que el MHCP debe enviar a la Asamblea Nacional de la ejecución presupuestaria a través de la CAEFP. La Ley Anual de Presupuesto General de la Republica 2004, por ejemplo, precisa que:

“El Ministerio de Hacienda y Crédito Publico, conforme a los registros del Sistema Integrado de Gestión Financiera, Administrativa y Auditoria, remitirá un informe trimestral de la ejecución presupuestaria financiera a la Asamblea Nacional a través de la Comisión de Asuntos Económicos Finanzas y Presupuesto, con copia a la Contraloría General de la Republica, a mas tardar dentro de los primeros treinta días siguientes a cada trimestre de que se trate. Este informe deberá contener, además del detalle de la ejecución de los proyectos de inversión, el desglose por renglones del gasto corriente y el gasto de capital de las instituciones según los registros del SIGFA” (Art. 13).
La misma ley establece que la DASGPAN tiene acceso directo a la información, al establecer que:

“La Dirección General de Presupuesto  del Ministerio de Hacienda y Crédito Publico deberá proporcionar a la Dirección General de Análisis y Seguimiento al Gasto Publico de la Asamblea Nacional, toda información vinculada a la Ejecución y Seguimiento de la Ley Anual de Presupuesto General de la Republica y cualquier otra información que resultase necesaria para el desarrollo del trabajo de la Comisión de Asuntos Económicos, Finanzas y Presupuesto de la Asamblea Nacional. (Art. 13)”

Se puede afirmar, entonces que existe un marco legal adecuado para analizar y dar seguimiento a la ejecución del PGR desde la Asamblea Nacional; sin embargo, es importante señalar que tal función se ha visto obstaculizada en los años anteriores por el poco flujo de información enviada por el MHCP y resto de instituciones del Ejecutivo al Parlamento, lo que ha estado, además, motivado en buena medida por el relativamente poco interés de la CAEFP en ejercer el seguimiento y control de la ejecución presupuestaria.

En 2003 se dieron los primeros pasos para superar esos obstáculos con la instalación del Sistema Integrado de Gestión Financiera Administrativa y Auditoria (SIGFA), que provee de información oportuna y confiable de más de 30 Instituciones ―entre éstas el MIDEF y el Ejército de Nicaragua― que, conectadas en línea, revelan la ejecución en tiempo real del PGR
. Este sistema permite, en principio, la vigilancia de la gestión publica por parte de la Asamblea Nacional y que la aprobación de la LAPGR se realice de manera eficaz y eficiente. No obstante, la CAEFP hace poco uso de esta valiosa información para dar seguimiento día a día a la ejecución presupuestaria.

De la misma forma, otra importante restricción que ha tenido la DASGPAN en el desempeño de sus funciones es la falta de condiciones para la realización del trabajo que incluye espacio físico adecuado, equipos informáticos y, en especial, personal profesionalmente competente y planes permanentes de capacitación y actualización.

Al SIGFA están conectados el Poder Legislativo y la Contraloría General de la Republica, pero con la particularidad que estos últimos tienen acceso a visualizar y obtener información de todas las instituciones conectadas, el resto está conectado al sistema a nivel de Institución. El sistema permite acceder a diferentes componentes como el Subsistema de Formulación, de Ejecución de Recursos, de Ejecución Presupuestaria del Gasto, el Subsistema de Tesorería, Contabilidad y el Gerencial. Para estas instituciones constituye un avance significativo en materia de transparencia ya que permite un acceso directo y oportuno a la información presupuestaria.

Ejecución, Control Interno y Externo
De la misma forma que existen dos “decisores” en la formulación del presupuesto de Defensa, la ejecución del mismo es igualmente un proceso “bifurcado”. El MINDEF y el Ejército de Nicaragua presentan por separado sus planes anuales de ejecución desagregados por mes y trimestre y el MHCP realiza por separado los desembolsos mensuales a cada una de esas instituciones. Salvo situaciones excepcionales, por ejemplo iliquidez provocada por descensos bruscos e inesperados en la recaudación fiscal, se pueden suceder retrasos en los desembolsos. Esto, sin embargo, no se ha producido en ningún momento del quinquenio estudiado, 2000-2004.

Al inicio de cada año presupuesto, los organismos deben presentar a la DGP del MHCP la programación física del año desagregada por trimestre, y dos semanas antes del siguiente trimestre la programación trimestral de compromiso y mensual devengado, que incluye la programación de la ejecución trimestral financiera, física y de combustible, desglosada por mes
.

Una vez que ha sido enviada la programación trimestral, desagregada por mes, ésta es aprobada o modificada por la DGP-MHCP. Cabe señalar que la programación trimestral no constituye una división aritmética del presupuesto asignado en cuatro tercios iguales en monto, sino que refleja los recursos que se van a necesitar por período. En general, no se trata necesariamente de una programación lineal, aunque sí lo es, por ejemplo, en salarios y servicios básicos, en los que se paga más o menos lo mismo todos los meses. Pero los montos de viajes al exterior y primas de seguro, por ejemplo, se ejecutan conforme las fechas en que se debe hacer uso de dichos rubros y, por lo tanto, no tienen necesariamente una programación mensual
.

Para fines de ilustración se presenta la siguiente Tabla en la que se describe la ejecución anual, trimestral y mensual del presupuesto del MINDEF (Actividades Centrales) para el año 2004. Como podrá constarse, dos trimestres (segundo ―abril-junio― y tercero ―julio-septiembre―) son idénticos tanto en valores absolutos como porcentuales, y en los valores totales y el desagregado mensual (sombreado). Las variaciones corresponden a los trimestres primero y cuatro (enero-marzo y octubre-diciembre). Igualmente podrá constarse que el trimestre de mayor nivel de ejecución ―sin ningún tipo de explicación― es el último comparado con los tres anteriores, tanto en valores absolutos como porcentuales. Es decir, que la Tabla muestra una combinación de programación lineal en el período abril-septiembre (el mismo nivel de gasto por mes y trimestre), y una programación no lineal entre enero-marzo, y octubre-diciembre de 2004 (con montos diferenciados por mes y trimestre).

Ministerio de Defensa (Actividades Centrales)

Ejecución presupuestaria absoluta y relativa anual, trimestral y mensual 2004

(en Córdobas)

	
	Total
	Enero
	Febrero
	Marzo
	Abril
	Mayo
	Junio
	Julio
	Agosto
	Septiembre
	Octubre 
	Noviembre
	Diciembre

	Total
	13,586,755
	917,456
	999,613
	1,329,960
	1,065,784
	1,065,784
	1,065,784
	1,065,784
	1,065,784
	1,065,784
	1,083,785
	1,083,785
	1,759,455

	Gasto Corriente
	13,586,755
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	Gasto de Capital
	
	---
	---
	---
	---
	---
	---
	---
	---
	---
	---
	---
	---

	Trimestral
	
	3,247,026
	3,197,352
	3,197,352
	3,927,025

	% del Total
	
	23.89
	23.53
	23.53
	28.90


Fuente: Elaboración propia con base a información de la Secretaría de Coordinación y Estrategias de la Presidencia (SECEP) 2004.

Igualmente puede inferirse que en la relación trimestral del gasto, el segundo y tercer trimestre corresponden a los períodos de menor nivel, y que el primero y el cuarto ―particularmente este último― constituyen los de mayores erogaciones, aunque también es preciso señalar que no existe una razón aparente que justifique tal comportamiento. Lo que queda, en conclusión, es que el presupuesto de Actividades Centrales se ejecuta linealmente en el segundo y tercer trimestre, no así en el primero y el cuarto.

Luego que el MHCP aprueba el plan de ejecución trimestral, modificado o no, la DGAF del MINDEF comienza a solicitar los desembolsos utilizando el SIGFA de acuerdo a los renglones de gasto, prepara el Comprobante Único Contable (CUC) en el que se precisa a qué proveedor va dirigido un determinado pago y solicita la emisión de un cheque a nombre de ese proveedor especificando la naturaleza de los servicios ofrecidos. Para solicitar un cheque a nombre de una persona, natural o jurídica, ésta debe estar inscrita en el Registro Central de Proveedores del Estado, de lo contrario el sistema lo bloquea y el pago no se efectúa.

Existe una utilización relativamente discrecional para trasladar de un rubro a otro dentro del mismo grupo de gasto y trimestre en ejecución, pero esto debe hacerse y solicitarse a través del SIGFA y para que esto suceda el analista del MHCP que atiende al MINDEF debe aprobarlo, pero con la autorización del director de la DGP del MHCP. Si en el trimestre en ejecución no se hace uso de los fondos asignados específicamente para un rubro éstos quedan como en una especie de ahorro institucional que puede ser utilizado al final del año. Los desembolsos se solicitan de acuerdo con el plan de trimestral de ejecución aprobado y desglosado por mes
.

En el caso que un rubro o renglón se quede corto en términos de disponibilidad de recursos, es posible hacer traslados de otros rubros o renglones haciendo las modificaciones correspondientes a través del SIGFA, las que deben ser aprobadas por el MHCP. En lo concerniente a transferencias pequeñas éstas pueden ser autorizadas por el analista del MHCP que atiende al MINDEF, pero si trata de montos mayores éstos deben ser aprobados por el director de la DGP del MHCP.

Por otra parte, es preciso anotar lo referente a los fondos líquidos que a lo largo del año maneja y administra el Ministerio de Defensa (Actividades Centrales). A inicio de año se genera el Fondo Rotativo, que sale del mismo presupuesto y es el único ingreso líquido que tiene el MINDEF mensualmente.

El Fondo Rotativo se genera mediante una fórmula que tiene el MHCP en base al presupuesto asignado al MINDEF
: del monto total del Grupo 2, Servicios No Personales, se toma el 30 por ciento; del monto total del Grupo 3, Materiales y Suministros, otro 30 por ciento, pero se le resta el combustible, y el 100 por ciento del Renglón 151, Beneficios Sociales al Trabajador
. Se suman esas cantidades y eso da el total que en concepto de Fondo Rotativo, que el MINDEF recibe mensualmente en dinero efectivo
, único ingreso líquido que tiene el MINDEF y que se utiliza para gastos menores, cajas chicas (Dirección Superior, DGAF), pagos menores, viáticos al personal, por ejemplo
.

Inicialmente el MHCP emitía un cheque fiscal y el MINDEF lo depositaba en su cuenta bancaria; pero a partir del 2004, cada mes el MHCP transfiere directamente el monto del Fondo Rotativo a una cuenta bancaria luego de una serie de procedimientos que realiza la DGAF a través del SIGFA, lo que ha permitido más control, ya que a través del SIGFA el MHCP se entera cómo se va gastando el Fondo Rotativo, y lo correspondiente al mes siguiente no lo desembolsa si el MINDEF no ha rendido cuentas a través del SIGFA y si el gasto está dentro de lo normal que establecen las normas de ejecución presupuestaria
. 

La ejecución del presupuesto de defensa en lo que corresponde a Defensa Nacional ―Ejército de Nicaragua― sigue exactamente el mismo proceso que Actividades Centrales ―MINDEF propiamente tal―. Se presenta un plan anual desagregado por trimestre y por mes que no tiene carácter lineal, es decir, que no representa la misma cantidad mensual ni trimestral, y conforme a dicha planificación el MHCP libera los fondos, tanto en lo que corresponde a pago a proveedores a través de los Comprobantes Únicos Contables (CUC), como en lo concerniente al Fondo Rotativo Interno (FIR), recursos en efectivo.

Obviamente que por el monto de los recursos presupuestados asignados y la estructura y funcionamiento de la institución militar, sus misiones y roles, de cara a la estructura y funciones del MINDEF, la ejecución de los mismos es más compleja y requiere de un conocimiento a fondo del funcionamiento y operatividad del cuerpo castrense, competencia que hasta el momento no ha sido alcanzada por el MINDEF como para poder ejercer a plenitud la funciones que le asigna la ley en materia del presupuesto de defensa.

Tanto el MINDEF ―Actividades Centrales― como el Ejército de Nicaragua ―Defensa Nacional― deben informar al MHCP, conforme establece la Ley 51, Ley de Régimen Presupuestario, y sus reformas y adiciones (Ley 136), así como las Normas y Procedimientos de Ejecución y Control Presupuestario
, sobre la ejecución presupuestaria, y además ambas instituciones cuentan con oficinas de auditoría interna que asesoran a las autoridades superiores de cada organismo en lo concerniente a la gestión de los servicios que prestan teniendo con fundamento en la ley, reglamentos y normas de los sistemas de administración y gestión gubernamental; evalúan el control interno; revisan y evalúan los controles financieros internos, los sistemas de planificación, organización, dirección y administración; auditan, a posteriori, las operaciones administrativas y financieras y la correcta utilización de los fondos asignados y determinan el grado alcanzado el logro de los objetivos previstos y resultados obtenidos relacionados con los recursos asignados y el cumplimiento de los planes y programas de cada entidad.

La Auditoría Interna del MINDEF ―que es una institución pequeña en personal y presupuesto― tiene como responsabilidad revisar que la ejecución del presupuesto se vaya realizando de acuerdo con las pautas previstas en el documento “Normas de Ejecución y Control Presupuestario”, es decir, las reglas del juego definidas anualmente por el MHCP que establecen qué se puede hacer, cómo hacerlo qué no hacer. Las funciones del auditor interno del MINDEF son menores que las asignadas por la Ley 290 a las auditorías internas de todos los organismos ya que el MINDEF es una entidad muy pequeña.

El auditor interno del MINDEF revisa que la ejecución presupuestaria esté acorde con el presupuesto asignado y a lo que establecen las normas anuales de ejecución presupuestaria, que usualmente no varían mucho de año en año, aunque si lo hacen, por ejemplo, en viáticos de viajes al exterior, establecida en una tabla por el MHCP sobre la base de categorías de funcionarios
 y región geográfica y que puede sufrir modificaciones de un año a otro.

Todos los auditores de los organismos presupuestados dependen técnicamente de la CGR, el auditor interno del MINDEF prepara sus informes a la CGR― tienen dos soportes para revisar la ejecución presupuestaria. Por una parte, las normas que emite el MCHP; y por otra, la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República (CGR), que si bien no es tan específica en cuanto a la ejecución del presupuesto, es general y señala las responsabilidades y sanciones cuando se superan las asignaciones establecidas. Los auditores internos de los organismos dependen administrativamente de éstos. En la actualidad, el SIGFA está integrando a los auditores de los organismos presupuestados dotando a cada uno de una terminal SIGFA para que tengan en línea la información que precisan para el desempeño de sus funciones, tal como ya lo hace la CGR, que desde sus oficinas puede auditar en línea a cualquiera de las instituciones integradas al SIGFA
. Con la información en línea, para sustentar su trabajo los auditores internos de todos los organismos presupuestados solamente tendrán que solicitar a la DGAF del organismo respectivo los documentos de soporte de las operaciones realizadas.

Se trata, sin embargo, de auditorías de legalidad o de control formal y no abarcan auditorias de desempeño, es decir, que no se analiza la eficacia y eficiencia de la gestión de defensa. Simplemente lo que se hace es determinar si los recursos asignados están siendo o fueron utilizados conforme establecido y si se cumplen las normas del SGFA y de la Contabilidad General del Estado.

Es importante resaltar que desde su institución hasta la fecha, la DGAF del MINDEF no ha recibido ningún tipo de comunicación, advertencia, imputación o reparo por parte de la Asamblea Nacional ni de la CGR sobre la calidad y transparencia de la ejecución del presupuesto de Actividades Centrales
. Por otra parte, debe indicarse que la CGR realiza auditorías programadas y que usualmente coinciden con los cambios de administración en los organismos presupuestados ―cambios de gobierno o de ministro―, y que la última, realizada en 2001, no reveló anomalía alguna en la gestión presupuestaria de esa entidad.

Por otra parte, se ha considerado necesario hacer referencia la Ley de Contrataciones del Estado ―cuyo objeto es “establecer las normas generales y los procedimientos que regulen la adquisición, arrendamiento de bienes, construcción de obras, consultoría y contratación de servicios de cualquier naturaleza que efectúen los organismos o entidades del Sector Público”
―, ya que ésta excluye de los procedimientos de la misma las adquisiciones del MINDEF “para el uso del Ejército Nacional de la República que se realicen con fines exclusivamente militares, necesarias para salvaguardar la integridad, independencia, seguridad y defensa nacional. Se exceptúan de esta modalidad aquellas adquisiciones para avituallamiento del Ejército en tiempo de paz” (Art. 3).

Por otra parte, es preciso destacar que en el marco del Programa de Reforma y Modernización del Sector Público, el gobierno de Nicaragua ha comenzado a desarrollar esfuerzos para mejorar la transparencia y “respondabilidad” (accountability) ―rendición de cuentas― en la administración del erario. Este esfuerzo está siendo impulsado a través de la aplicación del Sistema Integrado de Gestión Financiera Administrativa y Auditoria (SIGFA), iniciativa promovida y apoyada por la comunidad internacional donante
, y cuyo propósito es:

“dotar a las autoridades y a las unidades ejecutoras del Presupuesto General de la República, con información confiable y oportuna sobre la gestión financiera del Gobierno Central, incluyendo la captación y uso de los recursos presupuestarios; la situación contable; la administración patrimonial; y, la administración de compras y contrataciones, dentro de un marco de transparencia, eficiencia y economicidad operativa y de gestión”
.

Al respecto, el Ministro de Hacienda y Crédito Publico ha asegurado que el gobierno de la República está enfocado en establecer y desarrollar:

“normas y procedimientos de control efectivo en el Estado que permitan prevenir y corregir oportunamente las acciones indebidas. En tal sentido, Nicaragua ha logrado importantes avances en la implementación de un Sistema Integrado de Gestión Financiera, Administrativa y de Auditoria (SIGFA), que integra un conjunto de procedimientos y herramientas tecnológicas para proveer información confiable y auditable en tiempo real sobre la ejecución del gasto publico. Actualmente el sistema está instalado en todas las instituciones del gobierno central y se continua trabajando para mejorar sus niveles de efectividad y cobertura”
.

La Ley 290, Ley de Organización, Competencia y Procedimientos del Poder Ejecutivo
, establece que el MHCP es el órgano rector del SIGFA, el que se define como:

“un sistema gerencial integrado y auxiliado por una herramienta informática (e-SIGFA) cuyo propósito es contribuir a la elevación de la eficacia, eficiencia y transparencia en la programación, ejecución y evaluación de las operaciones financieras del gobierno. Se basa en los criterios de legalidad, probidad, responsabilidad y efectividad que debe caracterizar el ejercicio de la función publica, todo en el marco de la reforma financiera gubernamental”
.

En la actualidad, más 30 instituciones están conectadas al SIGFA, incluido el MINDEF y el Ejército de Nicaragua. Además, el Poder Legislativo y la Contraloría General de la Republica están incorporadas al sistema, lo que, en principio, constituye un avance en materia de transparencia ya que permite acceso directo y oportuno a la información presupuestaria a todos los organismos presupuestados que están en la red SIGFA,  no así a organizaciones la sociedad civil que puedan al menos visualizar el proceso de ejecución del PGR.

Por otra parte, el SIGFA, la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República (y sus reformas y adiciones) y el Código de Ética Profesional del Auditor Gubernamental, constituyen, desde la perspectiva jurídica, procedimental y de principios, un conjunto de normas que actúan como candados que cierran puertas a la posibilidad de diseminación no institucional de la ejecución presupuestaria y hacen difícil la violación al principio de la unidad presupuestaria. Hasta la fecha no se tiene información de que esto haya sucedido alguna vez, al menos en el quinquenio estudiado.

Existen, en términos de control externo, dos instancias: la Contraloría General de la República (CGR) y la Asamblea Nacional a través de la CAEFP. De esta última ya se explicó que a pesar de recibir información actualizada sobre la ejecución presupuestaria a través de la herramienta e-SIGFA, poco o ninguno es el uso que se hace de la misma en la CAEFP. De hecho, es preciso reiterar, el director de la DGAF del MINDEF asegura que nunca esta institución ha recibido ―a lo largo de sus siete años de existencia― una comunicación, reparo o imputación de parte de la CAEFP de la Asamblea Nacional con relación a la ejecución presupuestaria de Actividades Centrales (MINDEF)
.

Constitucionalmente la CGR es definida como “el Organismo Rector del sistema de control de la Administración Pública y fiscalización de los bienes y recursos del Estado” (Art. 154 Cn), y estará “sometido sólo al cumplimiento de la Constitución y las leyes; gozará de autonomía funcional y administrativa” (Art. 156 Cn). Por mandato de la Norma Suprema, la Contraloría General de la República (CGR) tiene la responsabilidad de establecer “el sistema de control que de manera preventiva asegure el uso debido de las fondos gubernamentales” (Art. 155, numeral 1 Cn.), así como controlar de forma sucesiva la gestión del Presupuesto General de la República (PGR), y controlar, examinar y evaluar la gestión administrativa y financiera de entes pública, entes subvencionados y empresas pública y privadas, cuando en estas últimas hay participación de capital público (Art. 155, numerales 2 y 3 Cn).

Por virtud de la reforma constitucional del año 2000, la CGR fue convertida en un cuerpo colegiado compuesto por ocho miembros, cinco propietarios y tres suplentes, los que son electos por la Asamblea Nacional para un período de cinco años, durante el cual gozarán de inmunidad.

La Ley Orgánica de la Contraloría General de la República (LOCGR)
, establece que cada entidad y organismo del sector público debe establecer los métodos y procedimientos de control interno, que comprende un plan que prevea la adecuada separación de funciones; los métodos y procedimientos que posibiliten métodos y procedimientos de autorización y registro de control financiero y administrativo de los recursos, obligaciones, ingresos, gastos y patrimonio; prácticas adecuadas para el cumplimiento de deberes y funciones de cada unidad; y una unidad de auditoría interna (Art. 40), que “será responsable, en forma privativa, del control posterior interno, ante la máxima autoridad del ente u Organismo” (Art. 41).

El Decreto 625, Ley Orgánica de la Contraloría General de Republica y del Sistema de Control Gubernamental (La Gaceta. Diario Oficial, No. 16) y sus reformas
 “regula a la Contraloría General de la Republica, establece un sistema de Control y evaluación de los recursos de la administración pública y del área propiedad del pueblo y comprende (Art.1):

a) El conjunto de Leyes, Reglamentos, Normas, Políticas, Métodos, Procedimientos y Órganos que rigen la actividad de las Entidades y Organismos del Sector Publico, en lo concerniente al control de sus gestión y al ejercicio de las facultades, autoridad y obligaciones de sus servidores;

b) Las acciones que deben llevarse a cabo para precautelar y verificar que sus recursos humanos, materiales y financieros se administren en forma correcta, eficiente, efectiva y económica, con el propósito de que se logren los fines, metas y objetivos programados;

c) Los procedimientos pertinentes a la utilización de los recursos públicos por parte de otras Entidades y Organismos; y

d) Comprende finalmente la adopción de las medidas adecuadas para corregir las desviaciones. 

Dicha Ley consta de siete Títulos y 184 artículos: I. Objeto de la Ley (Artos.1-7); II. Organismo Superior de Control (8-37); III. De las formas de control (38-86); IV. Sistema de Contabilidad Gubernamental (87-119); V. Determinación de las Responsabilidades (120-153); VI. Deberes, Atribuciones y Sanciones (154-176); VII. Disposiciones Generales y Finales (177-184).

El Titulo I ―Objeto de la Ley― establece las finalidades de la Ley, objetivos, componentes, ámbito de aplicación y control previo y posterior; el II ―Organismo Superior de Control― define su competencia, independencia y autonomía, atribuciones, el Consejo Superior de la Contraloría como máxima autoridad de control y organización, y facultades normativas; el III ―De las formas de Control― establece y regula el control interno, la auditoria gubernamental que comprende la auditoria interna, auditoria por medio de firmas privadas, auditorias por la Contraloría General y resultados de las Auditorias; el IV ―Sistema de Contabilidad Gubernamental― señala las facultades normativas, contabilidad de las entidades y organismos del Sector Publico, estados financieros y la consolidación de la información financiera; el V ―Determinación de las Responsabilidades― define la actuación de la Contraloría, establece las responsabilidades administrativa, civil y penal, el recurso de revisión y la caducidad y prescripción; el VI ―Deberes, Atribuciones y Sanciones― señala los deberes de las entidades y organismos del Sector Publico y en particular los deberes del titular de la entidad, titular financiero, jefe de la unidad de Contabilidad, jefe de la Unidad de Auditoria interna y otros, así mismo establece las sanciones administrativas para funcionarios o empleados del sector publico; finalmente, el VII ―Disposiciones Generales y finales― define los casos de nulidad en las contrataciones, establece la facultad que tiene la Contraloría para variar mediante acuerdo los montos de las multas establecidas en las sanciones administrativas.

El Decreto 625 comprende, en lo concerniente a control interno de una entidad u organismo:

“el plan de organización y el conjunto de medios adoptados para salvaguardar sus recursos, verificar la exactitud y veracidad de su información financiera, técnica y administrativa, promover la eficacia en las operaciones, estimular la observancia de las políticas prescritas y lograr el cumplimiento de las metas y objetivos programados” (Art. 38).

Igualmente determina la obligación que tienen las entidades y organismos del sector publico de establecer métodos y procedimientos propios de control interno (Art. 39), y prescribe que “La Contraloría General, al realizar sus funciones de control externo, podrá examinar y evaluar el control interno de las entidades y Organismos y formulara las recomendaciones especificas que fueren necesarias para mejorarlo” (Art. 42).

De la misma forma establece la Auditoria Gubernamental que consiste:

“en un examen objetivo, sistemático y profesional de las operaciones financieras o administrativas o de ambas a la vez, practicado con posterioridad a su ejecución, con la finalidad de verificarlas, evaluarlas y elaborar  el correspondiente informe  que debe contener comentarios, conclusiones y recomendaciones y en caso de examen de los estados financieros, el respectivo dictamen profesional” (Art. 43).

La Auditoria Gubernamental es efectuada por Contadores Públicos y describe los requisitos que deben reunir (Art. 46). Al definir las Clases de Auditorias indica que:

“La auditoria gubernamental se llama interna, cuando es realizada por las unidades administrativas especificas de las Entidades y Organismos del sector publico, y externa, cuando es practicada por la Contraloría General por medio de sus propias unidades administrativas o de firmas privadas contratadas. Desde otro punto de vista, la auditoria gubernamental es financiera u operacional. En ambos casos deberá ser ejecutada por un equipo único de profesionales a quienes corresponde emitir un solo informe, de acuerdo con las técnicas, métodos y procedimientos específicos” (Art. 48).

Asimismo define la Auditoria Operacional que consiste en

“el examen y evaluación que se realiza con respecto a una Entidad u Organismo, para establecer el grado de eficiencia, efectividad y economía en su planificación, organización, dirección, control interno y uso de sus recursos; verificar la observancia de las disposiciones pertinentes y formular comentarios, conclusiones y recomendaciones tendientes a mejorar las actividades y materias examinadas; dirigirá su atención en forma selectiva a las actividades y materias consideradas como criticas” (Art. 49).

Se define Auditoria Financiera como:

“el examen de los registros, comprobantes, documentos y otras evidencias que sustentan los estados financieros de una Entidad u Organismo, efectuado por el auditor para formular el dictamen con respecto a la razonabilidad con que se presentan los resultados de las operaciones, la situación financiera, los cambios operados en ella y en el patrimonio; para determinar el cumplimiento de las disposiciones legales y para formular comentarios, conclusiones y recomendaciones tendientes a mejorar los procedimientos relativos a la gestión financiera y al control interno” (Art. 50).

Por su parte, la Auditoria Interna consiste en:

“el examen posterior de las operaciones financieras o administrativas de una entidad u organismo del sector publico, como un servicio a la alta dirección, realizados por sus propios auditores organizados en una unidad administrativa de auditoria interna, con las finalidades determinadas en el Articulo 43 (nota 3)  de esta Ley; las funciones y actividades de estos auditores deben estar completamente desligadas de las actividades y operaciones sujetas a su examen” (Art. 53).

También esta ley establece la Auditoria por medio de firmas privadas indicando que:

“Antes de iniciar una auditoria que forme parte del plan, o a solicitud de parte, o ante la urgente necesidad de efectuar una auditoria externa de una Entidad u Organismo sujeto a su control, la Contraloría General de la Republica determinara si será efectuado el trabajo por auditores de la Contraloría, o si se contratara una firma privada profesional para este propósito, tomando en cuenta la naturaleza y objeto del examen, la disponibilidad de auditores de la Contraloría, la posibilidad que sea financiado el contrato y el beneficio real que se puede obtener” (Art. 66).

Cuando se contrata una firma privada para efectuar la Auditoria en una Entidad u Organismo debe cumplirse con el proceso de selección, calificación y contratación que establece la Contraloría (Arto.67).

Con relación a las Auditorias realizadas por la Contraloría General de la Republica establece que ésta deberá formular un Plan Anual de Auditoria Gubernamental (Art. 76), el que debe ser flexible de manera que le permita realizar auditorias y exámenes especiales no previstos, resultantes de emergencias, solicitudes urgentes, denuncias significativas y otros motivos (Art. 77).

En lo concerniente a la ejecución de las Auditorias se prescribe que:

“Las auditorias operacional y financiera, que haya de efectuar la Contraloría General, serán ejecutadas de acuerdo con las normas de auditorias generalmente aceptadas y con arreglo a las políticas, normas técnicas, manuales e instructivos expedidos por la Contraloría General de la Republica, que resulten aplicables según la clase del examen y el objeto sobre el que deba versar” (Art. 78).

Esta es la teoría, los fundamentos jurídicos, las normas y procedimientos. En la realidad, como ya se indicó anteriormente, se trata de auditorías de legalidad o de control formal y no constituyen, al menos hasta la fecha, auditorias de desempeño, simplemente se determina si los recursos asignados están siendo o fueron utilizados conforme establecido y si se cumplen las normas y procedimientos del SGFA y de la Contabilidad General del Estado. Es decir que no se establece de ninguna forma la necesaria relación entre política de defensa ―que de hecho no existe expresamente formulada como tal― y presupuesto de defensa, expresada la primera en los principios y líneas generales para la producción del bien público defensa, y el segundo en los recursos asignados para la producción de dicho bien.

Igualmente no puede dejar de mencionarse que en su funcionamiento, la CGR está determinada, más que por la ley misma, por los intereses políticos de los integrantes del Consejo Superior. La reforma constitucional del 2000 hizo desaparecer la dirección unipersonal de la CGR e introdujo el concepto de “cuerpo colegiado” ―Consejo Superior― integrado por tres contralores del Partido Liberal Constitucionalista y dos del Frente Sandinista. También debe subrayarse que la mayoría de las resoluciones emitidas por la CGR y que implican responsabilidad administrativa, penal o ambas para algún funcionario público, son recurridas de amparo ante los tribunales correspondientes con lo que pierden efectividad y se pone en tela de juicio la transparencia.

Informe de Ejecución Presupuestaria (IEP) del MHCP
El proceso de evaluación y supervisión de la ejecución presupuestaria tiene, de acuerdo con Giraldo, dos fines esenciales: por una parte, determinar si los recursos son gastados de la forma que indica el presupuesto (auditoría); y por otra, evaluar si las metas de la política de cada organismo han sido alcanzadas (valoración del resultado)
. En el caso particular de Nicaragua no parece ser que realmente se trabaje en función de el segundo propósito.

La Ley 51, Ley de Régimen Presupuestario
 (y sus reformas y adiciones, contenidas en la Ley 136), cuyo objeto es “establecer los procedimientos que regulan la formulación, aprobación, ejecución, control y evaluación del Presupuesto General de la República” (Art. 1), establece que es función y responsabilidad del MHCP:

“la consolidación contable de la ejecución presupuestaria de los ingresos y egresos (Art. 35) [y que en tal sentido] controlará y evaluará el grado de cumplimiento de la ejecución presupuestaria de los organismos en relación a los objetivos y metas consignadas en sus respectivos programas
” (Art. 37),

y que una vez concluido el ejercicio presupuestario, el MHCP deberá presentar el Informe de Liquidación del Presupuesto al Presidente de la República, quien lo remitirá a la Contraloría General de la República (Art. 38) y someterá a la Asamblea Nacional a más tardar el 31 de marzo del nuevo Año Fiscal (Art. 39).

Usualmente los IEP de componen de cinco partes: I. Explicación sobre las modificaciones  sufridas por la LAPGRP luego que ésta ha sido aprobada (incrementos, decrementos y reasignación de recursos a organismos); II. Análisis global del balance fiscal; III. Análisis de la ejecución del presupuesto de ingresos; IV.  Análisis sobre la ejecución de gasto; y V. Anexos.

Lo primero que salta a la vista del análisis del IEP son las diferencias y asimetrías entre el formato de presentación del PGR y el del IEP, pero no desde un punto de vista formal sino que, más importante aún, por el grado de desagregación de la información de la información en el primero y la frugalidad del segundo. Mientras en el PGR las asignaciones presupuestarias son presentadas con un importante nivel de desglose (programas, proyectos y renglones), en el IEP se recurre al facilismo de globalizar las cifras y tal pareciera indicar que el único interés del MHCP es ofrecer un resumen contable del presupuesto global, por organismos y sectores
 en términos de monto asignado, monto ejecutado y porcentaje de ejecución.

Esto queda evidenciado en la naturaleza y contenido de las tablas presentadas en los Anexos, tales como Gastos Totales por Organismos, Estructura Funcional del Gasto, Clasificación Económica de Gastos Devengados (Gasto Corriente y Gasto de Capital), Detalle de Gasto de Capital (clasificación institucional por tipo de gasto y clasificación institucional por fuente de financiamiento). Dichas tablas solamente indican el presupuesto actualizado, el monto ejecutado y el porcentaje de ejecución, tal como lo muestra la tabla siguiente.

Cuadro No. 6

Gobierno Central

Gastos Totales por Organismos

Ejecución Período 2003

(Córdobas)

	Institución
	Presupuesto actualizado
	Ejecución devengado
	Grado de Ejecución %

	Asamblea Nacional
	242,388,802.37 
	241,694,272.45
	99.7

	Corte Suprema de Justicia
	514,894,336.50 
	480,672,856.74
	93.4

	Consejo Supremo Electoral
	98,082,590.00 
	98,015,360.06
	99.9

	Contraloría General de la República
	93,282,349.69 
	77,343,745.97 82
	82.9

	Presidencia de la República
	250,992,550.80 
	222,472,791.09
	88.6

	Ministerio de Gobernación
	755,006,333.29 
	744,562,240.62
	98.6

	Ministerio de Relaciones Exteriores
	266,310,176.25 
	266,163,485.84
	99.9

	Ministerio de Defensa
	548,527,107.16 
	533,313,782.01
	97.2

	Ministerio de Hacienda y Crédito Público
	79,606,769.00 
	79,576,059.57
	100.0

	Ministerio de Fomento Industria y Comercio
	186,276,436.00 
	163,629,253.18
	87.8

	Ministerio de Educación, Cultura y Deportes
	1,859,623,669.37 
	1,816,010,132.36
	97.7

	Ministerio Agropecuario y Forestal
	448,488,454.12 
	395,202,223.52
	88.1

	Ministerio de Transporte e Infraestructura
	1,128,696,007.86 
	1,056,147,307.09
	93.6

	Ministerio de Salud
	2,088,008,097.95 
	2,032,767,149.61
	97.3

	Ministerio del Trabajo
	53,220,655.16 
	48,059,621.40
	90.3

	Ministerio del Ambiente y Recursos Naturales
	227,665,750.59 
	222,794,066.56
	97.9

	Ministerio de la Familia
	328,979,266.33 
	301,745,876.66
	91.7

	Procuraduría General de la República
	18,693,223.64 
	18,556,287.72
	99.3

	Instituto Nicaragüense de fomento Municipal
	146,404,431.15 
	120,840,557.78
	82.5

	Asignaciones a Entes Descentralizados y Otras Instituciones
	3,618,944,416.81 
	3,168,193,988.52
	87.5

	Servicio de la Deuda Pública (Intereses y Comisiones
	3,076,058,886.00 
	2,853,913,710.83
	92.8

	TOTAL GASTOS
	16,030,150,310.04 
	14,941,674,769.58
	93.2

	AMORTIZACIÓN

Interna

Externa
	3,171,911,725.00

493,723,527.00 

2,678,188,198.00 
	2,754,220,038.21

762,882,074.60

1,991,337,963.61
	86.8

154.5

74.4

	TOTAL GASTOS + AMORTIZACIÓN
	19,202,062,035.04 
	17,695,894,807.79
	92.2


Fuente: Ministerio de Hacienda y Crédito Público. Informe. “Liquidación del Presupuesto General de la República 2003”. Versión electrónica: www.hacienda.gob.ni
En consecuencia, el IEP no tiene la menor utilidad para evaluar la calidad, eficiencia y transparencia de la ejecución presupuestaria de Defensa, ―que además ni siquiera aparece desglosada en sus dos “programas”, es decir, Actividades Centrales y Defensa Nacional― y apenas podría servir para establecer la relación aritmética entre cuánto se asignó y cuánto se gastó, y la relación porcentual entre lo asignado y lo gastado. Tal pareciera que ésa es, desde la perspectiva del gobierno, la forma de medir la “eficiencia” de la gestión presupuestaria; y que en consecuencia debe presumirse que los organismos que ejecutaron una cantidad más cercana al 100 por ciento son más eficientes, y lo son menos aquellos que más se alejen ese porcentaje del límite superior.

En el caso del presupuesto de Defensa, es preocupante la imposibilidad de diferenciar la calidad, eficiencia y transparencia de los dos “programas” (Actividades Centrales y Defensa Nacional), ya que el IEP no permite valorar cada programa a profundidad y con un importante grado de desagregación, tal como se presentan en el PGR, porque al final de cuentas lo que se evalúa no es la calidad, eficiencia y transparencia de los “programas” sino el nivel de ejecución global del organismo Ministerio de Defensa, es decir el monto y proporción en que fueron ejecutado los recursos asignados. Hasta la fecha, los IEP apenas indican en qué relación absoluta y porcentual fueron gastados los recursos asignados a Defensa, pero no incluyen si éstos fueron gastados bien y menos aún si las metas de la política de defensa (que no existe) fueron alcanzadas.

Esto es de particular importancia porque la valoración de un presupuesto por programas y resultados, como se supone que es el de Nicaragua, debe poner énfasis y especial atención “en determinar si los recursos gastados en defensa están en realidad contribuyendo a la seguridad nacional. De no se así, los recursos deberían ser asignados en el presupuesto del año siguiente a proyectos o misiones que contribuyan más a la defensa nacional”
.

Es obvio que la evaluación de la ejecución presupuestaria de defensa por resultados es más difícil que la del Ministerio de Educación, por ejemplo. En este último caso existen indicadores de efectividad, como cantidad de escuelas o aulas construidas, tasa de matrícula y de rendimiento escolar, índice de retención, grado de escolaridad por subsistemas y segmentos de edades y porcentajes de reprobados, entre otros, o en kilómetros de carreteras construidos por el Ministerio de Transporte e Infraestructura, o cantidad de pacientes atendidos por el Ministerio de Salud.

Para el MINDEF esto resulta ser un poco más complicado, salvo, por ejemplo, en el caso del programa nacional de desminado humanitario en el que se puede establecer la cantidad de minas en arsenal y sembradas que son destruidas en un año determinado. El problema estriba, a todas luces, en la forma en que se pueda cuantificar y cualificar el bien público defensa y establecer la relación entre éste, la política de defensa, los recursos asignados para producirlo y su impacto en la seguridad nacional.

Nadie duda que la medición de la efectividad de la ejecución presupuestaria de defensa por resultados es muy difícil, pero es un tema que debe abrirse a debate, a la vez que es preciso establecer indicadores de efectividad y consensuar las metas de defensa con el gasto establecido
. Lamentablemente, al igual que sucede en la mayoría de países en proceso de democratización, tal debate aún no se empieza en Nicaragua y en el corto y mediano plazo no se ven posibilidades que se suceda, al menos como esfuerzo oficial, lo que aleja la posibilidad de realizar una verdadera evaluación de la efectividad del presupuesto de Defensa
.

Más aún, sin explicaciones de ningún tipo, sin ningún sustento técnico y sin señalar criterios válidos, en la tabla y gráfico de Clasificación Sectorial de la Ejecución Presupuestaria por Estructura Funcional, se crea ―de forma arbitraria― un sector identificado como “Defensa, Orden Interior y Seguridad”, en el que se fusionan antojadizamente los presupuestos asignados a la Corte Suprema de Justicia (CSJ)
, los ministerios de Defensa (MINDEF) y Gobernación (MINGOB)
 y Entes Descentralizados y Otras Instituciones (que no se identifican), y se indica el porcentaje de ejecución presupuestaria del “sector”, lo que a todas luces carece de utilidad práctica y de valor analítico.

Si algo puede quedar claro, al menos conforme el Informe de Ejecución Presupuestaria 2003
, es que el MINDEF es el organismo con mayor nivel de ejecución dentro del “Sector Defensa, Orden Interior y Seguridad”, con un 99.9, solamente superado por Entes Descentralizados y Otras Instituciones (100%)
, tal como aseguró el Comandante en Jefe del Ejército a un medio de comunicación al afirmar que:

“según palabras del actual Ministro de Hacienda, el único que cumple su programación financiera, somos nosotros, hay ministerios que subejecutan, y dentro del marco de la disciplina financiera nos apegamos a lo que regula Defensa y Hacienda”.

o indica la tabla y gráfica que se presentan a continuación.

Cuadro No. 8

Gobierno Central

Estructura Funcional del Gasto. Ejecución Período 2003

Sector Defensa, Orden Público y Seguridad

(Córdobas)
	Conceptos
	Presupuesto actualizado
	Ejecución devengado
	Grado de Ejecución %

	Defensa, Orden Público y Seguridad

· Corte Suprema de Justicia

· Ministerio de Gobernación

· Ministerio de Defensa

· Asignación a Entes Descentralizados y Otras Instituciones
	1,846,832,172.74 

512,797,336.50 

735,371,552.29 

528,333,526.54 

70,329,757.41
	1,801,811,902.05

478,575,856.74

724,927,460.22

527,978,827.71

70,329,757.38
	97.6

93.3

98.6

99.9

100.0


Distribución Porcentual de la Ejecución de Gastos 2003

Estructura Funcional. Clasificación Sectorial
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Defensa y Orden Público

Servicio Social

Educación

Servicios Recreativos

Salud

Vivienda

Serv. Económicos

Deuda Púb. Intereses y Gastos

Administración Gubernamental


	Concepto
	Córdobas

	% de Ejecución

	Administración Gubernamental                        
	1,599,640,695.50
	10.7

	Defensa Orden Público y Seguridad
	1,801,811,902.05
	12.1

	Educación
	2,896,401,734.26
	19.4

	Salud
	2,164,910,303.28
	14.1

	Servicios Sociales y Asistencia Social
	626,702,335.21
	4.2

	Vivienda y Servicios Comunitarios
	554,006,932.27
	3.1

	Serv. Recreativos y Culturales
	  55,905,883.10
	0.4

	Servicios Económicos
	2,388,381,273.08
	16.0

	Deuda Pública Intereses y Comisiones
	2,853,913,710.83
	19.1


Del análisis de la información contenida en los IEP se concluye que éstos solamente cumplen con lo establecido en el Art. 35 de la Ley 51 (Ley de Régimen Presupuestario) ―la consolidación contable de la ejecución presupuestaria de ingresos y egresos―, no así lo prescrito en el Art. 37, es decir, el control y evaluación del “grado de cumplimiento de la ejecución presupuestaria de los organismos en relación a los objetivos y metas consignadas en sus respectivos programas”. En consecuencia, la utilidad práctica de los IEP es virtualmente nula para fines del análisis y evaluación de la ejecución ―en términos de calidad, eficiencia y transparencia― del PGR en general y del presupuesto de Defensa en particular.

No obstante, es preciso hacer notar que en la LAPGR 2004 se establece ―quizás como un intento para enmendar las limitaciones y vacíos indicados― que Ministerio de Hacienda y Crédito Público, “conforme a los registros del Sistema Integrado de Gestión Financiera, Administrativa y Auditoria, remitirá un informe trimestral de la ejecución presupuestaria financiera a la Asamblea Nacional a través de la Comisión de Asuntos Económicos, Finanzas y Presupuesto, con copia a la Contraloría General de la Republica, a más tardar dentro de los primeros treinta días siguientes a cada trimestre de que se trate. Este informe deberá contener, además del detalle de la ejecución de los proyectos de inversión, el desglose por renglones del gasto corriente y el gasto de capital de las instituciones según los registros del SIGFA
” (Art.13).

Pero lo anterior no constituye novedad alguna, ya que en la Ley 446, Ley Anual de Presupuesto General de la República 2003, se establecía con meridiana claridad prácticamente lo mismo:

“Todos los organismos e instituciones que se financien, total o parcialmente, con fondos del Presupuesto tanto de origen interno, como de donaciones y desembolsos de préstamos externos, están obligados a presentar a la Dirección General de Presupuesto, del Ministerio de Hacienda y Crédito Público, a más tardar dentro de los primeros veinte días de cada trimestre de que se trate, los resultados e informes de la ejecución financiera y física del presupuesto del período anterior.

El Ministerio de Hacienda y Crédito Público, conforme a los registros del Sistema Integrado de Gestión Financiera, Administrativa y Auditoría, remitirá un informe trimestral de la ejecución presupuestaria financiera a la Asamblea Nacional a través de la Comisión de Asuntos Económicos, Finanzas y Presupuesto, con copia a la Contraloría General de la República, a más tardar dentro de los primeros treinta días siguientes a cada trimestre de que se trate. Este Informe deberá de contener, además del detalle de la ejecución de los proyectos de inversión el desglose por renglones del gasto corriente y el gasto de capital de las Instituciones según los registros del SIGFA”. (Art. 14).

Obviamente que esto último, como ya se ha indicado, no se cumplió y la ley quedó como letra muerta. Pero lo que llama poderosamente la atención en este sentido es que la Asamblea Nacional, institución que aprueba la ley, no reclame el cumplimiento cabal de la misma al MHCP. De lo anterior podría inferirse que es poco o nulo es uso que la CAEFP en particular y la Asamblea Nacional en general hacen de los informes que el MHCP envía al Parlamento, informes que además están a disposición a través de la terminal SIGFA de la DASGPAN.

Queda por verse si en el ejercicio presupuestario 2004 se observa rigurosamente lo establecido en la LAPGR 2004; de ser así, quizás los IEF o informes de liquidación presupuestaria podrían tener en el futuro el valor práctico y la utilidad analítica que hasta ahora no han tenido ni tienen.

La fidelidad y eficiencia del control que ejercen las auditorías internas del MINDEF y el Ejército de Nicaragua son relativas, en tanto se circunscriben a los límites de un resumen contable y dejan de lado la evaluación de la calidad, eficiencia, y transparencia de la ejecución presupuestaria vis a vis la política exterior y de defensa, es decir, una evaluación basada en programas y resultados. Son, como ya se ha indicado, auditorías de legalidad y control formal contable. La Dirección de Finanzas del Estado Mayor del Ejército de Nicaragua (DFEMGEN) cuenta con una Sección de Auditoría Interna, pero a diferencia del resto de organismos presupuestados la misma no está sujeta administrativamente a la CGR, de tal forma que teóricamente la CGR sólo tiene capacidad de fiscalizar en línea, a través del e-SIGFA el gasto de defensa correspondiente a Actividades Centrales.

En el caso del Ejército de Nicaragua, la principal entidad de control interno es la Inspectoría General (IGEN), definida por la Ley 181 como el

“Órgano de la Comandancia General, subordinada directamente al Comandante en Jefe del Ejército, del que recibirá las misiones, directivas y órdenes, y a quien informará de su cumplimiento; está designada para la supervisión, evaluación y control del cumplimiento de los Planes de Actividades Principales, Reglamentos, Manuales, Ordenanzas y demás documentos rectores del Ejército.  Estará a cargo del Inspector General nombrado por el Comandante en Jefe del Ejército”(Art. 15).

La IGEN tiene responsabilidades más integrales porque no sólo se centra en los aspectos financieros, sino que tiene facultad para intervenir en cualquier dirección o unidad del Ejército y controlar la ejecución presupuestaria así como el cumplimiento de los planes y aseguramientos, de tal forma que pueda constatar si los medios materiales están llegando o no en tiempo y forma a todas las diferentes unidades en el territorio y establecer las sanciones y medidas correctivas necesarias. En consecuencia, por la naturaleza y alcance de sus funciones, se reconoce que las responsabilidades de la IGEN trascienden los estrechos límites de las auditorías de legalidad o de control formal. Se trata de auditorias de desempeño en las que se analiza la eficacia y eficiencia en términos reales de la gestión de la defensa al seno del Ejército de Nicaragua.

Otro mecanismo de control interno ―ya mencionado― es la Sección de Auditoría Interna, entidad que desarrolla un cronograma de visitas de trabajo a las diferentes especialidades y unidades para comprobar y auditar los registros y procedimientos de éstas.

Las funciones y responsabilidades de los auditores internos ―incluyendo al del MINDEF, no así a la Sección de Auditoría de la DFEMGEN―, como ya se indicó, están claramente establecidas en el Reglamento de la Ley 290 (Decreto No. 71-98), y dependen administrativamente del organismo y técnicamente de la CGR. Conforme la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República, éstos deben tener:

“el máximo grado de independencia dentro de la entidad u organismos respectivo sin participación alguna en los procesos administrativos, proporcionándoles para tal efecto las condiciones adecuadas para el desempeño de sus labores y el cumplimiento de sus objetivos [y a fin de] asegurar su independencia, ningún funcionario en la unidad de auditoría interna podrá ser despedido sin previo informe a la Contraloría General de la República, quien emitirá la respectiva autorización” (Art. 59).

En términos generales, tanto el organismo ―MINDEF en este caso― como la CGR se aseguran de la capacidad técnica y profesional de los funcionarios de las distintas unidades de auditoría interna tal como establece la Ley Orgánica de la CGR a fin de garantizar un control efectivo al menos de la ejecución contable del presupuesto asignado a Actividades Centrales. No obstante, es preciso reiterar que la CGR está altamente politizada, en tanto su estructura actual y su desempeño responden al pacto de 1999-2000 entre el FSLN y el Partido Liberal Constitucionalista (PLC), lo que significa que las decisiones de los contralores apuntan más a los intereses políticos de los partidos que representan y a los que deben disciplina y lealtad, que a una efectiva política de transparencia en la administración de los fondos públicos.

Sin embargo, dada la poca importancia política del MINDEF y la legitimidad política y social del Ejército
, así como el no involucramiento de ambas instituciones ―particularmente el cuerpo castrense― en las pendencias partidarias que han caracterizado desde su inicio a la transición política nicaragüense, la realidad es que no constituyen punto de atención focal en materia de control de la ejecución presupuestaria. Esto, lejos de ser una ventaja, se convierte en un serio perjuicio en el ámbito del análisis de la calidad, transparencia y eficiencia del proceso presupuestario.

La capacidad técnica no puede considerarse un problema, pero sí es preciso relevar la falta de análisis críticos en los informes de auditoría interna, particularmente en la evaluación por programas y resultados, pero no porque ésa sea la voluntad tanto del MINDEF como del Ejército, sino porque las normas, procedimientos y productos los determinan, por una parte, la CGR y el MHCP. En términos de los tiempos para la presentación de la información los procedimientos están claramente establecidos y se cumplen, pero el principal problema radica en el uso que esas instituciones dan a los reportes de las auditorías internas, usualmente considerados como expresión de una simple formalidad, la que debe acatarse porque el ordenamiento jurídico formal así lo manda. Por otra parte, sí es importante resaltar que la sociedad civil no tiene acceso a los informes de ambas auditorías, salvo por lo que eventualmente pueda publicarse en los medios de comunicación social.

Control social

De la misma forma que en términos generales la sociedad civil ha permanecido relativamente al margen del tema defensa (formulación de la política de defensa, formulación y ejecución del presupuesto de defensa), también la sociedad civil se ha quedado al margen de los procesos de control y fiscalización de la calidad, eficiencia y transparencia del presupuesto de defensa. No hay en Nicaragua ONG especializadas en el tema y por ello su incidencia es nula o inexistente.

Con relación a los actores asociados ―partidos políticos, medios de comunicación, universidades, centros de investigación, organismos multilaterales―, la situación es prácticamente la misma. Su incidencia es virtualmente inexistente, quizás por desconocimiento, producto de la falta de acceso a la información y además que ésta (la que ofrece el MHCP), como ya se indicó antes, por la forma en que se presenta, no permite una evaluación integral de la calidad, eficiencia y transparencia del presupuesto de Defensa, así como por una evidente falta de voluntad política. Además, la ejecución presupuestaria de defensa no es objeto básico de escrutinio debido, probablemente al hecho que el cuerpo armado es una de las instituciones más sólidas, legítimas y confiables del país, y que se da por descontado que la ejecución de presupuesto que se le asigna se hace de forma transparente y eficiente. Además, prácticamente el Ejército no está en la mira de los intereses partidistas o sectoriales de los actores asociados.

En términos generales puede asegurarse que si algún interés existe por parte de los actores asociados en materia presupuestaria, éste está reducido básicamente al impacto que el PGR tiene en determinados sectores, y defensa no está en la agenda de sus prioridades. Se trata esencialmente de una falta de interés probablemente porque se da por aceptado, de un lado, que el tema defensa no tiene mayor relevancia; y de otro, porque tanto los partidos políticos como la sociedad reconocen la legitimidad del desempeño de la institución militar. Obviamente que no se trata de un problema de desconfianza, y quizás sea más bien uno de comodidad o, más grave aún, de irresponsabilidad.

Usualmente el interés de partidos políticos, medios de comunicación y organizaciones de la sociedad civil en materia de control de la ejecución presupuestaria está enfocado más hacia los ministerios de Salud; de Educación, Cultura y Deportes; o el de Transporte e Infraestructura, que hacia el MINDEF. Esto puede ser corroborado, por ejemplo, por la inexistencia literatura que sobre el presupuesto de defensa existe en Nicaragua, salvo los ya citados trabajos de Javier Meléndez y de Luis Alaniz, que si bien no constituyen, en si mismos, un elemento específico del control externo (sociedad), al menos dan algunas pautas sobre el mismo.

Capítulo 3

Papel del Poder Ejecutivo Nacional (PEN) en todas las etapas del presupuesto de defensa

Como se ha indicado, la defensa nacional ―presupuesto de defensa incluido― no es un tema prioritario en la agenda nacional, y en el escenario del 2004  ―un año caracterizado esencialmente por una aguda crisis política e institucional; las urgencias económicas (desempleo, inflación, reducidos niveles de inversión pública, ingreso de Nicaragua a la iniciativa de Países Pobres Altamente Endeudados); el debate sobre el Plan Nacional de Desarrollo; el Tratado de Libre Comercio de Centroamérica con los Estados Unidos de América (CAFTA, por sus siglas en inglés); la urgencia de reformar los poderes del Estado y la evidente imposibilidad de lograr esa reforma; y la celebración de elecciones municipales en noviembre de 2004―, abordar el tema de la defensa nacional como política pública y el de la calidad, eficiencia y transparencia del presupuesto de defensa de la forma en que tradicionalmente se ha hecho, es decir en los medios de comunicación, podría conducir a crear un nuevo foco de tensiones que inevitablemente debilitaría aún más al gobierno legítimamente electo del presidente Enrique Bolaños, quien aparentemente tampoco está dispuesto a abrirlo por inoportuno y políticamente innecesario. Más aún, el próximo año tampoco se presentará propicio, ya que la agenda nacional estará prácticamente “secuestrada” por las elecciones nacionales de noviembre del 2005, además de los problemas rutinarios que dominan la agenda del 2004.

Si bien lo anterior parece sugerir un escenario pesimista, la realidad es que tanto la política de defensa y su correlato con la política exterior, así como lo concerniente al presupuesto de defensa, deben ser abordados, al menos desde la perspectiva de la sociedad civil, pero con un perfil relativamente bajo, como una actividad académica políticamente orientada (policy oriented), y fuera de los reflectores de los medios de comunicación ―como casi siempre se ha hecho antes―, ya que al debatir esos temas en los medios ―que no son el foro más idóneo― se provoca una inevitable distorsión de los mimos en tanto son politizados, se ideologizados y partidizados.

Lo anterior no significa que se pretenda coartar el derecho y deber de los medios a informar a la ciudadanía ―y opinar a través de sus páginas editoriales―, pero no necesariamente como actores principales ―porque además de carecer de la competencia profesional necesaria sobre el tema, tienden a sesgarse conforme marcan sus intereses corporativos y los de sus respectivas matrículas políticas e ideológicas, lo que deforma irremediablemente el debate en tanto lo torna un debate político-partidista― sino como efectivos intermediarios de la relación comunicacional entre la ciudadanía, el Estado y la sociedad civil. En esto aparentemente coinciden entre el MINDEF y el Ejército, pero este último demanda además, resultados concretos. Muchos son los seminarios y foros realizados y relativamente pocos los frutos obtenidos
.

El Estado nicaragüense no cuenta con una política de defensa nacional expresamente formulada como política pública y tampoco con una política exterior armónicamente articulada con la aquélla. No obstante, hay que subrayar que en el texto de la Constitución Política vigente hay elementos que pueden y deberían servir como insumos iniciales para comenzar a desarrollar el proceso de formulación de ambas políticas.

En tal sentido, debe recordarse que la Ley 181 prescribe que una de las atribuciones y deberes del Presidente de la República y Jefe Supremo del Ejército de Nicaragua es “Determinar la política de Defensa Nacional” (Art. 6, numeral 13), y que la Ley 290 establece que es función del MINDEF “por delegación del Presidente de la República, en su carácter de Jefe Supremo del Ejército de Nicaragua, dirigir la elaboración de las políticas y planes referidos a la defensa de la soberanía, la independencia y la integridad del territorio nacional, y dentro de esas atribuciones, participar, coordinar y aprobar los planes y acciones del Ejército de Nicaragua” (Art. 20).

No obstante, la misma Ley 290 se presta a confusión y origina roces con lo prescrito en la Ley 181― ya que ésta asigna al Estado Mayor General (EMG) del Ejército de Nicaragua, en calidad de atribución “Elaborar los planes de la defensa de la Nación de largo, mediano y corto plazo” (Art. 11, numeral 1).

Debe aclararse que dadas las particulares condiciones en que se ha desarrollado la transición política nicaragüense, el ordenamiento jurídico del sector defensa ―y en general de todo el país y sus instituciones― no ha seguido un proceso lógico. Primero se aprobó la Ley 181 (1994), luego la reforma de la Constitución Política (1995), y finalmente la Ley 290 (1998). Además, todo parece indicar que no ha sido preocupación de los parlamentarios de revisar las leyes existentes y determinar posibles roces o contradicciones al momento de aprobar una nueva legislación, como en el caso de la 181 y la 290. Ello parecería revelar, entre otras cosas, la poca voluntad política y competencia profesional que en materia de defensa existe en el Poder Legislativo, así como la ausencia de expertos civiles y militares en defensa y seguridad que en calidad de asesores pudieran asesorar al Parlamento en general y a las comisiones especializadas en particular.

Más allá de las diferencias semánticas que puedan señalarse, lo cierto es que, conforme la letra de la ley, el Presidente “determina” la política de defensa, pero delega en el MINDEF la función de “dirigir la elaboración de las políticas y planes” de la defensa nacional, y por otra parte, el EMG del Ejército “elabora” los planes de defensa de la nación. En consecuencia, es más que obvia la necesidad de analizar y tomar decisiones para eliminar esa confusión y evitar ese roce, que no son aparentes sino reales, y tal es la responsabilidad del Ejecutivo y los parlamentarios que son quienes tienen iniciativa de ley en la materia.

En el ámbito de las relaciones internacionales, la Constitución Política determina que es atribución del Presidente de la República “Dirigir las relaciones internacionales de la República” (Art. 150, numeral 8 Cn), mientras la Ley 290 estipula que es función del Ministerio de Relaciones Exteriores “Formular, proponer y ejecutar la política exterior del Estado” (Art. 19).

Independiente de confusiones y roces, es evidente que la autoridad civil legítimamente electa y las autoridades designadas (ministros, viceministros y secretarios generales) en los campos de defensa y relaciones exteriores tienen tanto un mandato como una responsabilidad con respecto a la formulación de las políticas de defensa y exterior, y que en consecuencia es preciso que lo respeten y cumplan con lo que prescribe la ley. Para ello, obviamente se precisa, por una parte, de la suficiente, decidida y sostenida voluntad política; y por otra, de las necesarias competencias profesionales en ambos campos, así como del necesario concurso de la sociedad civil.

En consecuencia, resulta más que obvia la necesidad de realizar una profunda revisión y reforma del marco jurídico y normativo que rige al sector defensa. El problema que se plantea, más allá de la necesidad, es la viabilidad y pertinencia de tal revisión y reforma en una coyuntura económica, política y social tan complicada y compleja como la descrita anteriormente, en la que el tema defensa no aparece como prioritario y que las campañas electorales venideras, particularmente las nacionales, podrían imprimirle un peligroso sesgo que desnaturalizaría el debate y frustraría sus posibles resultados. En tal sentido, vale la pena recordar que tanto el actual Comandante en Jefe del Ejército, general Javier Carrión, como el anterior, general Joaquín Cuadra, solicitaron públicamente a los políticos ―cada uno en su momento― no hacer del Ejército ni la defensa nacional un tema de campaña electoral.

Desde otra perspectiva, es obvio que el Poder Ejecutivo tiene un control virtualmente monopólico sobre las etapas de formulación, ejecución y fiscalización, del PGR en general y del presupuesto de defensa en particular, así como ejerce el “poder del bolsillo” en la etapa de aprobación del mismo, y son limitadas las formas o vías que la ciudadanía tiene para acceder e incidir efectivamente en el proceso presupuestario. Incluso, los señalamientos o denuncias que en determinadas circunstancias hacen usualmente dirigentes de partidos políticos y representantes de organizaciones de la sociedad civil siempre tienen buena acogida en los medios de comunicación, pero los funcionarios de gobierno aludidos se encargan de negarlas, minimizarlas o estigmatizarlas como producto de campañas político-partidistas en contra del gobierno, y finalmente lo habitual es que no se realicen las investigaciones pertinentes y, en consecuencia, no se toman las medidas correctivas necesarias.

Por otra parte, sería conveniente que el PEN considerara seriamente la necesidad de adoptar una actitud más flexible y abierta en el desarrollo y ejecución de todas las etapas del ciclo presupuestario. Para ello, es de desear que el Ejecutivo reflexionara y tomara decisiones relativas a una participación más activa, productiva, real y decisiva tanto del Parlamento como de la sociedad vil organizada, teniendo como base o fundamento la confianza, la transparencia y la cooperación.

Sería deseable, entonces, que al inicio del ciclo presupuestario el MHCP compartiera con los diputados ante la Asamblea Nacional y las organizaciones especializadas de la sociedad civil, por ejemplo, los documento que anualmente prepara sobre directrices y política presupuestaria para la formulación del presupuesto (política macroeconómica y política fiscal) de cada año, normas y procedimiento de ejecución y control presupuestario, y los acuerdos con las Instituciones Financieras Internacionales, a fin de propiciar un análisis responsable serio y profesional de dicha información, sin que esto signifique que se está cediendo, de ninguna forma, las funciones y responsabilidades que el MHCP tiene en el proceso de formulación del PGR. Al contrario, se trataría de un proceso que permitiría el acopio de insumos que ampliarían la visión, a veces estrecha, que se tiene en el Ejecutivo y, además, contribuiría a un importante grado de transparencia desde el inicio mismo del ciclo presupuestario.

Resulta inaudito, por ejemplo, que el MHCP envíe los dos primeros documentos a la DGAF de la Asamblea Nacional para que prepare su propio anteproyecto de presupuesto, y que no se lo haga llegar a la Comisión de Asuntos Económicos, Finanzas y Presupuesto ni a la Dirección General de Análisis y Seguimiento del Gasto Público.

En las etapas de ejecución y control, si bien es cierto que el MHCP debe presentar informes trimestrales a la Asamblea Nacional y a la Contraloría General de la República, así como el Informe de Liquidación del PGR, y que además los mismos son presentados en la página Web del MHCP, el Ejecutivo podría hacer uso de los canales propios de la sociedad civil y de los medios de comunicación para ampliar el radio de diseminación de dicha información de tal forma que ésta pueda tener un mayor rango de difusión y que pueda ser públicamente conocida y debatida.

Por otra parte, el Poder Ejecutivo Nacional, a través del MHCP, debería cumplir estrictamente con lo que establece la LAPGR en lo referente a los informes de liquidación del presupuesto o informes de ejecución presupuestaria, es decir, presentar no sólo el resumen contable de la misma sino que el desglose por renglones del gasto corriente y el gasto de capital de las instituciones según los registros del SIGFA y, más aún, una evaluación por resultados de la ejecución de los programas, Actividades Centrales y Defensa Nacional en el caso del MINDEF.

El Poder Ejecutivo debería dejar a un lado los “poderosos mitos negativos” que obstaculizan el trabajo que la sociedad civil, el Parlamento y los medios de comunicación pueden y deben hacer en todas las etapas del ciclo presupuestario. No es cierto que terminar con la secrecía de la formulación presupuestaria perturbe los mercados financieros, ni que la intervención no gubernamental destruya la integridad del marco normativo, menos aún que la formulación del presupuesto debe ser cerrada y que sólo se abra en la etapa de aprobación parlamentaria. Sí hay que tener cuidado, sobre todo en un país como Nicaragua en donde todo se politiza con extraordinaria velocidad y estridencia, y evitar que la preeminencia de los intereses partidarios y/o sectoriales de parlamentarios y de la sociedad civil pasen por sobre los de la nación. Con relación a este último aspecto, lo recomendable sería que el Ejecutivo concibiera, planificara y ejecutara una campaña de educación presupuestaria que comprenda a todos los actores involucrados, bajo los principios de confianza, transparencia y cooperación.

Se ha planteado que el proceso presupuestario nicaragüense tiene un marco jurídico y normativo bastante completo, pero sí hay que resaltar que ello no es condición suficiente ni necesaria para asegurar las transparencia del proceso presupuestario que, en general, resulta una suerte de misterio para la población en general. En tal sentido, el Poder Ejecutivo debería comprometerse, al menos, a mantener permanente y oportunamente actualizada la página Web del MHCP, en la que se debería publicar completo y en un solo documento el proyecto de LAPGR incluidas las modificaciones aprobadas por la Asamblea Nacional, así como los cambios sufridos en el Presupuesto de Egresos. Es decir que el Ejecutivo debe publicar ―tanto en la página Web del MHCP como en La Gaceta. Diario Oficial― la información presupuestaria completa y detallada de tal forma que facilite el estudio de la misma tanto al Parlamento como a las organizaciones especializadas de la sociedad civil y la ciudadanía en general.

En lo que específicamente corresponde al ciclo presupuestario de defensa, es preciso llamar la atención del Poder Ejecutivo con relación a la “aberración presupuestaria” que significa permitir, aceptar, consolidar y mantener un presupuesto “bifurcado”, es decir, un presupuesto de defensa que se formula, ejecuta y controla en un proceso de doble institucionalidad, independientemente que un artilugio presupuestario del MHCP lo presente como uno solo. Incluso, al analizar la implementación del SIGFA, el Ministerio de Defensa considera “que al permitir[se] un ciclo presupuestario que discurre paralela pero separadamente en el MIDEF y el Ejército, el SIGFA debilitaría ciertamente el control civil de las fuerzas armadas y la efectividad y eficiencia en la asignación y el uso de los recursos en el sector defensa”
.

La formulación, ejecución y fiscalización del presupuesto de Defensa es un proceso claramente “bifurcado”, y ello para el MIDEF no tiene ninguna ventaja institucional, antes bien se contrapone al espíritu del artículo 20 de la Ley 290, en el que se hace una referencia clara a la participación del MIDEF en el control del presupuesto de defensa. Desde el punto de vista jurídico, el principio de control del presupuesto de defensa, según la ley, se refiere a los programas, es decir, los programas Actividades Centrales y Defensa Nacional. Esto revela además una incoherencia entre la Ley 290 y la Ley 181, el inclusive la Ley Anual de Presupuesto del año correspondiente
.

Pero desde la perspectiva del Comandante en Jefe del Ejército esta condición particular está autorizada por el Ejecutivo en lo que califica como una “relación descentralizada financiera” entre el MHCP y la institución militar
.

Para el Ejército, sin embargo, la introducción de un intermediario (MINDEF) en el proceso presupuestario podría tener algunos efectos negativos particularmente en términos de garantizar la operatividad de la institución armada y asegurar una eficiente disposición combativa
.

Tratando de encontrar soluciones a esa situación, en agosto de 2002, el Ministro de Defensa propuso la creación de una comisión mixta Ejército-MINDEF con el fin de hacer operativo el artículo 20 de la Ley 290 y armonizarlo con el mandato de la Ley 181. En política de defensa, la propuesta del MIDEF fue constituir equipos de trabajo temático ―dado que la propuesta de un ministerio mixto (civiles-militares) no logró progresar― en los que cada institución, manteniendo su identidad, de acuerdo a la legislación vigente, fuera trabajando el tema. De esto no hubo resultados, básicamente porque se argumentó que la legislación vigente establecía el mecanismos de trabajo sobre el cual se está trabajando hoy. Esto lo confirmó, el Comandante en Jefe del Ejército al asegurar que durante las distintas administraciones que se han sucedido en el MINDEF se le planteó al Ejército constituir un ministerio mixto (civiles y militares), pero el jefe militar asegura que ello era imposible porque la Ley 181 no permite que militares se desempeñen en cargos en instituciones civiles
.

Por otra parte, el MINDEF considera que el presupuesto “bifurcado” es el reflejo de una “incoherencia a nivel superior, sea ésta política o jurídica, y por tanto la conclusión de ambas instituciones fue que esa situación debería resolverse a otro nivel”
. El Ejército, por su parte, ha asegurado estar dispuesto a trabajar de forma diferente en cualquier momento que se de una instrucción a niveles superiores, es decir del Presidente de la República y Jefe Supremo de la institución armada. El resultado fue el mantenimiento del estado de cosas, en términos de la modalidad de trabajo, aunque debe decirse que lo que salió de esa comisión fue mucha voluntad a nivel técnico de ambas instituciones.

En tal sentido, es preciso que el Poder Ejecutivo busque la mejor forma de solventar esa situación, estableciendo los mecanismos adecuados para la formulación, ejecución y fiscalización de un solo presupuesto de defensa, no de la manera artificiosa como actualmente se hace, sino de forma real. Esto, obviamente, requiere por demás que el MINDEF desarrolle las competencias profesionales correspondientes y que cuente con los recursos financieros y humanos para cumplir lo que manda la ley. La solución de los roces existentes entre las leyes 181 y 290 es tan sólo parte de la formalidad jurídica mientras el tema de la competencia profesional de los civiles continúe siendo, en este sentido, primera prioridad y condición indispensable.

Pero no se trata de una combinación mecánica, sino que, tan o más importante aún, poner fin a la ilógica y hasta arbitraria conversión de “instituciones” ―MINDEF y Ejército de Nicaragua― en “programas” ―Actividades Centrales y Defensa Nacional―, ya que sólo así podría tener sentido un verdadero presupuesto por programas y se permitiría la evaluación de los resultados por programa, lo que a su vez contribuiría notablemente a un análisis objetivo de la calidad, eficiencia y transparencia del proceso presupuestario de defensa.

En materia de fiscalización o control de la ejecución presupuestaria en general y de defensa en particular, sería de desear que el MHCP, además de incorporar esa información en su página Web y presentarlo a la Asamblea Nacional, planificara conferencias trimestrales de prensa ―así como una anual― en la que se presente toda la información necesaria ante los medios de comunicación y que éstos contribuyan a su diseminación entre la población.

Por otra parte, y a pesar de las severas limitaciones económicas y financieras del país, es conveniente comenzar a pensar en la mejor forma de abandonar el concepto y práctica de presupuesto de defensa inercial a fin de lograr que en su formulación intervengan, no sólo criterios fiscales y las condicionalidades impuestas por las Instituciones Financieras Internacionales, sino que también las necesidades reales de la defensa nacional de tal forma que la producción del bien público defensa contribuya realmente a la construcción y fortalecimiento de la seguridad nacional. Esto, por otra parte, evitaría, por ejemplo, la asignación de recursos extra-presupuestarios para actividades y misiones que bien podrían incorporarse como parte de los programas y proyectos de ambas instituciones.

Desde esta perspectiva, sería conveniente crear las condiciones necesarias para comenzar a implementar un diálogo franco y productivo entre estrategas de defensa y estrategas fiscales, de tal forma que las decisiones que se tomen con relación al presupuesto de defensa sean las más acertadas, las más adecuadas a las necesidades del defensa del país y las más ajustadas a la disponibilidad de recursos.

Esto implica, por otra parte, la urgencia de considerar lo pertinente que resulta para la transición política, la gobernabilidad y la construcción democrática, el fortalecimiento del MINDEF, dotándolo de los recursos financieros y humanos de tal forma que pueda ejercer real y eficientemente sus funciones y deje de ser el “adorno democrático” que hasta ahora ha sido. La necesidad de fortalecer el MINDEF ha sido planteada expresamente por el anterior Comandante en Jefe (1995-2000), así como por el actual, cuyo período se vence el 21 de febrero de 2005. En febrero de 2002, el primero aseguró que:

“Lo ideal, y es un objetivo estratégico para el Ejército, que exista un Ministerio de Defensa fuerte, vigoroso, activo, que trabaje directamente con el Ejército, que haga las funciones que la ley establece, que revise el presupuesto del Ejército de manera más minuciosa, mucho más adecuada, que elabore con el Ejército las políticas de adquisición, de renovación de equipos, las políticas generales, todas las misiones y atribuciones que tiene”
.

Por su parte, un día antes de la celebración del Día del Ejército, en septiembre de 2002, el segundo afirmó:

“...no tenemos nada que se infiera que queremos disminuir el papel del Ministerio de Defensa, al contrario, nos interesa un Ministerio fuerte [...] un Ministerio estable, un grupo de personalidades nicaragüenses y funcionarios que sean profesionales de este tema [defensa], y que sobren y no que falten funcionarios que puedan desarrollar junto a nosotros, en los distintos foros, todas las áreas de la defensa, ningún problema al respecto”
.

El fortalecimiento y consolidación del MINDEF, que pasa, entre otras vías por completar su plantilla de cargos, es todavía un tema pendiente en la agenda del Poder Ejecutivo y debe ser tomado con toda seriedad, sentido de responsabilidad y visión de nación. Sólo así, lo que prescribe la Ley 290 en término de las funciones de esta institución en el ámbito del presupuesto de defensa podrá cumplirse a cabalidad y la ley dejará de ser letra muerta o papel mojado. No obstante, también es responsabilidad del MINDEF diseñar y ejecutar un programa permanente, realista y diversificado de capacitación y actualización ―tanto en instituciones nacionales como del extranjero― que garantice la competencia profesional de sus funcionarios, así como una política de personal que asegure la incorporación efectiva la estabilidad laboral de quienes son enviados a realizar cursos al exterior y en institucionales nacionales.

En tal sentido, es preciso tener en consideración las experiencias del pasado. Según cifras oficiales, entre 1998 y 2002:

“diecinueve nicaragüenses participaron en los cursos de tres semanas sobre Planificación de la Defensa y Administración de Recursos que ofrece el CHDS. De éstos, solamente seis ―es decir, cerca del 30%― están vinculados al sector defensa en Nicaragua. Cuatro en el Ministerio, uno en el CEEN y otro como consultor independiente. Obviamente, una inversión muy costosa con escasos resultados, impacto e incidencia. De nuevo, la indolencia de las autoridades civiles, así como las mismas debilidades de la clase política y la sociedad civil subyacen en el fondo de tal insuficiencia”
.

Papel del Parlamento en el plano del presupuesto de defensa

          El papel de la Asamblea Nacional en la etapa de formulación presupuestaria es “insignificante”, pero varía relativamente en la etapa de aprobación del PGR, y es prácticamente nula durante la ejecución y control del presupuesto.

El Poder Legislativo ejerce un control relativo sobre la etapa de aprobación del PGR, ya que a pesar de las atribuciones y funciones que le confieren la Constitución Política, la Ley de Régimen Presupuestario, el Estatuto General y el Reglamento Interno de la Asamblea Nacional, el “poder del bolsillo”
, el Poder Ejecutivo tiene una importante capacidad de negociación para acordar con el Legislativo (Junta Directiva y CAEFP) la aprobación del PGR especialmente por el temor que se impone si se violan o no se cumplen a cabalidad las condicionalidades impuestas ―aparentemente o no― por la Instituciones Financieras Internacionales (IFI).

Además, tal capacidad del Ejecutivo está en correspondencia directa con las alianzas que pueda establecer con las diferentes bancadas parlamentarias, alianzas que de hecho no son estables y varían según se muevan los intereses (coyunturales o electorales) de los partidos políticos representados en el Parlamento
. Para la aprobación del PGR 2004, por ejemplo, hubo dos negociaciones y dos alianzas, la primera con el FSLN y la segunda con el PLC, y al final el presupuesto se aprobó exactamente igual que lo presentó el Ejecutivo ya que supuestamente ésa era una de las condicionalidades impuestas por las IFI para el ingreso de Nicaragua a la iniciativa HIPC (Países Pobres Altamente Endeudados). No obstante, el Ejecutivo ya ha presentado ante la Asamblea Nacional un proyecto de ley de modificaciones y adiciones a la LAPGR aprobada en diciembre de 2003, que incluye incrementos en el presupuesto de Defensa.

Por otra parte, necesario que la CAEFP diseñe un plan de desarrollo y fortalecimiento de la DASGPAN, a fin de convertirla efectivamente en el principal órgano asesor del Parlamento en materia presupuestaria, lo que implica asignarle más recursos financieros, humanos y técnico-informáticos, definir y ejecutar un plan permanente de capacitación y actualización del personal, pero ―sobre todo― aislarla de los vaivenes de la política partidista que caracteriza la vida y funcionamiento de la Asamblea Nacional, especialmente cuando cada año se renueva la junta directiva parlamentaria, ya que ésa es la única forma de garantizar no sólo la estabilidad laboral a su personal sino que en especial la calidad del trabajo que la DASGPAN debe realizar en el cumplimiento de sus funciones.

La CAEFP debe hacer uso sistemático y permanente de la información que trimestral y anualmente le brinda el MHCP, analizar a profundidad la misma y presentar públicamente los resultados, convocando a los organismos presupuestados para compartir con ellos el producto de sus análisis y exponerlos ante los medios de comunicación y la sociedad civil para que sean diseminados con el mayor grado de amplitud. También la CAEFP podría hacer uso de las publicaciones de la Asamblea Nacional (boletines, memoria anual) para exponer dichos resultados y sus principales consideraciones acerca de la calidad, eficiencia y transparencia de la ejecución del PGR en general y de defensa en particular.

La CAEFP debería convocar periódicamente tanto a las autoridades del Ministerio de Defensa como del Ejército de Nicaragua para examinar la ejecución presupuestaria de ambas instituciones y analizar la producción del bien defensa y la contribución de éste a la seguridad nacional de Nicaragua. Para ello, obviamente, la CAEFP deberá hacer uso eficiente y sostenido de la información que sobre la ejecución presupuestaria brinda el MHCP a través de SIGFA.

La CAEFP debería diseñar, establecer y desarrollar una alianza de relaciones interinstitucionales con la Contraloría General de la República a fin de compartir los resultados de sus análisis y valoraciones, así como las preocupaciones, sugerencias y procedimientos sobre la calidad, eficiencia y transparencia del proceso presupuestario y general y de defensa en particular.

Por otra parte, la Asamblea Nacional debería reformar la Ley 51, Ley de Régimen Presupuestario ―por los roces que ésta tiene con la Constitución Política―, e igualmente su Estatuto General y su Reglamento interno, de tal forma que las distintas comisiones parlamentarias que, en general, atienden y están íntimamente vinculadas con diferentes sectores de la administración pública pudieran conocer e intervenir en la aprobación del PGR. En el caso de la Comisión de Defensa y Gobernación (CDG), ésta tendría que conocer y debatir el presupuesto de defensa y preparar un predictamen para ser discutido a profundidad con la CAEFP. Para ello, la CDG debería citar a las autoridades del MINDEF y del Ejército para tener una visión más clara y realista de la demanda de recursos presupuestarios de ambas instituciones. Sólo de esa forma, la CDG podría tener un rol activo y decisivo en la aprobación del presupuesto de defensa. Para ello será preciso que el Ejecutivo presente el proyecto de PGR al menos con tres meses de anticipación a la fecha límite de aprobación del mismo.

La Asamblea Nacional debería además diseñar un plan de capacitación dirigido a diputados y a la Asociación de Periodistas Parlamentarios a fin de entrenarlos en las normas y procedimientos del proceso presupuestario, de tal forma que puedan conocer a profundidad la naturaleza y funcionamiento de todas y cada una de las etapas del proceso presupuestarios a fin de que los primeros puedan tomar decisiones informadas y los segundos informar adecuadamente a la población sobre el tema presupuestal.

El Parlamento podría contribuir a la transparencia mediante la aprobación de una Ley de Acceso a la Información Presupuestaria, o incluir esto en el anteproyecto de Ley de Acceso a la Información Pública que está siendo introducido ante el Legislativo como iniciativa de algunas organizaciones de la sociedad civil.

Papel de la sociedad civil organizada en el control externo del presupuesto nacional de la defensa

          El PGR en general y el defensa en particular es un tema de exiguas minorías, minorías especializadas pero además divididas entre sí por intereses sectoriales y hasta la fecha no ha habido una sólo iniciativa para tratar de conformar una alianza que permita darle estructura de cuerpo a esos intereses sectoriales, así como para aunar los esfuerzos y recursos que se necesitan a fin de realizar un trabajo efectivo e incidente.

Por la evidente carencia de organizaciones especializadas en el campo de la defensa, la sociedad civil nicaragüense no ejerce ninguna forma de control externo sobre el presupuesto nacional de defensa. Su papel, por lo tanto, en materia de formulación, aprobación, ejecución y fiscalización del presupuesto de defensa, es completamente nulo.

No obstante, debe mencionarse el interés que el presente trabajo ha despertado en el Centro de Estudios Políticos (CEP) de la Universidad Americana (UAM) de Managua, de lo que se ha derivado el compromiso de esta organización para trabajar de forma permanente el tema, así como desarrollar iniciativas que conduzcan a una efectiva articulación de esfuerzos con otras organizaciones de la sociedad civil.

Capítulo 4

Conclusiones y recomendaciones

A pesar de la existencia de la Coordinadora Civil (CC), que agrupa a una cantidad importante de ONG, y de la Federación de ONG (FONG), que también comprende un importante número de Organizaciones No Gubernamentales, una de las características más relevantes de la sociedad civil nicaragüense es su fragmentación y dispersión; otra rasgo fundamental es la virtual ausencia de expresiones organizadas de la ésta dedicadas al tema de defensa y seguridad en general, y del presupuesto de defensa en particular.

En tal sentido, la sociedad civil “debe vencer su tradicional apatía y falta de competencia en los asuntos de seguridad y defensa, si es que en realidad quiere contribuir al logro de un efectivo proceso de reconversión de la defensa y, por ende, a la construcción de la democracia en Nicaragua”
.

Es preciso que la sociedad civil tome conciencia de la necesidad de construir una comunidad nacional de seguridad y defensa ―dinámica y beligerante―, y para ello se precisa de una voluntad institucional concertada y del compromiso personal de todos aquellos que han sido entrenados en esos temas tanto en Nicaragua como en el exterior.

Por otra parte, “¿Cómo podemos fortalecer nuestra capacidad y mejorar nuestro presupuesto gubernamental?”
 Ésta es la pregunta que las organizaciones de la sociedad civil involucradas en el tema presupuestal deben hacerse y de su respuesta se derivarán las concepciones estratégicas y los principios y líneas de acción que deberán regir su acción en el ámbito presupuestario, tanto en su formulación como en su aprobación, ejecución y fiscalización, desde la perspectiva de su claridad, eficiencia y transparencia.

Es imperativo establecer una alianza estratégica entre las organizaciones de la sociedad civil que trabajan, cada una desde su perspectiva, el tema presupuestario, de tal forma que pueda lograrse, por una parte, una racionalización de los escasos recursos disponibles; y por otra, un agregado analítico que permita, hasta donde sea posible, analizar el presupuesto como un todo y a la vez poder desagregarlo por sectores. Quizás el primer resultado visible de esta posible alianza estratégica sería el diseño de un plan de acción en el que se conjuguen las tareas institucionales individuales que luego pueden agruparse de forma coherente, operativa y eficiente.

Establecida la alianza estratégica entre las distintas organizaciones de la sociedad civil involucradas en el tema presupuestario, los siguientes pasos podrían ser:

· Acordar un mecanismo eficiente y práctico de relación y coordinación con la Dirección General de Presupuesto del Ministerio de Hacienda y Crédito Público para la diseminación de la información presupuestaria, más allá de la página Web del MHCP.

· Acordar un mecanismo eficiente y práctico de relación y coordinación con la Comisión de Asuntos Económicos, Finanzas y Presupuesto (CAEFP) de la Asamblea Nacional, a fin de lograr una mayor incidencia en el proceso de aprobación y supervisión y control de la ejecución presupuestaria.

· Establecer una relación más sostenida y profunda con las organizaciones internacionales que trabajan el tema del presupuesto, como International Budget Project por ejemplo, y a partir de ahí planificar y desarrollar de forma sistemática un plan de capacitación en materia de presupuesto.

· Procurar una alianza sostenida con los medios de comunicación para desarrollar, por una parte, programas de educación presupuestaria; y por otra, un plan de diseminación de la información presupuestal.

De no lograrse esa alianza estratégica entre las organizaciones de la sociedad civil involucradas, cada una desde su perspectiva, en el tema presupuestario, será muy difícil que sus relaciones con el Ejecutivo y el Legislativo puedan prosperar, y en consecuencia su contribución para elevar la calidad, eficiencia y transparencia en el manejo y administración de las finanzas públicas continuará fraccionada y considerablemente limitada.
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� Incremento conforme tercer párrafo del Art. 23 de la Ley 327, Ley Anual de Presupuesto General de la República, la suma de US$ 2.966,101 millones; Incremento conforme Ley 367, hasta por US$ 3,121,694, distribuidos de la siguiente forma: US$ 473, 297 al Ejército (diferendo con Honduras), US$ 2,966,101 para bono salarial a soldados, US$ 214,149 para gastos operativos y voladuras de minas antipersonal, y US$ 51,879 para compra de maquinaria y equipo de oficinas de Actividades Centrales.
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� No se incluye Arto. 23 de la Ley Anual de Presupuesto General de la República, Ley No. 327, por el que se asigna US$ 2.960 millones al Programa Defensa Nacional. Además, en este detalle no se incluye la modificación realizada en el PGR 2000, dado que estos datos son presentados en cifras globales, según Ley No. 327, siendo el monto de hasta US$ 3,121,693.7. 


� De igual manera  en el año 2002 el Presupuesto tuvo una modificación según Ley No.435 donde se  incrementó a este Ministerio la Suma de US$ 3.2 millones, asignándosele US$ 1.67 millones en gasto corriente y US$ 1.5 millones en gasto de capital.


� Actividades Centrales.


� Defensa Nacional.


� No se incluye Arto. 23 de la Ley Anual de Presupuesto General de la República, Ley No. 327, por el que se asigna US$ 2.96 millones al Programa Defensa Nacional. Además, en este detalle no se incluye la modificación realizada al PGR 2000, dado que estos datos son presentados en cifras globales, según Ley No. 327, siendo el monto de hasta US$ 264,550.00 . 


� De igual manera  en el año 2002 el Presupuesto tuvo una modificación según Ley No.435 donde se  incrementó a este Ministerio la Suma de US$ 3.16 millones, asignándosele US$ 1.7 millones en gasto corriente y US$ 1.5 millones en gasto de capital.


� “Guía de usuario para la utilización del subsistema de formulación Presupuestaria SIGFAFOR”. Managua, julio 2003. DGTEC-IDS-GU200-FP-001V1.


� Cfr. Alicia Sáenz. Conceptos para la interpretación y análisis del Presupuesto General de la República de Nicaragua  (Coordinadora Civil: Managua, 2000), p. 9. La multianualidad del presupuesto está relacionada con el hecho que programas, proyectos y deuda pública tienen una duración de varios años.


� La Gaceta. Diario Oficial, No. 243, Managua, Nicaragua, 22 de diciembre de 1988.


� La Gaceta, Diario Oficial, Managua, Nicaragua, No.165, 2 de septiembre de 1994


� La Gaceta, Diario Oficial, No. 102, Managua, Nicaragua, 3 junio 1998.


� La Gaceta, Diario Oficial, Nos. 205-205, 30 de octubre de 1998.


� Ministerio de Hacienda y Crédito Público. “Directrices y Política Presupuestaria para la Formulación del Presupuesto del Año 2003”. s.l., s.f.


� Ley 51, Ley de Régimen Presupuestario. La Gaceta. Diario Oficial, No. 243, Managua, Nicaragua de 22 de diciembre de 1988; y Ley 136, Reformas y Adiciones a la Ley de Régimen Presupuestario, 17 de octubre de 1991. Art. 1.


� Ministerio de Hacienda y Crédito Público. “Manual de Formulación Presupuestaria”. Versión electrónica � HYPERLINK "http://www.hacienda.gob.ni" ��www.hacienda.gob.ni�


� Ley 290, Ley de Organización, Competencia y Procedimientos del Poder Ejecutivo. La Gaceta, Diario Oficial, No. 102, Managua, Nicaragua, 3 de junio de 1998.


� Ministerio de Hacienda y Crédito Público. Manual de Formulación Presupuestaria.


� Constitución Política de la República de Nicaragua. Art. 138, numeral 6.


� Ley 51, Ley de Régimen Presupuestario y sus posteriores Reformas y Adiciones (Ley 136, 17 de octubre de 2001, La Gaceta, Diario Oficial, 26 de diciembre de 2001). La Gaceta, Diario Oficial, No. 243, Managua, Nicaragua, 22 de diciembre de 1988. Art. 21.


� Ídem.


� Estatuto General de la Asamblea Nacional de Nicaragua. Art. 37, numeral 10.


� Ídem. Art. 65, numeral 3.


� Ídem. Artos. 80-83.


� Debe señalarse que a finales del 2003 la Presidencia de la República instruyó a las autoridades superiores de todos los organismos presupuestados a no presentarse ante la CAEFP a cabildear por más fondos, ya que el proyecto de PGR 2004 debía ser respetado dadas las condicionalidades impuestas por las FMI. No obstante, esta instrucción no fue observada ni por el Ejército ni por la Policía, instituciones que sí hicieron “lobby” para lograr incrementos en sus respectivas asignaciones presupuestarias. Los parlamentarios se mostraron dispuestos a acceder a las peticiones de ambas instituciones, pero un acuerdo político entre el Ejecutivo y el Legislativo hizo que las solicitudes de militares y policías no prosperaran porque al final el PGR se aprobó exactamente igual como lo había presentado la Presidencia de la República.


� La CAEFP no cuenta con instructivos, normativas o manuales de procedimiento para el proceso de análisis, discusión y dictamen del proyecto de LAPGR, en consecuencia los criterios aquí expuestos han sido elaborados por Maylin Obregón, coautora del presente trabajo y ex Directora de la Dirección General de Seguimiento del Gasto Público de la Asamblea Nacional, sobre la base de nueve años de experiencia y de relación directa con el trabajo de la CAEFP.


� Ídem.


� � HYPERLINK "http://www.revistaprobidad.info/009/art06.html" ��http://www.revistaprobidad.info/009/art06.html�


� � HYPERLINK "http://www.internationalbudget.org/themes/BudTrans/LA03.htm" ��http://www.internationalbudget.org/themes/BudTrans/LA03.htm�


� Ley 51, Art. 39.


� Warren Krafchik. op. cit. pp. 14-17.


� MHCP. “Manual de Formulación Presupuestaria”. Versión electrónica: � HYPERLINK "http://www.hacienda.gob.ni" ��www.hacienda.gob.ni�


� Alaniz D. op. cit.


� Estado Mayor General.


� Dirección de Finanzas del Estado Mayor General.


� Alaniz. op. cit.


� Entre ellos, el Manual de Formulación Presupuestaria y las directrices y política presupuestaria para la formulación del presupuesto que el MHCP prepara anualmente.


� Alaniz caracteriza al presupuesto de defensa como un “proceso bifurcado al nivel institucional” en el que al final el MHCP fusiona a “dos instituciones distintas”.


� Javier Meléndez Quiñónez. El gasto de defensa en Nicaragua: la toma de decisiones en la asignación de recursos. (Managua: CEEN/NDI, 2000). pp. 33 y 40.


� Ídem, pp. 35-36.


� Nina M. Conrado y José de Jesús Rojas (coord.). “Propuesta de reducción de la tasa deslizamiento de la tasa a 5 por ciento anual”. Banco Central de Nicaragua. Documento de Trabajo. Diciembre 2003.  pp. 2-3. Versión electrónica: � HYPERLINK "http://www.bcn.gob.ni" ��www.bcn.gob.ni�


� Alaniz. op. cit.


� Jeanne Kinney Giraldo. “Defense Budgets and Civilian Oversight”. Versión electrónica: � HYPERLINK "http://www.ccmr.org/public/library_file_proxy.cfm/lid/1864/defense_budgets.doc" ��www.ccmr.org/public/library_file_proxy.cfm/lid/1864/defense_budgets.doc�


� Ver: Ídem. op. cit.


� Giraldo. op. cit.


� Meléndez, op. cit., p. 34


� International Budget Project. “Legislatures and Budget Oversight”. � HYPERLINK "http://www.internationalbudget.org/themes/LEG/index.htm" ��http://www.internationalbudget.org/themes/LEG/index.htm�


� La Gaceta, Diario Oficial, No. 102, Managua, Nicaragua, 3 de junio de 1998.


� Artículo 20, numeral 7.


� Salvo en el discurso del Presidente de la República del 2 de septiembre de 2002, en el que instruyó al MINDEF y al Alto Mando militar a consolidar el proceso de formulación de la política de defensa nacional a través de un libro blanco.


� La Policía está subordinada a la autoridad civil ejercida por el Presidente de la República a través del Ministro de Gobernación, y cuenta con su propia base jurídica, distinta a la de la institución militar.


� La Gaceta. Diario Oficial. No. 162, Managua, Nicaragua, 28 de agosto de 1996.


� La Gaceta. Diario


� Oficialmente el Ejército ha informado que durante el 2003 realizó “20,925 actividades operativas en cumplimiento del Plan Permanente de Seguridad en el Campo y Despliegue Aéreo-Naval”, entre ellas patrullas de exploración conjunta con la Policía Nacional. (Dirección de Relaciones Pública y Exteriores. Comandancia General Ejército de Nicaragua. Memoria del Ejército de Nicaragua 2003. Managua: Dirección de Relaciones Pública y Exteriores, 2004), p. 72.


� Ídem, pp. 72-73.


� Ídem, pp. 72-75.


� Ver: Walter Lacayo Guerra. “Nicaragua: Elecciones Nacionales en los Planes Militares”. Ponencia presentada en REDES 2002. Brasilia, Brasil, 7-10 de agosto de 2002. Igualmente � HYPERLINK "http://www.cse.gob.ni/publicaciones/d06.html" ��http://www.cse.gob.ni/publicaciones/d06.html� ―y el Informe 2001 del Centro Nicaragüense de Derechos Humanos � HYPERLINK "http://www.ibw.com.ni/~cenidh/informs/informe2001/ejercito_de_nicaragua.htm" ��http://www.ibw.com.ni/~cenidh/informs/informe2001/ejercito_de_nicaragua.htm�


� Meléndez. El Gasto en defensa en Nicaragua..., p. 40.


� Ministerio de Hacienda y Crédito Público. “Manual de Formulación Presupuestaria”. Versión electrónica: � HYPERLINK "http://www.hacienda.gob.ni" ��www.hacienda.gob.ni�


� Toda la información referente al proceso de formulación, aprobación, ejecución y fiscalización del presupuesto de Defensa (Actividades Centrales), fue proporcionada en una entrevista realizada con Mario Roa Tapia, director de la DGAF del MINDEF, y Félix Maradiaga, Asesor de la Dirección Superior del MINDEF.


� Que es el resultado de la resta del monto total del techo presupuestario menos el total de las tres asignaciones prioritarias.


� La información referente al proceso de formulación, ejecución y fiscalización del presupuesto del Ejército fue brindada en dos entrevistas por el teniente coronel Héctor Argüello, jefe en funciones de la Dirección de Finanzas del Estado Mayor del Ejército de Nicaragua.


� Esta Comisión, como su mismo nombre lo indica, no tiene como única función el tema presupuestario; sin embargo, su trabajo es más intenso en la etapa de formulación presupuestaria.


� Luis Alberto Alaniz D. La formulación y aprobación del presupuesto de defensa en Nicaragua. Ponencia presentada en el Seminario-Taller “Hacia la Transparencia y Calidad del Proceso Presupuestario en Materia de Seguridad y Defensa. Managua, Nicaragua, 2-3 de diciembre de 2002.


� Entrevista con el teniente coronel Héctor Argüello, jefe en funciones de la Dirección de Finanzas del Estado Mayor del Ejército de Nicaragua.


� Instituto Centroamericano de Administración Pública. “Avances de los Sistemas de Administración Financiera Integrada: una perspectiva comparada”. 


� Ministerio de Hacienda y Crédito Público. Dirección General de Tecnología. “La Reforma a la Administración Financiera de Nicaragua y el SIGFA”. (Dirección General de Tecnología: Managua, 2003), pp. 6-9.


� Ídem, p. 6


� Entrevista con Mario Roa Tapia, director de la DGAF del MINDEF, y Félix Maradiaga, Asesor de la Dirección Superior del MINDEF.


� Este programa fue presentado por el presidente Bolaños en la Reunión Extraordinaria de Jefes de Estado y de Gobierno de Centroamérica, realizada en Guatemala el 17 de julio de 2003, y que fue acogido en la Cumbre Extraordinaria de Jefes de Estado y de Gobierno de los Países Miembros del Sistema de Integración Centroamericana sobre Seguridad Regional. Guatemala, Ciudad de Belice, 4 de septiembre de 2003.


� Entrevista con Mario Roa Tapia, director de la DGAF del MINDEF, y Félix Maradiaga, Asesor de la Dirección Superior del MINDEF.


� Ídem.


� Roberto J. Cajina. “Desmilitarización, Seguridad Sub-Regional y Gasto Militar en Centroamérica”. Conferencia en el Curso Diplomado de Estado Mayor (DEM). Escuela Superior de Estado Mayor. Centro Superior de Estudios Militares General José Dolores Estrada del Ejército de Nicaragua. Managua, 28 de septiembre de 1998.


� La primera, malograda, se había iniciado en julio de 1979 con el triunfo de la revolución sandinista y el derrocamiento de la dictadura de la familia Somoza.


� Roberto J. Cajina. “Reconversión de la Defensa en Nicaragua. Asimetrías e Incoherencias”. Security and Defense Studies Review. Volume 2, No. 1, Summer 2002. Versión electrónica: � HYPERLINK "http://www.ndu.edu/chds/journal/PDF/Cajina-Roberto.pdf" ��http://www.ndu.edu/chds/journal/PDF/Cajina-Roberto.pdf�


� � HYPERLINK "http://www.bcn.gob.ni/publicaciones/anual/" �� http://www.bcn.gob.ni/publicaciones/anual/4-Finanzas_Publicas.PDF�


� La Gaceta. Diario Oficial, No.243, Managua, Nicaragua, 22 de diciembre de 1998.


� Ley 51, Art. 21.


� Decreto A.N. No. 412.


� “Nicaragua. Comisión de Defensa y Gobernación: Informe Preliminar”. Presentado por: Diputado José Figueroa, Primer Vicepresidente Comisión de Defensa y Gobernación de la Asamblea Nacional de Nicaragua; y Roberto J. Cajina, Consultor Civil en Seguridad y Defensa, miembro de la Comisión Directiva de RESDAL, y Asesor de la Presidencia de la Asamblea Nacional de Nicaragua (2002-2004). Seminario-Taller “La Acción Parlamentaria en la Defensa Nacional”. Buenos Aires, Argentina, 4-6 de noviembre 2003.


� Giraldo. op. cit.


� Entrevista con Mario Roa Tapia, Director General de la DGAF del MINDEF y Félix Maradiaga, Asesor de la Dirección Superior del MINDEF.


� Ley 447, La Gaceta. Diario Oficial. No. 236, Managua, Nicaragua, 2 de diciembre de 2003.


� En el 2002 se instaló la herramienta informática e-SIGFA en 27 instituciones del Gobierno Central, a la que tienen acceso todas del direcciones generales administrativas financieras de los organismos y los entes rectores del MHCP (Presupuesto, Contabilidad y Tesorería). La DGAF y DGSGP de la Asamblea Nacional tienen su respectiva terminal del e-SIGFA.


� Ministerio de Hacienda y Crédito Público. “Normas y Procedimientos de Ejecución y Control Presupuestario para el Año 2004”. Art. 17.


� Entrevista con Mario Roa Tapia, Director General de la DGAF del MINDEF y Félix Maradiaga, Asesor de la Dirección Superior del MINDEF.


� Ídem.


� Este procedimiento es igual para todos los ministerios y organismos presupuestados, aunque varía en el caso de los que tienen rentas con destino específico porque venden determinados tipos de servicios, como la Policía Nacional, por ejemplo, con las licencias de conducir, licencias de circulación de vehículos, multas de tránsito y otros.


� Usualmente viáticos.


� Entrevista con Mario Roa Tapia, director de la DGAF del MINDEF, y Félix Maradiaga, Asesor de la Dirección Superior del MINDEF.


� Ídem.


� Ídem


� Ministerio de Hacienda y Crédito Público (versión fotocopiada).


� Por ejemplo, funcionarios “Categoría A” son ministros, viceministros y secretario general; el resto de personal es “Categoría B”. Cabe señalar que este rubro –viáticos- es uno de los que más ha sufrido severas reducciones.


� Entrevista con Mario Roa Tapia, director de la DGAF del MINDEF, y Félix Maradiaga, Asesor de la Dirección Superior del MINDEF.


� Ídem.


� Ley No. 323. La Gaceta. Diario Oficial, No. 001 y 002, Managua, Nicaragua, 3 y 4 de enero de 2000; y Ley 349, Ley de Reforma a la Ley de Contrataciones del Estado (La Gaceta. Diario Oficial, 109, Managua, Nicaragua, 9 de junio de 2000. Artículo 1.


� En la implantación del SIGFA, el gobierno de Nicaragua ha contado con el apoyo financiero del Banco Mundial / Asociación Internacional de Fomento, la Agencia para el Desarrollo Internacional de los Estados Unidos (USAID), el Banco Interamericano de Desarrollo (BID), y de otros cooperantes internacionales como el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD) y los gobiernos de Argentina y Suiza.


� � HYPERLINK "http://www.hacienda.gob.ni" ��www.hacienda.gob.ni�


� “La reforma de la Administración Financiera de Nicaragua y el SIGFA”. Intervención de Eduardo Montealegre, Ministro de Hacienda y Crédito Público. Seminario Regional de Instituciones de Contabilidad”, celebrado en el Hotel Holliday Inn, Managua, Nicaragua, 23 de abril de 2003.


� La Gaceta. Diario Oficial. No. 102, Managua, Nicaragua, 3 de junio de 1998.


� � HYPERLINK "http://www.hacienda.gob.ni" ��www.hacienda.gob.ni�


� Entrevista con Mario Roa Tapia, Director General de la DGAF del MINDEF y Félix Maradiaga, Asesor de la Dirección Superior del MINDEF.


� Decreto No. 625. La Gaceta. Diario Oficial, No. 16, Managua, Nicaragua, 22 de enero de 1981 (y sus reformas y adiciones).


� Decreto No 743, La Gaceta. Diario Oficial, No. 149 del 7 de julio de 1981; Decreto No. 1490, Gaceta Diario Oficial No. 161 del 22 de agosto de 1984; Decreto No.417, La Gaceta. Diario Oficial, No.248 del 29 de Diciembre de 1988; Ley 361 (Ley de reforma y Adiciones a la Ley Orgánica de la Contraloría General de la Republica, del Sistema de Control de la Administración Pública y del Área Propiedad del Pueblo.


� Jeanne Kinney Giraldo. “Defense Budgets and Civilian Oversight”. Versión electrónica: � HYPERLINK "http://www.ccmr.org/public/library_file_proxy.cfm/lid/1864/defense_budgets.doc" ��www.ccmr.org/public/library_file_proxy.cfm/lid/1864/defense_budgets.doc�


� La Gaceta. Diario Oficial, No. 243, Managua, Nicaragua, 22 de diciembre de 1988.


� Las negritas son de los autores.


� Servicios Sociales; Administración Gubernamental; Defensa, Orden Público y Seguridad; Servicios Económicos; y Deuda Pública, Intereses y Gastos.


� � HYPERLINK "http://www.hacienda.gob.ni/" ��http://www.hacienda.gob.ni�





� Giraldo. op. cit.


� Ídem. op. cit.


� Ídem. op. cit.


� La CSJ comprende tres programas: Actividades Centrales, Administración de Justicia e Inscripción y Certificaciones.


� El presupuesto del Ministerio de Gobernación incluye ocho programas: Actividades Centrales, Proyectos Centrales, Policía Nacional, Sistema Penitenciario Nacional, Migración y Extranjería, Bomberos de Nicaragua, Sistema de Salud y Gobernaturas Departamentales.


� Dirección General de Presupuesto. Ministerio de Hacienda y Crédito Público. Informe. Liquidación del Presupuesto General de la República 2003. Marzo 2003. Versión Electrónica: � HYPERLINK "http://www.hacienda.gob.ni/" ��www.hacienda.gob.ni�


� � HYPERLINK "http://www.hacienda.gob.ni" ��www.hacienda.gob.ni�


� General Javier Carrión: “Nos interesa un Ministerio de Defensa fuerte”. Entrevista a Xiomara Chamorro. La Prensa, Managua, Nicaragua, 1 de septiembre de 2002.


� Dirección General de Presupuesto. Ministerio de Hacienda y Crédito Público. Informe. Liquidación del Presupuesto General de la República 2003. Marzo 2003. Versión Electrónica: � HYPERLINK "http://www.hacienda.gob.ni/" ��www.hacienda.gob.ni�. Con relación a la fuente original, esta Tabla es parcial ya que sólo muestra las cifras correspondientes a Defensa, Orden Público y Seguridad. Los restantes datos (Administración Central; Educación; Salud; Servicio Social y Asistencia Social; Vivienda y Servicios Comunitarios; Servicios Recreativos, Culturales y Religiosos; Servicios Económicos; Deuda Pública, Intereses y Gastos; y Amortización), no fueron incluidos  por no ser relevantes al tema de estudio.


� A Defensa, Orden Público y Seguridad, que comprende a la Corte Suprema de Justicia, los ministerios de Defensa y Gobernación, y otras entidades no identificadas, le corresponde el 12.1% de la Ejecución del Gasto en 2003. MHCP. Informe. Liquidación del Presupuesto General de la República 2003. Versión electrónica: � HYPERLINK "http://www.hacienda.gob.ni" ��www.hacienda.gob.ni�


� Las cifras se presentan en córdobas constantes porque lo que se pretende, más allá de la moneda utilizada, es mostrar el grado de ejecución presupuestaria en términos porcentuales, que es lo que interesa para la compresión de la gráfica correspondiente.


� Las negritas son de los autores.


� La más reciente encuesta de opinión realizada por la firma M&R Consultores (mayo 2004), revela que el Ejército de Nicaragua es la institución del Estado que goza de mayor confianza entre la población, por sobre la Presidencia de la República (Ejecutivo), Asamblea Nacional (Legislativo), Corte Suprema de Justicia (Judicial), Consejo Supremo Electoral y Policía Nacional. Cabe destacar, además, que en términos generales la institución militar aparece sólo por debajo de las iglesias católica y evangélicas y los medios de comunicación social, pero sobrepasa por casi el doble a las Organizaciones No Gubernamentales. Véase: La Prensa. Managua, Nicaragua, 17 de mayor de 2004.


� Roberto J. Cajina. “Reconversión de la Defensa en Nicaragua. Asimetrías e Incoherencias”. Security and Defense Studies Review. Volume 2, No. 1, Summer 2002. Versión electrónica: � HYPERLINK "http://www.ndu.edu/chds/journal/PDF/Cajina-Roberto.pdf" ��http://www.ndu.edu/chds/journal/PDF/Cajina-Roberto.pdf�


� Consejo Técnico-MIDEF. “Ministerio de Defensa de Nicaragua: Necesidades de asistencia técnica 2002-2005”. Managua, marzo de 2002. p. 10.


� Entrevista con Mario Roa Tapia, director de la DGAF del MINDEF, y Félix Maradiaga, Asesor de la Dirección Superior del MINDEF.


� General Javier Carrión: “Nos interesa un Ministerio de Defensa fuerte”. Entrevista a Xiomara Chamorro. La Prensa, Managua, Nicaragua, 1 de septiembre de 2002.


� Entrevista con el teniente Coronel Héctor Argüello, Jefe a.i de la Dirección de Finanzas del Estado Mayor General del Ejército de Nicaragua.


� General Javier Carrión: “Nos interesa un Ministerio de Defensa fuerte”. Entrevista a Xiomara Chamorro. La Prensa, Managua, Nicaragua, 1 de septiembre de 2002. En efecto, la Ley 181 establece que “Los miembros del Ejército no podrán [...] desempeñar cargos públicos de carácter civil. (Art. 1).


� Entrevista con Mario Roa Tapia, director de la DGAF del MINDEF, y Félix Maradiaga, Asesor de la Dirección Superior del MINDEF.


� “Al filo de la navaja”. Entrevista con el General Joaquín Cuadra Lacayo. Confidencial. Seminario de Información y Análisis. Managua, Nicaragua, Año 4, No. 179, del 13 al 19 de febrero de 2000.


� General Javier Carrión: “Nos interesa un Ministerio de Defensa fuerte”. La Prensa, Managua, Nicaragua, 1 de septiembre de 2002.


� Roberto J. Cajina. “Reconversión de la Defensa en Nicaragua. Asimetrías e Incoherencias”. Security and Defense Studies Review. Volume 2, No. 1, Summer 2002. Versión electrónica: � HYPERLINK "http://www.ndu.edu/chds/journal/PDF/Cajina-Roberto.pdf" ��http://www.ndu.edu/chds/journal/PDF/Cajina-Roberto.pdf�


� International Budget Project. “Legislatures and Budget Oversight”. � HYPERLINK "http://www.internationalbudget.org/themes/LEG/index.htm" ��http://www.internationalbudget.org/themes/LEG/index.htm�


� Es preciso aclarar que en la Asamblea Nacional están representados el Partido Liberal Constitucionalista ―PLC― (formalmente el partido en el poder) y sus aliados Camino Cristiano Nicaragüense ―CCN― y Partido Resistencia Nicaragüense ―PRN― (45 diputados), y el Frente Sandinista de Liberación Nacional ―FSLN― (38 diputados). La bancada del PLC se escindió en el segundo semestre de 2002 y se formó una nueva bancada parlamentaria: la Azul y Blanco (8 diputados). Ninguno de los partidos tiene siquiera mayoría simple (mitad más uno), y ello obliga al Ejecutivo a negociaciones y alianzas coyunturales cuyos efectos desaparecen una vez desaparecida la causa.


� Roberto J. Cajina. Ídem.


� International Budget Project. “A Guide to Budget for NGOs”. November 2001. Versión electrónica: � HYPERLINK "http://www.internationalbudget.org" ��www.internationalbudget.org�.
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